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X. Otros documentos de la Cuenta. 

1. Oficios:

Contraloría General de la República

-Del diputado señor Vilches, concesión del servicio de control de estacionamientos en la vía pública.
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-Del diputado señor Molina, posibles irregularidades cometidas por funcionarios de la Dirección de Obras Municipales de Los Vilos. 

Ministerio de Justicia

-De los diputados señores Ojeda, Alessandri, Fossa, Mora, Kuschel y de la diputada señora González, cambio de procedimiento por desaparición de personas por presunta desgracia.

Ministerio de Defensa Nacional

-Del diputado señor Rincón, personal destinado a la Sexta Región.

-De los diputados señores Jiménez, Mulet y Mora, retenes y tenencias en la provincia del Biobío. 

Ministerio de Obras Públicas

-De los diputados señores Jiménez, Rocha y Felipe Letelier, puente San Francisco de El Monte, Región Metropolitana.

-Del diputado señor Pedro Muñoz, temas viales de la Duodécima Región.

-Del diputado señor Navarro, planes maestros de evacuación de aguas lluvia, Octava Región.

-De los diputados señores Ceroni, Tuma, Jaramillo, Rocha, Andrés Palma, Mora y Masferrer, licitación de plantas revisoras en la Séptima Región.

Ministerio de Salud

-Del diputado señor Navarro, transporte de sustancias peligrosas. 

-Del diputado señor Delmastro, endedudamiento del Hospital Base de Valdivia.

-De los diputados señores Alessandri y Fossa, cheque en garantía.

 

-Del diputado señor Pedro Muñoz, programa nacional de fluoración del agua potable.

Ministerio de Vivienda y Urbanismo

-Del diputado señor Joaquín Palma, expropiaciones necesarias para la ejecución de la obra vial de mejoramiento de acceso a la ciudad de La Serena. 

Tribunal Constitucional

-Comunica cambio de dirección.

Ministerio Público

-Afiches sobre derechos de las víctimas y de los detenidos.

Comisión Chilena del Cobre

-Envía informe anual del "Mercado Internacional del Cobre y la Minería en Chile".

Municipalidad de Penco

-Del diputado señor Navarro, reposición de establecimiento rural.

Municipalidades de El Quisco, Quirihue, Lumaco, Pinto, Pirque y Zapallar

-De los diputados señores Kuschel, Vega y Fossa, contratación de discapacitados. 

 

I. ASISTENCIA

-Asistieron los siguientes señores diputados: (104)

NOMBRE (Partido* Región Distrito)

Acuña Cisternas, Mario PDC IX 52

Aguiló Melo, Sergio PS VII 37

Alessandri Valdés, Gustavo RN RM 20

Alvarado Andrade, Claudio IND X 58

Álvarez-Salamanca Büchi, Pedro RN VII 38

Álvarez Zenteno, Rodrigo IND XII 60

Allende Bussi, Isabel PS RM 29

Arratia Valdebenito, Rafael PDC VI 35

Ávila Contreras, Nelson PPD V 11

Bartolucci Johnston, Francisco UDI V 13

Bertolino Rendic, Mario RN IV 7

Rozas Velásquez, María PDC RM 17

Bustos Ramírez, Juan PS V 12

Caminondo Sáez, Carlos RN X 54

Caraball Martínez, Eliana PDC RM 27

Cardemil Herrera, Alberto RN RM 22

Ceroni Fuentes, Guillermo PPD VII 40

Coloma Correa, Juan Antonio UDI RM 31

Cornejo González, Aldo PDC V 13

Cornejo Vidaurrazaga, Patricio PDC V 11

Correa De la Cerda, Sergio UDI VII 36

Cristi Marfil, María Angélica RN RM 24

Delmastro Naso, Roberto IND X 53

Díaz Del Río, Eduardo DEL SUR IX 51

Dittborn Cordua, Julio UDI RM 23

Elgueta Barrientos, Sergio PDC X 57

Encina Moriamez, Francisco PS IV 8

Errázuriz Eguiguren, Maximiano RN RM 29

Espina Otero, Alberto RN RM 21

Fossa Rojas, Haroldo RN VIII 46

Galilea Carrillo, Pablo RN XI 59

Galilea Vidaurre, José Antonio RN IX 49

García García, René Manuel RN IX 52

García Ruminot, José RN IX 50

García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro UCCP VI 32

González Román, Rosa IND I 1

Guzmán Mena, Pía RN RM 23

Hales Dib, Patricio PPD RM 19

Hernández Saffirio, Miguel PDC IX 49

Ibáñez Santa María, Gonzalo IND V 14

Jaramillo Becker, Enrique PPD X 54

Jarpa Wevar, Carlos Abel PRSD VIII 41

Jeame Barrueto, Víctor PPD VIII 43

Jiménez Villavicencio, Jaime PDC RM 31

Krauss Rusque, Enrique PDC RM 22

Kuschel Silva, Carlos Ignacio RN X 57

Leal Labrín, Antonio PPD III 5

Leay Morán, Cristián UDI RM 19

León Ramírez, Roberto PDC VII 36

Letelier Morel, Juan Pablo PS VI 33

Letelier Norambuena, Felipe PPD VIII 42

Longton Guerrero, Arturo RN V 12

Longueira Montes, Pablo UDI RM 30

Luksic Sandoval, Zarko PDC RM 16

Martínez Labbé, Rosauro IND VIII 41

Masferrer Pellizzari, Juan UDI VI 34

Melero Abaroa, Patricio UDI RM 16

Mesías Lehu, Iván PRSD VIII 42

Molina Sanhueza, Darío UDI IV 9

Monge Sánchez, Luis IND IX 48

Montes Cisternas, Carlos PS RM 26

Mora Longa, Waldo PDC II 3

Moreira Barros, Iván UDI RM 27

Mulet Martínez, Jaime PDC III 6

Muñoz Aburto, Pedro PS XII 60

Muñoz D'Albora, Adriana PPD IV 9

Naranjo Ortiz, Jaime PS VII 39

Navarro Brain, Alejandro PS VIII 45

Núñez Valenzuela, Juan PDC VI 34

Ojeda Uribe, Sergio PDC X 55

Olivares Zepeda, Carlos PDC RM 18

Orpis Bouchón, Jaime UDI RM 25

Ortiz Novoa, José Miguel PDC VIII 44

Palma Flores, Osvaldo RN VII 39

Palma Irarrázaval, Joaquín PDC IV 7

Paya Mira, Darío UDI RM 28

Pérez Arriagada, José PRSD VIII 47

Pérez San Martín, Lily RN RM 26

Pérez Varela, Víctor UDI VIII 47

Pollarolo Villa, Fanny PS II 3

Prochelle Aguilar, Marina RN X 55

Prokurica Prokurica, Baldo RN III 6

Reyes Alvarado, Víctor PDC X 56

Rincón González, Ricardo PDC VI 33

Riveros Marín, Edgardo PDC RM 30

Rocha Manrique, Jaime PRSD VIII 46

Rojas Molina, Manuel UDI II 4

Saa Díaz, María Antonieta PPD RM 17

Salas De la Fuente, Edmundo PDC VIII 45

Sánchez Grunert, Leopoldo PPD XI 59

Seguel Molina, Rodolfo PDC RM 28

Soto González, Laura PPD V 14

Tuma Zedan, Eugenio PPD IX 51

Ulloa Aguillón, Jorge UDI VIII 43

Urrutia Cárdenas, Salvador PPD I 1

Valenzuela Herrera, Felipe PS II 4

Vargas Lyng, Alfonso RN V 10

Vega Vera, Osvaldo RN VII 40

Velasco De la Cerda, Sergio PDC V 15

Venegas Rubio, Samuel IND V 15

Vilches Guzmán, Carlos RN III 5

Villouta Concha, Edmundo PDC IX 48

Walker Prieto, Ignacio PDC V 10

Walker Prieto, Patricio PDC IV 8

Asistieron, además, los ministros del Interior (S), señor Jorge Burgos; de Economía, Minería y Energía, señor José de Gregorio; de Educación, señora Mariana Aylwin; de Justicia, señor José Antonio Gómez, y de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, señor Carlos Cruz.

 

 

 

II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 10.43 horas.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

 

III. ACTAS

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- El acta de la sesión 32ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 33ª queda a disposición de las señoras diputadas y señores diputados.

 

IV. CUENTA

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.

-El señor ÁLVAREZ (Prosecretario accidental) da lectura a los documentos recibidos en la Secretaría.

ENVÍO DE PROYECTOS A COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN Y JUSTICIA.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Elgueta, para referirse a la Cuenta.

El señor ELGUETA.- Señor Presidente, los proyectos que figuran desde el número 6 al 10 de la Cuenta fueron enviados a la Comisión de Familia, de la cual también soy miembro; pero, en verdad, todos ellos debieran ser remitidos también a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia. Por lo tanto, propongo que los veamos en conjunto o que, primero, lo despache la Comisión de Familia y, luego, la de Constitución, porque se abordan temas de su competencia, como la filiación, y se tipifican delitos.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se enviarán también a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.

Acordado.

 

V. FÁCIL DESPACHO

POSTERGACIÓN DE VIGENCIA DE REAVALÚO DE BIENES RAÍCES AGRÍCOLAS. Primer trámite constitucional.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- En Fácil Despacho, corresponde conocer, en primer trámite constitucional, el proyecto que posterga el reavalúo de los bienes raíces agrícolas.

Diputado informante de la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Pesca es el señor Álvarez-Salamanca.

Antecedentes:

-Mensaje, boletín Nº 2650-01, sesión 34ª, en 16 de enero de 2001. Documentos de la Cuenta Nº 2.

-Informes de las Comisiones de Agricultura y de Hacienda. Documentos de la Cuenta Nºs 2 y 3, de esta sesión.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado informante.

El señor ÁLVAREZ-SALAMANCA.- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Pesca, paso a informar el proyecto, ingresado a tramitación legislativa con fecha 16 de enero del presente año y originado en mensaje del Presidente de la República, que posterga la vigencia de los avalúos de bienes raíces agrícolas.

La idea matriz que inspira la proposición de esta iniciativa es postergar la vigencia de los avalúos de los bienes raíces agrícolas, que regía al 31 de diciembre de 2000, hasta el 31 de diciembre de 2001 y fijar la de los nuevos avalúos a contar del 1º de enero del año 2002.

Según se expresa en el mensaje de su Excelencia el Presidente de la República, para la proposición de este proyecto se han tenido a la vista los siguientes antecedentes:

La ley Nº 19.575, modificada por la ley Nº 19.629, prorrogó la vigencia de los bienes raíces agrícolas hasta el 31 de diciembre del año 2000, y fijó a contar del 1º de enero de 200l la vigencia de los nuevos avalúos que se determinaren.

Asimismo, se solicita reponer la misma facultad otorgada al Presidente de la República por la ley Nº 19.629, con el objeto de morigerar el impacto de este proceso, atendido el hecho de que el reavalúo de bienes raíces agrícolas no se efectúa desde l980. La facultad para fijar la tasa y el monto exento de pago de contribuciones establece que el giro total del impuesto a nivel nacional, una vez aplicado el reavalúo, aumente como máximo en 10 por ciento respecto del monto total girado a nivel nacional antes de aplicar este proceso.

Finalmente, con el objeto de disminuir el efecto del reavalúo en la determinación del impuesto a la renta sobre la base de renta presunta, se propone que para la declaración del año tributario 2002 se considere el avalúo vigente al 31 de diciembre de 2001, reajustado según la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor en el segundo semestre de dicho año, en reemplazo del que se fije para el reavalúo agrícola que entraría a regir a contar del 1 de enero del año 2002, de aprobarse este proyecto.

Esta postergación se fundamenta en que el proceso de reactivación económica del país, en especial en el sector silvoagropecuario, no se encuentra totalmente consolidado. A ello se suma el hecho de que dicho sector se ha visto afectado por factores que inciden negativamente en su desarrollo; entre otros, la situación de los mercados externos, variaciones climáticas, en especial en el régimen de precipitaciones, es decir, sequía.

Dado que estas proposiciones están contenidas en el proyecto de ley que establece normas legales para combatir la evasión tributaria, deberán ser retiradas del proyecto.

La iniciativa legal consta de un artículo único, el que en su número 1 posterga hasta el 31 de diciembre del año 2001 la vigencia de los avalúos de bienes raíces agrícolas que regían al 31 de diciembre de 2000 establecidos mediante la ley Nº 19.575, y fija, a contar del 1 de enero de 2002, la vigencia de los nuevos avalúos que se determinen.

Su número 2 faculta al Presidente de la República para rebajar, por una vez, la tasa anual del impuesto territorial de los bienes raíces agrícolas y aumentar el monto de la exención del impuesto territorial que los beneficia, de acuerdo con el procedimien-to que señala y en las condiciones que indica.

El artículo transitorio establece para los contribuyentes que determinen el impuesto a la renta sobre la base de renta presunta, que para el año tributario 2002 se considerará el avalúo fiscal vigente al 31 de diciembre de 2001, reajustado según la variación que experimente el IPC en el segundo semestre de dicho año.

En la Comisión, se conoció la opinión de los representantes del Servicio de Impuestos Internos, quienes, en lo sustancial, expresaron, en cuanto a los fundamentos de la postergación de la entrada en vigencia, que el sector agrícola ha sido afectado por factores de tipo climático y de crisis energética en algunas regiones, como, asimismo, por factores de carácter externo relacionados con la situación económica en el ámbito internacional, los cuales han afectado su productividad y desarrollo normal.

Además, manifestaron que el proyecto propone reponer la facultad del Presidente de la República de rebajar por una vez la tasa de impuesto territorial de las propiedades agrícolas, que actualmente es de 20 por mil al año, y aumentar el monto exento que beneficia a estas mismas propiedades, que en la actualidad es de 1.846.161 pesos, de tal manera que el giro del impuesto territorial aplicado al reavalúo no supere en más de 10 por ciento al vigente antes de aplicar este proceso.

Sostuvieron que esta prórroga permitirá al sector agrícola disponer de un plazo para proceder al traspaso de un sistema de tributación por renta presunta a renta efectiva, para los efectos de atenuar el impacto del aumento de los avalúos agrícolas como consecuencia del reavalúo respectivo.

Informaron que actualmente 45 mil agricultores tributan bajo renta presunta y sólo 10 mil, bajo renta efectiva.

Señalaron que el artículo transitorio tiene por objeto disminuir el efecto del reavalúo en la determinación del impuesto a la renta sobre la base de renta presunta, situación tributaria en que está la mayoría de los agricultores. Esto implica que para el año tributario 2002, que se declara en abril de 2002, se puedan utilizar como base imponible los avalúos vigentes al 31 de diciembre de 2001.

En cuanto al impacto económico del proyecto, hicieron presente que la aplicación del reavalúo que regirá a contar del 1 enero de 2002 generará semestralmente mayores ingresos a los municipios del orden de 1.660 millones de pesos, de aplicarse el aumento máximo del 10 por ciento al ejercerse la facultad requerida.

Estiman que, de haberse aplicado los reavalúos bajo las condiciones vigentes, habrían aumentado, en promedio a nivel nacional, más de cinco veces, y la tasa del impuesto que se aplicaría sería del 15 por mil al año con el monto exento actualmente vigente, lo que generaría alta carga impositiva a los agricultores, no compatible con el difícil momento por el que atraviesa el sector.

Destacaron que la prórroga de este reavalúo por dos semestres significará que los municipios seguirán recaudando este tributo como lo hacen en la actualidad.

Finalmente, sostuvieron que la postergación del reavalúo beneficiará en forma directa a unas 165 mil propiedades agrícolas, que actualmente tienen un avalúo fiscal superior a 1.846.161 pesos, por lo que están afectas al pago de contribuciones. El número de beneficiados incluye a 45 mil agricultores que tributan bajo el sistema de renta presunta por tener rentas netas anuales que no exceden las 8 mil unidades tributarias mensuales.

Conocidas las razones que motivan a postergar una vez más los avalúos de los bienes raíces agrícolas, los diputados que estuvieron contestes en la necesidad de esta nueva prórroga dejaron expresa constancia de que en su oportunidad se había solicitado al Gobierno una solución definitiva al problema en consideración a que esta norma, excepcional por esencia, se ha ido convirtiendo en permanente.

Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto, la Comisión procedió a aprobarlo, por unanimidad, en general y en particular, en los mismos términos propuestos.

Es todo cuanto puedo informar a la Sala.

He dicho.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Ofrezco la palabra al señor Jaramillo, diputado informante de la Comisión de Hacienda.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, la Comisión de Hacienda informa sobre el proyecto de ley, de discusión inmediata, que posterga la vigencia de avalúos de bienes raíces agrícolas.

Cabe señalar que la iniciativa es muy anhelada en el mundo agrícola.

Como profesionales conocedores de la materia tratada, asisten don Rodrigo Durán, subdirector de Avaluaciones, y don Carlos Orrego, jefe del Departamento de Catastro de Tasaciones del Servicio de Impuestos Internos.

El objetivo de esta iniciativa consiste, como lo ha dicho el informante de la Comisión técnica, en postergar la entrada en vigencia del reavalúo de los bienes raíces agrícolas desde el 1 de enero de 2001 al 1 de enero de 2002, y en prorrogar la vigencia de los actuales avalúos hasta el 31 de diciembre de 2001.

Se propone facultar al Presidente de la República para rebajar por una vez la tasa anual del impuesto territorial de los bienes raíces agrícolas y aumentar el monto de la exención del impuesto territorial que los beneficia.

No escapa a lo señores diputados que la contribución es del 2 por ciento al año, que también entraría en rebaja, según el monto.

Se establece que en la declaración del año tributario de 2002 los contribuyentes determinarán el impuesto a la renta sobre la base de renta presunta y considerarán el avalúo vigente al 31 de diciembre de 2001, reajustado según la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor sólo en el segundo semestre de dicho año, es decir, por seis meses, con el objeto de disminuir el efecto que pudiere crear el reavalúo en la determinación de dicho impuesto.

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, con fecha 17 de enero de 2001, sostiene que la aplicación del reavalúo de los bienes raíces agrícolas que regirá de conformidad con este proyecto a contar del 1 de enero de 2002 generará semestralmente mayores ingresos a los municipios por alrededor de 1.660 millones de pesos.

No escapa tampoco a los señores diputados que este proyecto de ley funda su principal efecto en 1.660 millones de pesos de aumento en el presupuesto del año correspondiente.

Por ello, la prórroga del reavalúo hasta el 1 de enero de 2001 significará que los municipios seguirán recaudando este tributo en las mismas condiciones actuales.

Don Rodrigo Durán, subdirector de Evaluaciones del Servicio de Impuestos Internos, justificó la postergación del reavalúo agrícola aduciendo las dificultades por las que atraviesa el referido sector, situación de la que constantemente se está dando a conocer en este hemiciclo.

En relación con la facultad que se otorga al Presidente de la República en la letra b) del artículo único, se señaló su importancia para la viabilidad del reavalúo.

También se expresó que la prórroga permitirá a los contribuyentes agrícolas disponer de un plazo para traspasarse de un sistema de renta presunta a otro de renta efectiva, para efectos de atenuar el aumento de los avalúos agrícolas.

Finalmente, se precisa que la postergación del reavalúo beneficiará en forma directa a 165 mil propiedades agrícolas.

En relación con la facultad que se otorga al Presidente de la República para rebajar la tasa anual y aumentar la exención por el artículo 2º que se agrega en el numeral 2) del artículo único del proyecto, se dijo que se ejercerá si, al comparar la proyección anual del monto total de las contribuciones giradas con el monto que corresponda girar con posterioridad al reavalúo, este último resultare superior en más del 10 por ciento al primero; o sea, aquí procede la rebaja.

La Comisión de Agricultura, Silvicultura y Pesca dispuso en su informe que la Comisión de Hacienda debía tomar conocimiento del proyecto en su totalidad, es decir, del artículo único y del transitorio.

En relación con la discusión particular del articulado, cabe señalar que el artículo único modifica la ley Nº 19.575 en los siguientes términos:

Por la letra a) se reemplaza, en el inciso primero del artículo 1º, las expresiones "31 de diciembre de 2000", "30 de junio de 1999" y "1 de enero de 2001" por las expresiones "31 de diciembre del año 2001", "31 de diciembre de 2000" y "1 de enero del año 2002", respectivamente. Esto sólo corresponde a una adecuación de fechas debido al momento en que estamos tratando el proyecto.

Por la letra b) se reemplaza el artículo 2º, que faculta al Presidente de la República para rebajar por una vez la tasa anual del impuesto territorial de los bienes raíces agrícolas y aumentar el monto de la exención del impuesto territorial que beneficia a los predios agrícolas. La facultad regirá a contar del 1 de julio del año 2001, pero la rebaja de tasa y el aumento de la exención regirán desde la fecha en que entre en vigor el reavalúo de los bienes raíces agrícolas, el cual, según apreciación personal obtenida de lo señalado y de las exposiciones de los técnicos en tributación, no podría superar el 10 por ciento de impuesto de los nuevos reavalúos.

El artículo transitorio establece que los contribuyentes que determinen el impuesto a la renta sobre la base de renta presunta de acuerdo con las normas que señala, considerarán para el año tributario del año 2002 el avalúo fiscal vigente al 31 de diciembre del año 2001, reajustado según la variación del IPC en el segundo semestre de dicho año, en reemplazo del que se fije en el reavalúo agrícola.

Puestos en votación ambos artículos, fueron aprobados por unanimidad.

Acordado en sesión de la Comisión de Hacienda, presidida por el honorable diputado señor José Miguel Ortiz y con la asistencia de los honorables diputados señores Claudio Alvarado, Rodrigo Álvarez, Julio Dittborn, José García, Carlos Montes, la señora Marina Prochelle, y el señor Sergio Velasco.

Relató para ustedes el diputado Enrique Jaramillo.

He dicho.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Cerrado el debate.

En votación general y particular el proyecto.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 62 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Aprobado.

Terminada la discusión del proyecto.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Arratia, Bertolino, Rozas (doña María), Bustos, Cardemil, Cornejo (don Aldo), Cornejo (don Patricio), Correa, Delmastro, Elgueta, Fossa, Galilea (don Pablo), García (don José), García-Huidobro, Guzmán (doña Pía), Hernández, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Krauss, Leal, Leay, León, Letelier (don Felipe), Martínez (don Rosauro), Masferrer, Melero, Mesías, Molina, Monge, Montes, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Naranjo, Navarro, Núñez, Ojeda, Ortiz, Palma (don Osvaldo), Pérez (don José), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prokurica, Rincón, Rocha, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Sánchez, Soto (doña Laura), Tuma, Ulloa, Valenzuela, Vega, Velasco, Vilches, Villouta, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

MEJORAMIENTO DE REMUNERACIONES PARA LOS PROFESIONALES DE LA EDUCACIÓN. Segundo trámite constitucional.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Corresponde conocer, en segundo trámite constitucional, el proyecto de ley que otorga un mejoramiento especial de remuneraciones a los profesionales de la educación.

Diputados informante de las Comisiones de Educación, Cultura, Deportes y Recreación, y de Hacienda, son la señora María Rozas y el señor José García, respectivamente.

Antecedentes:

-Proyecto del Senado, boletín Nº 2647-04 (S), sesión 37ª, en 17 de enero de 2001. Documentos de la Cuenta Nº 1.

-Certificados de las Comisiones de Educación y de Hacienda. Documentos de la Cuenta Nºs 4 y 5, de esta sesión.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Tiene la palabra la honorable diputada señora María Rozas.

La señora ROZAS (doña María).- Señor Presidente, no es un tema menor informar sobre un proyecto que concede un reajuste de remuneraciones a 80 mil profesores a lo largo del país.

Este proyecto es consecuencia de un trabajo entre el Ministerio de Educación y el Colegio de Profesores; pero, además, tiene la característica de que no sólo mejora sustancialmente -no como quisieran los profesores, indudablemente-, las remuneraciones del profesorado, sino también de que, por primera vez, es el resultado de un acuerdo y no de un conflicto, que, normalmente, lo pagan no sólo los profesores, sino también los alumnos y los apoderados de la comunidad nacional.

Por otra parte, tiene la característica de que en él se involucran también compromisos de mejoramiento pedagógico y de la calidad de la educación. Además, los maestros contraen el compromiso no sólo de aportar de acuerdo con sus remuneraciones, sino de mejorar la calidad del sistema educacional.

Cuando en este país pareciera que todo es confrontación, los profesores y el Ministerio de Educación nos están dando de nuevo una lección: que es posible llegar a acuerdos a través del diálogo social, de colocar las diferencias en la mesa cuando hay voluntad y disposición para ello.

El proyecto concede un reajuste proporcional a la unidad de mejoramiento educacional, denominada USE, a partir del 1 de febrero de 2002. Este aumento beneficia por igual a los profesores municipalizados y de colegios subvencionados. Además, se incrementa la renta mínima de acuerdo con lo establecido en la ley y lo concordado entre el Ministerio de Educación y el Colegio de Profesores.

Los recursos que obtengan los sostenedores como consecuencia de esta iniciativa serán destinados exclusivamente al pago de remuneraciones de los docentes. Usar los recursos para otros fines -es decir, el incumplimiento de lo establecido-, será considerado infracción grave, para efectos de lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, de Educación.

El Congreso ya ha aprobado proyectos de esta naturaleza, pero los recursos no han llegado al bolsillo de los profesores, porque existe la tendencia a ocuparlos en otras urgencias, supuestamente.

En concreto, esta norma va a significar, a partir de febrero de 2001, o sea del próximo mes, que el valor de la hora para los profesores de la enseñanza básica será de 5.927 pesos, y de 6.238 pesos para los docentes de la enseñanza media. A partir de febrero de 2002, la hora de educación básica ascenderá a 6.424 pesos, y la de la enseñanza media, a 6.761 pesos.

También se tuvo especial cuidado en otorgar este beneficio a los colegios técnico-profesionales regidos por el decreto ley Nº 3.166. Con ello los docentes de ese sector no necesitarán andar, como en los años anteriores, como el "compra huevo" para que se les asegure que estos recursos se destinarán al aumento de sus remuneraciones.

Además, el proyecto contempla modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1996, de Educación, relacionadas con el perfeccionamiento del profesorado, acogiéndose una demanda muy sentida de ese sector laboral.

Durante los últimos diez años se ha hecho un esfuerzo enorme para que el profesorado acceda a cursos de perfeccionamiento, para lo cual se autorizó a determinadas instituciones. Sin embargo, algunas no han entendido el propósito y objetivo del Gobierno y del Ministerio de Educación en este ámbito, y muchas veces los niveles de calidad no son adecuados ni están de acuerdo con lo ofrecido. Se entregan facultades al Centro de Perfeccionamiento del Ministerio de Educación, a fin de que aplique sanciones a las instituciones que incurren en esta grave falta, con el fin de mantener en el ámbito de la capacitación a aquellas que entregan servicios de calidad y excelencia y no se aprovechan de esta situación. Las sanciones -contenidas en el título VII- van desde la simple amonestación hasta la revocación de la inscripción del curso, multa a beneficio fiscal de 5 UTM, o lisa y llanamente, la pérdida de la acreditación por incumplimiento de las condiciones de ejecución de los cursos. Es decir, no sólo se entregan recursos para capacitación y perfeccionamiento, sino que, además, hay preocupación de evitar que algunas organizaciones desprestigien a las instituciones serias que se dedican formalmente a esta actividad.

El título VIII considera una bonificación especial para los profesores encargados de escuelas rurales, lo que responde a una demanda, tanto del profesorado como de los parlamentarios que tienen zonas rurales en sus distritos, y constituye un incentivo para que profesores postulen a trabajar en establecimientos educacionales rurales. 

Los directores de escuelas rurales disponen de incentivos, de acuerdo con el Estatuto Docente, vigente desde 1992; pero aquellos que trabajan en escuelas uni, bi y tridocente, o sea, en colegios donde hay uno, dos o tres profesores como máximo, no tienen la condición de director, sino sólo de profesor encargado de estos establecimientos rurales. Dichos profesores no recibían ningún tipo de incentivo y, obviamente, cada día es más extraño que algún docente quiera desempeñarse en sectores rurales, dadas las condiciones de trabajo: su lejanía y difícil acceso. Por esas razones se ha establecido el pago de un incentivo para los denominados "profesores encargados de establecimientos rurales", lo cual significa que, a partir de febrero de 2001, percibirán una bonificación de 26.079 pesos, la que, desde febrero de 2002, aumentará a 56.531 pesos.

Este beneficio también se otorgará en los establecimientos subvencionados donde el profesor tiene la triple calidad de sostenedor, profesor encargado y profesor de aula. De esta manera se repara una omisión y se beneficia a alrededor de 3.400 profesores a lo largo del país.

El título IX, "De la asignación de excelencia pedagógica y de la red de maestros", a mi juicio, el más importante desde el punto de vista de la reforma educacional, demuestra que los profesores no sólo están preocupados del mejoramiento de sus sueldos, como es natural y obvio, sino que también de cómo superar su calidad docente y de cómo dar a los alumnos mejor atención y prioridad.

Esta asignación se crea a partir de 2002 para fortalecer la calidad de la educación y para que los profesores puedan optar voluntariamente a mejorar sus condiciones pedagógicas a través de tramos que van a ser fijados entre el Colegio de Profesores y el Ministerio de Educación. La asignación se pagará a los profesionales que hayan sido acreditados como docentes de excelencia, en un proceso que considerará la experiencia, capacitación y perfeccionamiento, mediante mecanismos de evaluación idóneos, que también están en estudio.

Estos profesores formarán parte de un programa de Apoyo a la Docencia, que se denominará red "Maestros de Maestros", y cada cierto tiempo van a poder postular y ser monitores, es decir, profesores de profesores. En definitiva, aunque no se llama así, prácticamente se está creando la condición de doctorado de la educación, o sea, se va a destacar a aquellos profesores que tienen dedicación, han hecho un esfuerzo, realizan actividades innovadoras y están cambiando la docencia con mucho esfuerzo e incluso más allá de lo que establecen los planes y programas. Para ello, establece tramos y asignaciones, a fin de crear una competencia que implique mayor calidad y mejoramiento en la entrega de las bases educativas.

Este no es un tema fácil de digerir en un par de minutos. De manera que la Comisión ha pedido, dada la rapidez con que hoy aprobaremos el proyecto, que podamos analizarlo en marzo próximo con tranquilidad y con los actores involucrados, o sea, con el Ministerio de Educación y el Colegio de Profesores.

No cabe duda de que el establecimiento de la asignación de excelencia pedagógica y la creación de la red "Maestros de Maestros" colocará a la educación a la altura de las circunstancias y de los tiempos.

Esta materia la hemos aprobado en su integridad, pero como va a ser aplicada a partir de 2002, la Comisión de Educación, por unanimidad, se impuso como tarea retomarla en marzo de este año, dado que es el tema de mayor envergadura del proyecto. No sólo implica incentivar económicamente al profesorado, sino que, de alguna manera, destaca a los que hacen un esfuerzo.

Termino refiriéndome al artículo 3º transitorio. Todos sabemos que las remuneraciones de este gremio han crecido en forma sustancial en los últimos 10 años, pero, sin duda, todavía no están a la altura de lo que merece un profesor.

En esa línea, hay temas que siguen pendientes: tenemos necesidad de fortalecer la educación, de hacer cambios de raíz, de incrementar la capacitación y la formación. Por otra parte, en todos los distritos nos encontramos con profesores que están en edad de jubilar, pero que no lo pueden hacer porque no cuentan con los recursos necesarios para enfrentar esa etapa de sus vidas. Este Congreso ya ha aprobado fondos para una jubilación especial. El artículo 3º transitorio establece esta posibilidad, y lo voy a leer para que quede más claro: "Los profesionales de la educación que tengan todos los requisitos cumplidos para jubilar en cualquier régimen previsional y aquellos que, siendo imponentes de una Administradora de Fondos de Pensiones, tengan todos los requisitos para obtener pensión o renta vitalicia anticipada, y que presten servicios en los establecimientos educacionales del sector municipal administrados, ya sea directamente por las municipalidades o a través de corporaciones municipales, que durante un período de seis meses contado desde el 1 del mes siguiente a la fecha de publicación de esta ley, se acojan al beneficio de jubilación, pensión o renta vitalicia, respecto del total de las horas que sirvan, tendrán derecho a percibir a la fecha en que se les ponga término a su relación laboral, una indemnización de un mes de la última remuneración imponible, por cada año de servicio o fracción superior a seis meses, prestados a la respectiva municipalidad o corporación municipal, con un tope de 11 meses de dicha remuneración, o la que hubieren pactado a todo evento con su empleador" -no hay muchos normalmente en esta área-, "de acuerdo al Código del Trabajo, si esta última fuere mayor".

Esto implica que van a estar disponibles los recursos por parte del Ministerio de Educación para los municipios que no dispongan de ellos para otorgar este beneficio.

También se contempla un elemento nuevo, que es producto del aprendizaje de otras negociaciones. "Si el profesional de la educación proviniere de otra municipalidad o corporación, sin solución de continuidad" -cosa que es muy normal en el profesorado-, "tendrá derecho a que le sea considerado todo el tiempo servido como tal en dichas instituciones" -o sea, se les va a reconocer la antigüedad-, "no pudiendo exceder del máximo fijado en el inciso primero".

Con este beneficio, alrededor de 3.500 maestros podrán salir del sistema en mejores condiciones de las que hoy establece la ley.

Estamos ante un proyecto que ha sido tramitado en forma muy rápida -dos semanas en el Senado y dos días en la Cámara de Diputados-, gracias a la colaboración de los diputados de la Comisión de Educación y de Hacienda. Y ha sido así, porque están conscientes de su importancia para 80 mil profesores a lo largo del país, y para la educación. Insisto en que resulta necesario analizar con mayor profundidad este acuerdo, tanto en lo que se refiere al mejoramiento salarial como también pedagógico.

Quiero terminar con una reflexión que, creo, será compartida por los integrantes de la Comisión de Educación. Cada vez que se cumplen los dos años del acuerdo entre el Colegio de Profesores y el Ministerio, siempre estamos ante la posibilidad de conflictos dolorosos. Se producen huelgas muy largas con descuentos muy duros, y los profesores muchas veces han tenido que asistir a los colegios hasta el mes de febrero para pagar el tiempo no trabajado. Por su parte, el Ministerio de Educación ha debido hacer esfuerzos enormes para atender a los alumnos que quedan sin clases. Estos conflictos dejan heridas muy profundas.

Más allá de un mejoramiento económico que no satisface en todo lo que quisieran los profesores, sin duda, cuando los actores se sientan a conversar, dan a conocer sus diferencias y dialogan, es posible llegar a acuerdo. El gran mérito de este proyecto es que los actores conversaron y se pusieron de acuerdo, a pesar de las supuestas tremendas diferencias.

Quiero felicitar a la ministra de Educación, al subsecretario y al equipo técnico del Ministerio, porque sé que han trabajado incluso sábados y domingos. También a mis colegas de tantos años, del Colegio de Profesores, a sus dirigentes nacionales, regionales, provinciales y comunales. Sé que muchos no quedaron satisfechos, pero el esfuerzo que hicieron tiene un valor que va más allá de la plata. El diálogo social y la participación son posibles en Chile, y este proyecto lo demuestra.

He dicho.

-Aplausos.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Pido autorización a la Sala para que ingrese el subsecretario de Educación, don José Weinstein.

El señor VILCHES.- Señor Presidente, considero que no tiene sentido que ingrese más gente, porque se trata de un proyecto sin discusión. 

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Informo a su Señoría que va a haber una discusión de cinco minutos.

El señor VILCHES.- En todo caso, doy mi aprobación.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Si le parece a los señores diputados, ingresará a la Sala el subsecretario de Educación.

No hay acuerdo.

Para escuchar el informe de la Comisión de Hacienda, dejo con la palabra al diputado señor José García.

El señor GARCÍA (don José).- Señor Presidente, el proyecto de ley, originado en un mensaje de su Excelencia el Presidente de la República, que otorga un mejoramiento especial de remuneraciones para los profesionales de la educación, con urgencia calificada de "suma", fue despachado por la Comisión de Hacienda, con la asistencia de los diputados señores Ortiz, don José Miguel (Presidente); Alvarado, don Claudio; Álvarez, don Rodrigo; Dittborn, don Julio; Jaramillo, don Enrique; Montes, don Carlos; Prochelle, doña Marina, Velasco, don Sergio, y quien les habla.

Concurrieron a la sesión, durante el estudio del proyecto, la señora Mariana Aylwin y el señor José Weinstein, ministra y subsecretario de Educación, respectivamente, acompañados de los señores Luis Villarroel, Patricio Villaplana y Juan Vilches, jefe del departamento jurídico y asesores de la citada cartera, y el señor José Espinoza, asesor del ministro de Hacienda.

La Comisión de Educación dispuso en su certificado que la Comisión de Hacienda tomara conocimiento de los artículos 1º a 11 inclusive; 12, Nº 3; 13, 14, 15, 17, 18, 19, 20 y 21 permanentes, y 1º a 6º transitorios.

Puesto en votación el articulado del proyecto, los artículos 1º a 11; 12, Nº 3; 13, 14, 15, 17 y 21 permanentes y los artículos 1º a 6º transitorios fueron aprobados por unanimidad. En cambio, los artículos 18, 19 y 20 fueron aprobados por 4 votos a favor y 1 voto en contra.

Según el informe financiero complementario, el artículo 5º del proyecto incrementa desde el 1º de febrero de 2001 los valores de la subvención de escolaridad, tanto para establecimientos subvencionados con doble jornada como para aquellos que se encuentran bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, y el artículo 6º regula en forma similar esta materia al incrementar valores de la subvención de escolaridad, a partir del 1º de febrero del año 2002.

La aplicación de esta iniciativa tiene un costo fiscal anual de 17.736 millones de pesos para el año 2001; de 55.777 millones de pesos para el año 2002, y un costo fiscal anual, en régimen, de 59.043 millones de pesos.

El artículo 7º señala que a partir del 1º de febrero de 2001 se pagará a los sostenedores de establecimientos educacionales rurales un aumento de la subvención mínima. Asimismo, en el inciso cuarto de este artículo se señala un nuevo aumento de la subvención mínima a partir del 1º de febrero del 2002, la que reemplazará la establecida para el año 2001.

La aplicación de esta iniciativa tiene un costo fiscal de 30 millones de pesos para el año 2001; de 94 millones de pesos para el año 2002, y un costo fiscal anual, en régimen, de 100 millones de pesos.

El artículo 10 establece que para los años 2001 y 2002 se entregará a los establecimientos administrados conforme al decreto ley Nº 3.166, de 1980, un aporte por alumno equivalente al aumento de la subvención resultante de aplicar los artículos 5º y 6º de esta ley. De esta forma, los profesionales de la educación que se desempeñan en estas entidades tendrán derecho a los beneficios establecidos en los artículos 1º al 4º.

La aplicación de esta iniciativa tiene un costo fiscal de 373 millones de pesos para el año 2001; de 1.171 millones de pesos para el año 2002, y un costo fiscal anual, en régimen, de 1.241 millones de pesos.

El artículo 13 establece una bonificación especial para los profesionales de la educación que desempeñan la función de profesor encargado en establecimientos educacionales rurales subvencionados, afectos o no a la tabla del artículo 12 del decreto con fuerza de ley Nº 2 de 1998 del Ministerio de Educación.

La aplicación de esta iniciativa tiene un costo fiscal de 1.140 millones de pesos para el año 2001; de 2.545 millones de pesos para el año 2002, y un costo fiscal anual, en régimen, de 2.663 millones de pesos.

El artículo 18 establece que en la ley de Presupuestos del año 2002 se consultarán recursos por 2.303 millones de pesos, y un costo fiscal anual, en régimen, de 2.558 millones de pesos.

El artículo 20 establece que en la ley de Presupuestos del año 2002 se consultarán los recursos para el financiamiento de la asignación de desempeño difícil.

La aplicación de esta iniciativa tiene un costo fiscal de 2.175 millones de pesos para el año 2002, y un costo fiscal anual, en régimen, de 2.533 millones de pesos.

El costo total para el año 2001 es de 19.279 millones de pesos; de 64.065 millones de pesos para el año 2002, y el costo total anual, en régimen, es de 68.138 millones de pesos.

El gasto que el proyecto irrogue al fisco en el año 2001 será financiado, cuando proceda, con los recursos provisionados en el presupuesto vigente del Tesoro Público.

Eso es lo que puedo señalar en cuanto al informe de la Comisión de Hacienda.

A título personal, debo destacar que éste es el primer proyecto consensuado entre el Ministerio de Educación y el Colegio de Profesores, y todos los sectores políticos representados en esta Sala debemos estar contentos de que así haya ocurrido.

Sin duda, una paralización de actividades del profesorado trae enormes costos a la comunidad escolar. Estoy seguro de que los propios profesores no desean participar en estas movilizaciones, en estos conflictos sociales. Es probable que el porcentaje de reajuste logrado no satisfaga plenamente a muchos de ellos, pero el hecho de que sea producto de un acuerdo y no de un paro es algo que, al final, causa satisfacción y alegría.

Por eso, tengo el grato placer de anunciar el voto favorable de los diputados de Renovación Nacional a esta iniciativa, con una felicitación a todos los actores, quienes han tenido una gran visión de futuro en las negociaciones, lo que ha significado que hoy la Cámara de Diputados conozca un proyecto absolutamente consensuado.

He dicho.

-Aplausos.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Los Comités acordaron un debate de cinco minutos por lado e inmediatamente después se procederá a votar.

Tiene la palabra el diputado señor Longton para plantear un asunto de Reglamento.

El señor LONGTON.- Señor Presidente, en un matutino de hoy aparece una información que me parece grave y creo que esta Cámara debe tomar alguna acción al respecto, ya que nada menos que su edecán militar aparece involucrado en situaciones bastantes cuestionables.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Señor diputado, está en su pleno derecho de plantear tal situación, pero debe hacerlo en el momento adecuado.

El señor LONGTON.- Señor Presidente, se trata de un hecho insostenible para esta Cámara.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Le encuentro toda la razón, pero le insisto en que éste no es el momento adecuado para plantear dicha situación.

El señor LONGTON.- Señor Presidente, no puede actuar con un doble estándar.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Señor diputado, le repito que está en todo su derecho para plantear tal situación, sólo que no es el momento para ello.

El señor LONGTON.- Señor Presidente, sólo le pido que sea consecuente.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Este no es el momento para plantear ese tema.

Tiene la palabra el diputado señor Ulloa.

El señor ULLOA.- Señor Presidente, la Unión Demócrata Independiente va a apoyar el proyecto, sin perjuicio de que nuestra bancada desea manifestar su profunda molestia por la forma en que se está legislando. 

Ayer le hicimos presente a la señora ministra esta situación, ya que no es normal que un proyecto de esta envergadura, tan importante, en la práctica, para evitar un daño social, tenga que despacharse sin mayor información. Sin embargo, debo reconocer que la iniciativa es buena.

Desde esa perspectiva, desde ya debo anunciar nuestros votos positivos al proyecto y señalar que los informes de la diputada señora María Rozas y del diputado señor José García nos han aclarado con exactitud los temas que aborda el proyecto. 

En consecuencia, estamos absolutamente de acuerdo con los argumentos que permiten un aumento de subvención, lo que en la práctica mejorará las remuneraciones de los profesionales de la educación, básicamente de los establecimientos de carácter municipal y particular-subvencionado.

En consecuencia, el proyecto debería ser más ampliamente difundido, porque tiene y goza de aspectos sustanciales, que caminan en la dirección correcta. 

Por eso, felicito a la ministra de Educación, señora Mariana Aylwin, y a todo su equipo. La iniciativa no sólo otorga un aumento general de remuneraciones, sino que hay bonificaciones especiales, por ejemplo, para los profesores encargados de escuelas rurales. Hay que reconocer que dichos profesionales no gozan de los beneficios que tienen los directivos, aun cuando cumplen dicho papel; a pesar de ello, nunca habían tenido un reconocimiento, y, desde luego, gozar de él es, desde mi perspectiva, una medida muy justa. 

En ese ámbito, hay que señalar que el proyecto es consecuencia del impulso dado no sólo por el Ministerio de Educación, sino también por el Colegio de Profesores. Hay que reconocer el trabajo realizado sobre la base del protocolo de acuerdo suscrito por el Ministerio de Educación y el Colegio de Profesores el 14 de noviembre de 2000 -con ello se ha evitado durante varios años la paralización de actividades-, con el objeto de establecer mejoramientos para estos profesionales que han sido tan denigrados, incluso, por la sociedad. Desde esa perspectiva, considero que es justo el reconocimiento que se les hace.

Por otro lado, el establecimiento de una asignación de excelencia pedagógica, una especie de red de maestros de maestros, implica una clara orientación en un sentido positivo, puesto que en ningún sistema es normal que a los profesionales buenos y malos se les pague lo mismo. Considero que caminar en esa dirección permite que el buen profesional se vaya destacando, lo que debe ser reconocido no sólo en el ámbito profesional, sino que también en el aspecto remuneracional, cuestión que hacía mucha falta.

Por último -a fin de despachar lo antes posible el proyecto-, quiero destacar que los artículos transitorios apuntan a entregar incentivos para que los profesionales de la educación que estén en condiciones de jubilar, se acojan a ese beneficio, con la intención final de permitir que ingrese savia joven, nuevos profesionales de la educación, tanto al sistema particular-subvencionado como al municipal. 

Por estas razones, reseñadas en forma muy sucinta por los escasos cinco minutos de que dispongo, anunciamos nuestro apoyo al proyecto. Independientemente de la molestia que nos produce la forma en que se legisla -incluso el proyecto adolece de problemas de redacción-, consideramos que es necesario aprobarlo, a fin de que los profesionales de la educación cuenten con los recursos a los cuales tienen derecho a acceder en forma muy merecida.

He dicho.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Carlos Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, en realidad, dispongo de muy pocos minutos.

Yo entendía que este debate era para discutir las objeciones planteadas en la Comisión; sin embargo, cambió la naturaleza del mismo.

Pero quiero valorar algunos aspectos del proyecto. 

Señor Presidente, me parece que el diputado señor Álvarez me está pidiendo una interrupción para plantear un asunto reglamentario. 

El señor ÁLVAREZ.- Señor Presidente, deseo formular una consulta a la Mesa.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Puede hacer uso de la interrupción el diputado señor Álvarez. 

El señor ÁLVAREZ.- Señor Presidente, se había acordado otorgar cinco minutos para hablar a favor y cinco para argumentar en contra del proyecto. Quiero saber en qué situación estamos en este momento, porque, en realidad, yo discrepo del diputado señor Ulloa. 

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Acordamos otorgar cinco minutos a la Concertación y cinco a la Oposición.

El diputado señor Jorge Ulloa ya ocupó los cinco minutos, y ahora corresponde que usen el mismo tiempo tres diputados de la Concertación. 

Puede continuar el diputado señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, quiero hacerme cargo de las opiniones en contra expresadas por el diputado señor Ulloa.

Nosotros queremos valorar el incremento de remuneraciones, el acuerdo bianual, felicitar a la ministra y al Colegio de Profesores. En un momento de crisis económica, consideramos muy importante haber llegado a este acuerdo por dos años. Los 19 mil millones, el primer año; los 50 mil y tantos millones, el segundo, demuestran que existe un espíritu constructivo y realista.

Sin embargo, el proyecto presenta problemas. Los artículos 18 y 20 condicionan el presupuesto para el año 2002, cosa que nunca había ocurrido; pero vamos a aprobarlo de todos modos, porque es importante incrementar las remuneraciones de los profesores. Esperamos que esto no vuelva a ocurrir en otros proyectos.

Valoramos mucho que se hayan celebrado conversaciones, a fin de buscar soluciones creativas. Gran parte de los artículos se refieren a los sistemas ya aprobados, pero hay elementos nuevos y creativos. En primer lugar, valoramos mucho la asignación de excelencia y la red de maestros, para lo cual se faculta al Ejecutivo para que diseñe un sistema mejor, en conjunto con el Colegio de Profesores. Es algo nuevo que puede tener una gran proyección a largo plazo. Valoramos que el énfasis de este reajuste se haya puesto no sólo en el piso mínimo, sino que también en los tramos superiores. Era necesario hacerlo, de una vez por todas. Valoramos la bonificación que se otorga a los profesores rurales con responsabilidad directiva, a quienes era necesario premiar y estimular. Valoramos el mejoramiento y fortalecimiento del sistema de control de las instituciones que imparten perfeccionamiento a los profesores, que presentaba muchos problemas. Por último, valoramos que se estimule la jubilación de más de 3 mil profesores.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- ¿Me permite, señor diputado? Le resta medio minuto.

El señor MONTES.- Sin embargo, nos interesa que se siga desarrollando el sistema de desempeño difícil para los colegios que atienden a niños en condiciones especiales. Hay que seguir implementándolo -no basta con destinar unos pocos recursos-, porque hay graves problemas; pero la reforma no está diseñada para lograr ese objetivo. 

Estimamos muy importante considerar la jubilación por razones distintas de las que se establecen en la actualidad. Hay profesores que ya le tienen fobia a los niños; sin embargo, no pueden jubilar. Por años, hemos planteado la necesidad de que el Compin modifique los criterios; es necesario incorporar otras causales de jubilación. 

Por último, apoyamos con toda nuestra fuerza al Colegio de Profesores, que pretende hacer más transparentes los concursos, porque en la actualidad no están funcionando bien. Es necesario avisar anticipadamente y en forma mucho más transparente los cupos, a fin de que sean ocupados por las personas con más méritos y no por quienes tengan mejores vínculos con la autoridad de turno. Al respecto, lamentamos que esa materia no esté incorporada en el proyecto, pero esperamos que sí lo esté en una iniciativa futura.

Para terminar, anuncio que vamos a votar a favor el proyecto. 

He dicho.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- En realidad, el diputado Rodrigo Álvarez tenía razón. En principio, se había acordado despachar el proyecto sin discusión, y sólo si era solicitado -así lo hizo la Comisión de Hacienda-, se otorgarían cinco minutos para hablar a favor y cinco para hablar en contra, tiempo que, en la práctica, se ha utilizado en forma un tanto arbitraria.

Tiene la palabra el diputado señor Sergio Velasco.

El señor VELASCO.- Señor Presidente, en estos escasos minutos que se me conceden para referirme a un proyecto tan importante, quiero felicitar a la ministra de Educación, señora Mariana Aylwin, presente en la Sala, por el acuerdo alcanzado. Asimismo, saludo al presidente y a toda la directiva del Colegio de Profesores, que se encuentran en las tribunas apoyando este proyecto de ley, el cual se materializó gracias al buen acuerdo logrado con el ministerio.

Quiero referirme a un hecho muy puntual. Cuando fui presidente de la Comisión de Educación, una de las actividades que desarrollamos con los colegas, en particular con quienes representamos a los sectores rurales, estuvo relacionada con la bonificación que recibirán los encargados de las escuelas rurales. Para nosotros es tremendamente significativo que, de una vez por todas, se haga justicia a ese sector de educadores que viven en lugares tan apartados realizando una actividad tan importante. A partir de este año, recibirán una bonificación de 26.079 pesos mensuales, y a partir del 1º de febrero de 2002, una bonificación mensual de 56.531 pesos. Éste es un hecho extraordinariamente importante, porque cada día más colegios rurales están cerrando sus puertas,...

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- ¿Me permite, señor diputado? Ha terminado su tiempo.

El señor VELASCO.- ...los establecimientos rurales son cada vez menos, y los niños deben trasladarse a las ciudades, dejando despoblados los campos. La labor del profesor rural merece nuestro respeto.

He dicho.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Por último, tiene la palabra la diputada señora María Antonieta Saa.

La señora SAA (doña María Antonieta).- Señor Presidente, creo que estamos frente a un proyecto muy importante, que no sólo suma recursos, sino que también energías positivas a la reforma educacional.

El hecho de que el Colegio de Profesores haya llegado a un acuerdo -felicito a su directiva y a su presidente, señor Jorge Pavez- con el Ministerio de Educación -felicito también a la ministra y a su equipo- reviste gran importancia. Es muy destacable -se lo digo con mucho afecto- que una ministra, es decir, una mujer, haya alcanzado este acuerdo. Es una manera de trabajar y de dialogar, hecho que suma la labor de Mariana Aylwin a la que realizan otras ministras que el Presidente Lagos tuvo a bien nombrar. Esto demuestra que las mujeres cumplen un papel muy importante.

Quiero valorar este acuerdo y el hecho de que a este justo reajuste y arreglo remuneracional se sumen medidas tan importantes como la asignación de excelencia, la red de maestros de maestros -el acuerdo no está todo en el proyecto-; avanzar en un sistema de evaluación, el reajuste a los profesores rurales que se encargan de las escuelas unidocentes o pluridocentes; la jubilación anticipada de tantos maestros, materia en la cual es importante avanzar para otorgar una especie de recompensa a aquellos que han trabajado y dedicado tanto tiempo a esta labor tan importante, como es la docente.

Por eso, el PPD va a votar con mucha emoción el proyecto, porque nos parece muy importante.

Gracias.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Cerrado el debate.

En votación general y particular el proyecto.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 70 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Aprobado.

Despachado el proyecto de ley.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Alessandri, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Arratia, Ávila, Bartolucci, Bertolino, Rozas (doña María), Ceroni, Cornejo (don Aldo), Cornejo (don Patricio), Correa, Cristi (doña María Angélica), Delmastro, Dittborn, Elgueta, Encina, Fossa, Galilea (don Pablo), García (don José), García-Huidobro, González (doña Rosa), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Krauss, Kuschel, Leal, Leay, León, Martínez (don Rosauro), Masferrer, Melero, Mesías, Monge, Montes, Moreira, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Núñez, Ojeda, Orpis, Ortiz, Palma (don Osvaldo), Palma (don Joaquín), Pérez (don José), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prokurica, Rincón, Rocha, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Sánchez, Seguel, Soto (doña Laura), Tuma, Ulloa, Valenzuela, Velasco, Vilches, Villouta, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Tiene la palabra la señora ministra de Educación.

La señora AYLWIN, doña Mariana (Ministra de Educación).- Señor Presidente, permítame agradecer a esta Cámara su excelente disposición para acoger el proyecto. Reconozco que se ha trabajado muy rápido. Hubiéramos querido hacerlo de una manera distinta, pero creo que su sentido justificaba hacerlo así.

Valoro también que se haya reconocido en el proyecto lo que es más fundamental: uno, que es consensuado con el Colegio de Profesores, lo que abre posibilidad de construir un buen espíritu y de colaboración hacia adelante y, dos, que no es una mera iniciativa remuneracional, sino que incluye aspectos sustantivos para mejorar el aprendizaje de nuestros niños y jóvenes en Chile, que constituye una meta para todo el país.

Por eso, muchas gracias por la buena disposición y por haber aprobado, por unanimidad, el proyecto.

Gracias.

-Aplausos.

 

VI. ORDEN DEL DÍA

INFORME SOBRE LA INVESTIGACIÓN DEL PAGO DE INDEMNIZACIONES EN EMPRESAS PÚBLICAS. Proyecto de acuerdo.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Entrando en el Orden del Día, corresponde conocer el informe de la Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo recaído en la investigación impuesta por la honorable Cámara de Diputados para establecer cuáles son las empresas públicas que en los últimos 10 años han acordado indemnizaciones para sus ejecutivos.

Diputado informante es el señor Velasco.

Antecedentes:

-Informe de la Comisión de Economía, sesión 36ª, en 17 de enero de 2001. Documentos de la Cuenta Nº 6.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado informante.

El señor VELASCO.- Señor Presidente, distinguidos colegas, voy a dar a conocer el resultado de la investigación realizada por el pago de indemnizaciones millonarias en empresas estatales, tema que ha sido esperado tanto por esta Sala como por la opinión pública nacional.

Me corresponde el alto honor de informar a la Cámara sobre el trabajo realizado por la Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo respecto de la investigación realizada a las empresas públicas y su política de pago de indemnizaciones a sus ejecutivos.

La Cámara, al tomar conocimiento de denuncias aparecidas en la prensa, aprobó dos proyectos de acuerdo, que proponen que la Comisión de Economía se aboque a esta materia.

La Comisión destinó 24 sesiones, con aproximadamente 78 horas, al estudio de la materia, para lo cual invitó a 40 personas a entregar sus observaciones. Remitió 102 oficios, requiriendo antecedentes, y recibió 42 documentos complementarios a las exposiciones.

De los 102 oficios remitidos solicitando antecedentes, se contestaron 66, material del que dispuso la Comisión para complementar su conocimiento sobre la materia, motivo de la investigación.

Además, la Comisión recibió 42 oficios de diversas reparticiones del Estado y otras, a los cuales se acompañaron antecedentes que también se consideraron para hacer proposiciones de conclusiones.

Cabe señalar que esta Comisión trabajó con la más absoluta transparencia, no solamente porque todas y cada una de sus sesiones fueron televisadas a través del canal de la Cámara, que se ve a lo largo y ancho del país, sino porque también se acordó y se permitió el acceso de los señores periodistas acreditados en esta Cámara.

Esta estadística demuestra fehacientemente el trabajo realizado por la Comisión, que se cumplió antes de la fecha de vencimiento acordada por la Cámara, que es el día 23 del presente mes. A diferencia de lo que se señalaba, se creía o se pensaba, esta Comisión, reitero, cumplió antes de la fecha de vencimiento de su plazo para informar, sin pedir prórroga a esta Sala, trabajando todos y cada uno de los miembros de la Comisión en forma eficiente, eficaz y con mucha responsabilidad profesional.

La materia central, motivo de la investigación, es determinar cuáles eran esas empresas, qué políticas de pagos de indemnizaciones aplicaban, dónde se fundamentaban los acuerdos para disponer esos pagos y proponer una legislación que resuelva esta situación.

Importante es dejar establecido que fueron los trabajadores de la Empresa de Correos de Chile quienes, a través de sus dirigentes sindicales, hicieron la denuncia pública de que en esa empresa se habían pagado importantes sumas de dinero a ejecutivos que se retiraban, y que a ellos se les informaba que la empresa no podía mejorar las condiciones salariales por no disponer de recursos económicos, algo realmente inaceptable.

La Comisión, desde el inicio de su trabajo, tuvo una posición muy clara y definida de todos los sectores parlamentarios que la integran. Nadie se restó a este tema esencial y profundo, en el sentido de analizar la materia a fondo, recibiendo las observaciones de todas las personas que, de una u otra forma, pudiesen estar vinculadas. Fue así que recibió a 40 personas, cuya nómina se encuentra anexa al informe, quienes, con plena libertad y tiempo, expusieron ante la Comisión sus criterios respecto del pago de las indemnizaciones en empresas públicas.

Podría afirmarse que, a lo mejor, la Comisión se excedió en dar tiempo y facilidades a sus invitados, los que, fuera de exponer, entregar antecedentes escritos y responder consultas que nacían de sus exposiciones, también entregaron sus personales opiniones sobre la materia y, a veces, sobre otros aspectos vinculados con el tema.

Entre las personas que comparecieron ante la Comisión están los ministros de Estado, quienes entregaron criterios de política dictados por el Presidente de la República, don Ricardo Lagos, y tomados por los secretarios de Estado como programa de sus respectivas carteras.

La posición del Ejecutivo se basó fundamentalmente en las instrucciones impartidas tanto por el Presidente, señor Ricardo Lagos, como, en su oportunidad, por el entonces Presidente don Eduardo Frei Ruiz-Tagle, sobre probidad administrativa y ética funcionaria.

La posición del Presidente Ricardo Lagos sobre la materia fue muy clara y precisa: aquellos ejecutivos que habían recibido indemnizaciones, debían devolver la parte que excediera lo establecido en el Código del Trabajo sobre la materia, esto es, once meses, con tope de 90 unidades de fomento. Si los ejecutivos se encontraban trabajando, debían devolver dicha parte para seguir en el cargo; de lo contrario, debían renunciar, hecho que fue celebrado por toda la comunidad nacional. Esta denuncia produjo un fuerte impacto en la ciudadanía y fue noticia principal durante varios meses.

Es importante consignar que las empresas o sociedades del Estado son 76, de las cuales la Comisión obtuvo antecedentes de 73. La nómina de estas empresas se consigna en el informe que tienen en su poder los señores parlamentarios.

El Consejo de Defensa del Estado, organismo que defiende los intereses judiciales del Estado y que no tiene funciones fiscalizadoras ni preventivas, se abocó al tema, a petición expresa de su Excelencia el Presidente de la República, con fecha 29 de septiembre de 2000. Para tal efecto, recibió del Gobierno una nómina de 39 empresas, de las cuales 8 fueron motivo de especial interés por parte del Consejo, dado que eran las que estaban en mayor tela de juicio.

El Consejo estudió en profundidad los antecedentes referidos a la Empresa de Correos de Chile, la cual aparecía con una mayor denuncia. Para este efecto, solicitó de la empresa y del ministro de Transportes y Telecomunicaciones, los antecedentes respectivos.

El Consejo de Defensa del Estado ha aplicado un criterio rector para analizar la materia. En primer término, se ha tenido presente que la legislación laboral común faculta a las partes para convenir indemnizaciones superiores a las establecidas en la ley -artículo 163 del Código del Trabajo-.

El Consejo de Defensa del Estado se abocó a analizar si se cumplió con los principios aceptados por el legislador al establecer el beneficio de la indemnización, es decir, si ésta corresponde al tiempo efectivamente trabajado, si el pago guarda relación con algunas de las causales de término de servicio contempladas en la ley, y si el monto pagado guarda relación con las remuneraciones efectivamente percibidas. Asimismo, analizó si las situaciones referidas presentan antecedentes que permitan presumir que se ha cometido un ilícito, tanto de naturaleza civil o penal, con el fin de entablar eventuales acciones.

Luego de dichos análisis, el Consejo de Defensa del Estado se pudo formar un cuadro, cuyas conclusiones respecto de cada empresa son las siguientes:

a) Empresa de Correos de Chile.

El Consejo ha analizado la situación respecto de las denuncias hechas en contra de dos ejecutivos de esta empresa: el gerente general y un jefe de departamento. Luego, se incorporaron en el estudio otras 18 personas, quienes percibieron indemnizaciones que tendrían el carácter de indebidas. Lo anterior, obliga a determinar responsabilidades no sólo de quien paga esas indemnizaciones, sino también de quien las percibe.

b) Empresa de Ferrocarriles del Estado.

Con motivo de la recepción de antecedentes solicitados, el Consejo de Defensa ha interpuesto ante los tribunales de justicia una denuncia penal en contra de dos ejecutivos. Cabe tener presente que en esta empresa existió un convenio colectivo y no un contrato colectivo. En estas circunstancias, el Consejo de Defensa es más riguroso, dado que el convenio colectivo permite acuerdos de beneficio sin un procedimiento reglado, en atención a que intervienen en él muy pocas personas. Se reconoce que es una institución laboral que se presta para posibles actuaciones irregulares.

Ahora bien, este convenio colectivo mejoró en forma notoria la base de cálculo de la indemnizaciones, llegándose, en algunos casos, a dos meses por año y, en otros, a montos aún más altos.

Otro hecho susceptible de investigación por parte del Consejo de Defensa del Estado es aquel relativo al aumento de remuneraciones que se hizo a algunos ejecutivos, antes de que se produjera el término de su contrato, lo cual sirvió de base para el cálculo de su indemnización.

Otra materia que se encuentra en investigación, sin resultado aún, es aquella relativa al acuerdo de anticipar parte de la indemnización a que se tiene derecho, beneficio reconocido por una ley anterior, pero que fue derogado por la ley Nº 19.010.

c) Empresa Nacional de Petróleo, Enap.

Al estudiar la situación de esta empresa, se detectó rápidamente la existencia de ilícitos, por lo que, con extrema rapidez, el Consejo hizo una denuncia criminal en contra de cuatro altos ejecutivos. Los ilícitos antes referidos se basan en que en esa empresa se celebró un convenio colectivo sólo con 11 ejecutivos, quienes vieron mejoradas sus condiciones de indemnización y otros beneficios.

El Consejo de Defensa del Estado informó a la Comisión que, del estudio de los antecedentes, se pudo constatar que los beneficios aprobados superaban en demasía lo normal en la materia. Por ejemplo, una garantía de doce meses de indemnización, 1,5 sueldo base y gratificaciones sólo con seis meses de antigüedad. Pero lo que se estima incompatible es el hecho de que a la persona que intervino en las negociaciones del convenio colectivo, en representación de la empresa, se le aplicaron e hicieron extensivos los beneficios recién acordados, lo que tiene características de negociación incompatible.

Unido a lo anterior, el Consejo investiga el otorgamiento, a estos ejecutivos, de créditos hipotecarios y de consumo a tasas de interés muy por debajo de la tasa de mercado. El estudio referido aún no ha concluido.

d) Empresa Nacional de Minería, Enami.

En esta empresa se estudian los antecedentes de dos funcionarios: un gerente que recibió indemnización sin acuerdo del directorio y una funcionaria que se desempeñó durante diez años en comisión de servicio fuera de la empresa.

En cuanto a si la persona que se encuentra en comisión de servicio tiene derecho a percibir bonos y otros beneficios extras, a pesar de no estar desempeñándose en el servicio, existen dos dictámenes de la Contraloría General de la República a favor de la tesis que plantea que un funcionario de un servicio en comisión en otra repartición del Estado lleva consigo la remuneración y beneficios que percibía en su cargo de planta.

e) Empresa Zofri S.A.

En esta empresa se da el caso de un funcionario que percibió indemnización a pesar de haberse retirado de ella por renuncia voluntaria, lo que obligaría a un eventual reintegro.

Además, se han solicitado los antecedentes pertinentes respecto de otros seis casos, debido a que aparecen personas que han recibido indemnizaciones sin tope de tiempo ni de renta.

f) Empresas sanitarias.

De las trece empresas sanitarias que existen en el país, diez son públicas, y tres, privatizadas. En cuanto a estas últimas, el Consejo de Defensa del Estado ha solicitado antecedentes, pero existiría negativa de las empresas a proporcionarlos, en virtud de las disposiciones contenidas en la ley recientemente publicada sobre privacidad de las personas. Por lo tanto, el problema se presenta con tres empresas privatizadas, las que se han negado, en forma reiterada, a entregar antecedentes sobre posibles acuerdos de pago de indemnizaciones.

g) Empresa Metro S.A.

Respecto de esta empresa, el Consejo de Defensa del Estado ha estudiado tanto el contrato colectivo como los contratos individuales, pero no aparecen en ellos situaciones que ameriten denuncias a la justicia.

En esta empresa se paga a los ejecutivos tres sueldos base cuando tienen entre seis y dieciocho meses de antigüedad, y un sueldo base por año, sin tope, cuando tienen más de dieciocho meses.

h) Banco del Estado de Chile.

En este banco se ha estudiado la situación de tres ejecutivos superiores, quienes recibieron indemnizaciones con limitación de tiempo y de renta, que en estos casos resultaron desproporcionadas.

Además, para un mejor estudio, se han solicitado antecedentes de doce ejecutivos.

i) Corporación Nacional del Cobre, Codelco.

El Consejo de Defensa del Estado ha analizado con bastante detenimiento a esta empresa; pero no han existido antecedentes que demuestren la necesidad de iniciar una investigación judicial.

En los últimos cinco años se han retirado ocho ejecutivos, con finiquitos de un mes por año, sin tope de renta y con tope de once años. Al respecto, cabe tener presente que entre 1985 y 1990 se originaron cambios laborales en el país que influyeron en el estudio serio y técnico que se requiere para analizar esta materia.

Respecto de esta empresa, tal como ha ocurrido en los casos de Televisión Nacional y del Banco del Estado de Chile, se ha generado una situación muy conflictiva, pues han demandado al Consejo de Defensa del Estado en sendos juicios declarativos, alegando que no están sujetas a fiscalización alguna. Por su parte, el Consejo de Defensa del Estado estima que debe ser informado por las empresas del Estado respecto del manejo de las mismas. Tanto es así que, se estima, debería existir un procedimiento legal de control que garantizara el secreto estratégico de esas empresas, ya que ellas alegan razones relacionadas con la competencia, la participación en el mercado y de necesidad en el ejercicio de su función empresarial. Al respecto, formularé algunos alcances, que surgen de los antecedentes proporcionados por las personas que concurrieron a la Comisión a entregar sus observaciones.

La Contraloría General de la República, el Consejo de Defensa del Estado y nuestra propia Cámara de Diputados se han encontrado con las interpretaciones de Codelco, Televisión Nacional y el Banco del Estado de Chile, de que el principio de fiscalización no los alcanza, para lo cual se afirman en el argumento de que la propia ley orgánica que les dio existencia, los apoya para aducir ese predicamento.

Creo que en lo señalado hay un argumento que nos obliga a meditar con calma. Es inherente a la base de la separación de Poderes el que la Cámara de Diputados tenga, dentro de sus funciones exclusivas, fiscalizar los actos de Gobierno, conforme lo dispone la Constitución Política de la República. A su vez, la Cámara ha encomendado, en virtud de dicha facultad, a determinados organismos del Estado fiscalizar la gestión y el manejo de las empresas y servicios estatales. En general, tanto servicios como empresas públicos aceptan esa fiscalización, y cumplen cabalmente con la remisión de los antecedentes requeridos. Sin embargo -reitero-, existen tres empresas del Estado, de las 76, que no comparten este criterio, las que, alegando situaciones de competencia, no responden.

Existen disposiciones constitucionales y legales para que la información requerida sea entregada en calidad de reservada, a fin de que se haga un uso cuidadoso de los antecedentes proporcionados. No obstante, a mi juicio, y, según creo, del de la unanimidad de la Comisión que presido, no es posible mantener esas disposiciones.

j) Empresas portuarias.

Son trece en el país, y se han solicitado antecedentes por parte del Consejo de Defensa del Estado para analizar cada situación en particular.

k) Empresas sanitarias. 

Son 10 no privatizadas y 3 privatizadas. En resumen, se investigan por parte del Consejo de Defensa del Estado 39 empresas, 683 ejecutivos y 32 casos individuales dados de baja. De estos 32 casos, sólo 22 fueron efectivamente dados de baja, y hay 98 ejecutivos con información específica pendiente. En cuanto a las acciones entabladas ante los tribunales de justicia, hay tres denuncias en contra de la Enap, 2 iniciadas en Correos, lo que se amplía a 18 personas, y 10 que actualmente se encuentran en estudio, en lo que se refiere a la parte penal. En Ferrocarriles del Estado, dos denuncias.

La Comisión recibió al contralor general de la República, señor Arturo Aylwin Azócar, quien se hizo acompañar de altos jefes de esa repartición pública y proporcionó importantes antecedentes de su participación en la investigación. Informó que, conforme con sus atribuciones legales, deben auditar a las empresas del Estado, y cuando se han detectado pagos indebidos, sin respaldo legal, lo han hecho presente a las autoridades respectivas. 

Ahora, con motivo de las recientes denuncias, la Contraloría General ha hecho una investigación muy seria, con el objeto de recoger el máximo de información. Como consecuencia de lo anterior, entregó una carpeta con antecedentes pormenorizados acerca de las empresas, nombres y apellidos de los ejecutivos que han recibido este tipo de indemnizaciones, los montos percibidos y la autoridad que autorizó el pago.

Señor Presidente, es importante detenerse un momento para analizar el trabajo realizado por la Contraloría General en la materia que nos ocupa. En la oportunidad en que el señor contralor concurrió a la Comisión, informó acerca del trabajo que se había realizado hasta ese instante, 19 de octubre de 2000. Entregó una detallada relación de los hechos conocidos, junto con la participación del organismo contralor. Sin embargo, dado que tan sólo se había analizado parte de los antecedentes, el señor Arturo Aylwin ofreció remitir todos los antecedentes que se recopilaran sobre la materia.

Unido a lo anterior y como consecuencia del debate habido en su oportunidad, la Comisión acordó, conforme con lo ofrecido por el señor contralor, remitir a esa repartición todos los antecedentes de que dispusiera para que, analizados y recibidos éstos en relación con los que ya disponía la Contraloría General, se elaborara un informe completo sobre las empresas del Estado y la forma como éstas habían pagado indemnizaciones a sus ejecutivos.

Con fecha 15 del presente, la Contraloría General remitió a la Comisión un completo y documentado informe sobre la materia, dando así cumplimiento a lo ofrecido, el que quedó a disposición de todos los señores diputados miembros de la Comisión, y ahora, de todos los colegas.

La Comisión, por mi intermedio, desea destacar el importante trabajo efectuado por la Contraloría General, el que comprende, en forma detallada, una relación de las empresas públicas que han pagado indemnizaciones, la nómina de los ejecutivos y los montos. 

De este importante trabajo se puede destacar que si se consideran los montos pagados por el primer grupo de empresas, es decir, de las empresas del Estado propiamente tales, más las empresas que son sociedades, el total de indemnizaciones que incluyeron en el primer informe emitido por la Contraloría General alcanza a la suma de 12.269 millones de pesos y comprende una lista de 275 personas que las recibieron.

Señor Presidente, la Comisión también recibió testimonios de ministros de Estado, presidentes, gerentes y ejecutivos de empresas, quienes informaron acerca de las entidades bajo su dependencia, las normas legales y reglamentarias que les dieron vida, el sistema de indemnizaciones que aplican, las dificultades que durante su mandato se presentaron y las sugerencias para mejorar el control de las mismas, y, sobre todo, el sistema.

Señor Presidente, el diputado señor Álvarez me pide una interrupción.

Con su venia, se la concedo.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Tiene la palabra su Señoría.

El señor ÁLVAREZ.- Señor Presidente, sólo para pedir que cite a reunión de Comités, porque hace diez minutos ha salido del aire la señal que transmite esta sesión por cable. En este momento se está transmitiendo la sesión de la Apec, y como en el Senado se está transmitiendo exactamente lo mismo, no creo que tenga sentido tener dos señales al mismo tiempo, cuando estamos discutiendo un tema tan relevante como éste. Es importante que el país conozca el tema, y así lo ha hecho saber el diputado señor Velasco al inicio de su intervención. Por lo demás, se está haciendo un gran esfuerzo de todas las bancadas por sacar adelante la sesión. Por eso, señor Presidente, le pido que suspenda la sesión.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- El acuerdo general consistía en priorizar todo lo que significaba la Apec; pero, como comparto su inquietud, cito, sin suspender la sesión, a reunión de Comités.

La señora GUZMÁN (doña Pía).- No, señor Presidente; suspenda la sesión.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- No quiero abrir debate sobre el tema, porque en reunión de Comités podemos resolverlo.

Tiene la palabra la diputada señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, le pido que suspenda la sesión hasta que se regularice esta situación.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Cito a reunión de Comités.

Se suspende la sesión por cinco minutos.

-Transcurrido el tiempo de suspensión:

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Continúa la sesión.

Tiene la palabra el diputado señor Velasco.

El señor VELASCO.- Señor Presidente, por mi intermedio, la Comisión desea destacar el importante trabajo realizado por la Contraloría General de la República, que, pormenorizadamente, hace una relación de las empresas públicas que han pagado indemnizaciones, la nómina de los ejecutivos y los montos pagados.

Si se consideran los montos pagados por el primer grupo, es decir, por las empresas del Estado propiamente tales más las empresas sociedades, el total de indemnizaciones alcanza a 12.269 millones de pesos, entregados a 275 personas.

La Comisión también recibió el testimonio de ministros de Estado, presidentes, gerentes y ejecutivos de empresas, quienes informaron sobre las entidades bajo su dependencia, sus normas legales y reglamentarias, el sistema de indemnizaciones, las dificultades que durante sus mandatos se les presentaron, y formularon sugerencias para corregir el sistema.

Los señores diputados que deseen mayor información al respecto, encontrarán en el informe una síntesis de las observaciones formuladas por los asistentes, como también la nómina de antecedentes solicitados por la Comisión y entregados a ella. Asimismo, en la secretaría de la Comisión están a disposición de los señores diputados las actas de las sesiones celebradas.

Luego de recibir la opinión de 40 invitados, los antecedentes acompañados y oficios de respuesta a consultas hechas durante las intervenciones, la Comisión se abocó al estudio de la materia y a la proposición de conclusiones.

La secretaría de la Comisión proporcionó a los señores diputados un preinforme, el que, conforme con lo preceptuado en el artículo 301 del Reglamento, contiene los diversos capítulos que dispone consignar.

Se presentaron cuatro documentos con las respectivas propuestas de conclusiones:

1. Del diputado señor Iván Mesías.

2. Del diputado señor Jaime Jiménez.

3. De los diputados señores Baldo Prokurica, Arturo Longton, señora Lily Pérez, señores Alfonso Vargas, Víctor Pérez, Julio Dittborn, Alejandro García-Huidobro y Haroldo Fossa.

4. Del diputado señor Sergio Velasco de la Cerda.

La primera, del señor Mesías, analiza detalladamente el trabajo de la Comisión, comenta más en detalle algunas de las investigaciones expuestas ante la Comisión y propone conclusiones a la aprobación de la Comisión.

La segunda, del diputado señor Jiménez, analiza la materia referida a la empresa Correos de Chile y el pago de indemnizaciones a determinados ejecutivos.

La tercera, de los señores diputados mencionados en el punto 3, analiza en 25 páginas los hechos que se detectaron en Correos de Chile, Empresa Nacional del Petróleo, Ferrocarriles del Estado, Empresa Nacional de Minería y otras. Luego analiza diversas formas de falta a la probidad que se habrían dado en las empresas antes señaladas respecto del pago de indemnizaciones a ejecutivos. Estas son: tráfico de influencias y cuoteo político, indemnizaciones a todo evento y cláusulas especiales, convenios colectivos sobre contratos colectivos, desobediencia y falta de control, evasión de responsabilidades, falta de transparencia.

A continuación, se formulan proposiciones legislativas y administrativas que se podrían convertir en proyectos que legislen sobre las materias vinculadas a la investigación.

La cuarta, del diputado que habla, que, además, fue respaldada por los diputados señores Eugenio Tuma, Felipe Valenzuela, Juan Ramón Núñez, Edmundo Villouta y Francisco Encina -miembros, entre otros, de la Comisión de Economía-, analiza pormenorizadamente el papel del Estado en la economía nacional; enuncia las diversas clases de empresas públicas que existen en el país, comenta su naturaleza jurídica y sistema de fiscalización y formula algunas proposiciones que nacen de tal análisis.

Finalmente, propone, en cuatro capítulos, conclusiones concretas para enfrentar la problemática presentada con motivo del pago de indemnizaciones a ejecutivos que laboraron en empresas públicas.

La Comisión dedicó bastante tiempo al análisis de la materia. Recibió el testimonio de personas cuyas intervenciones, resumidas, se incorporaron al informe. A su vez, remitió 102 oficios, en los cuales solicita antecedentes, y recibió 42 oficios con material vinculado a la investigación.

La Comisión ha realizado un trabajo acucioso y de importancia vital para la continuidad de nuestra democracia. Se detectaron ilícitos en empresas del Estado. Se entregaron los antecedentes a la Contraloría General de la República para que se investiguen y, si procede, se denuncien a la justicia. Se solicitó al Consejo de Defensa del Estado que investigara lo denunciado, pero aún no llega a término, dado lo complejo del tema.

Todos los colegas trabajaron con dedicación y seriedad. Se recibieron antecedentes de todos los sectores y se analizaron con mucho cuidado. Aun cuando la pasión por aclarar situaciones pudo producir discrepancias en algunos momentos, en el fondo, en la Comisión primó una sola y clara línea de acción: cumplir cabalmente con nuestro juramento parlamentario y cumplir con lo encargado por esta Sala en el tiempo y fecha que señaló el proyecto de acuerdo.

La Comisión analizó las cuatro proposiciones de conclusiones con detenimiento y dedicó parte del tiempo a buscar consenso entre las presentadas por los diputados señores Prokurica, Velasco y otros.

Se analizó una propuesta que no logró el asentimiento necesario; por lo tanto, sólo quedó votar las proposiciones por separado.

Por mayoría de votos, se rechazaron las presentadas por los diputados señores Mesías, Jiménez y Prokurica y otros colegas. En la misma forma, se aprobó la presentada por el diputado Sergio Velasco.

Antes de dar término al informe, tengo la obligación de aclarar una situación. En la propuesta de conclusiones presentadas por quien habla y aprobada por la Comisión, figura en el número 27, una constancia que señala que la Comisión no ha podido conocer los antecedentes sobre pago de indemnizaciones a ejecutivos de las corporaciones de desarrollo municipal, que debía remitir la Contraloría General de la República.

Ante esa situación, se propone a la Cámara ampliar la competencia de la Comisión por 30 días a fin de dar plazo a la Contraloría General de la República para que envíe los antecedentes.

Ahora bien, antes de iniciarse la sesión del lunes 15 del presente mes, en que se discutieron y aprobaron las conclusiones, la Contraloría General de la República hizo llegar a la secretaría de la Comisión los antecedentes antes referidos.

Se informó que la nómina incluye la totalidad de lo pagado, sin existir antecedentes pendientes.

Por lo anterior y dado que no se alcanzó a retirar la propuesta de la conclusión número 27, se aclara la situación y se sugiere incluir en ella lo que señalé.

A manera de antecedente y en un trabajo muy prolijo, realizado en conjunto con los diputados señores Núñez, Tuma y otros, me permito informar a la Cámara que, tal como lo dice el informe, se analizaron 73 empresas -tres de ellas incluyen a sus filiales: Enap, Enami y Ferrocarriles del Estado- y se investigó a 875 ejecutivos indemnizados. En la revisión efectuada no se consignan irregularidades.

Según documento recibido, el Consejo de Defensa del Estado objeta 26, solicita mayores antecedentes de 29 y demanda judicialmente a 29 personas. En cinco casos se solicita a los tribunales que se pronuncien acerca de la tipificación de estos delitos. En 14 casos se devolvieron indemnizaciones, y no entregaron antecedentes ni información 129 personas pertenecientes a Codelco.

Según el estudio realizado por los diputados recientemente señalados, el monto total de las indemnizaciones, desde 1990 hasta 2000, ascendería a 33 mil millones de pesos.

Quiero concluir este informe agradeciendo especialmente a todos los honorables diputados que participaron en la Comisión de Economía; también, y muy particularmente, al señor secretario don Luis Pinto y a las dos secretarias que lo acompañan, porque su actitud, profesionalismo, constancia y perseverancia merecen el reconocimiento de todos los parlamentarios que trabajamos aquí en bien del país y, en este caso, por esclarecer una situación que, no cabe la menor duda, ha empañado muy directamente la transparencia de las empresas del Estado.

Queremos decir, con mucho énfasis, que la Comisión, a pesar de algunas diferencias legítimas y lógicas, ha tenido la pulcritud de tomar cada uno de los antecedentes con mucha seriedad y objetividad, para que este tipo de hechos nunca más vuelva a ocurrir en la administración pública. Los parlamentarios de Gobierno no estamos dispuestos a tener que enfrentar nuevamente este tipo de hechos, que nos han dolido y amargado.

Es cuando puedo informar.

He dicho.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- En discusión.

Tiene la palabra al diputado señor Eugenio Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, hago uso de la palabra en representación de mi bancada, del Partido por la Democracia, en mi calidad de titular de la Comisión de Economía de la Cámara.

Luego de tantas horas y días dedicados a la investigación y estudio de los hechos que hoy nos ocupan, resulta difícil abordar un asunto tan amplio y profundo como éste.

Tal vez, un punto de partida para mi exposición sea la explicación del fenómeno de la profunda indignación, decepción y frustración que han sentido millones de compatriotas al enterarse de que ha habido pagos de indemnizaciones multimillonarias al interior de las empresas públicas. Son éstos los ciudadanos que legítimamente se indignan cuando saben que hay personas que por un par de años de trabajo han obtenido beneficios y ganancias que ellos no lograrán recibir en una vida entera. La gente modesta siente indignación e ira; estoy seguro de que también la sentimos todos los parlamentarios, cuando vemos que algunos, abusando de la confianza depositada en ellos, explotando su condición de militantes o simpatizantes de los partidos políticos, en algunos casos de la Concertación, se han aprovechado de sus posiciones de poder en las empresas públicas para defraudar los intereses económicos del Estado y a quienes los han nombrado en sus cargos.

Como lo señaló nuestro Presidente, don Ricardo Lagos, a la administración se viene a servir y no a ser servido. Ése es el axioma del cual hay que partir y no otro.

Entro al fondo de nuestra investigación.

Tal como lo expresó el señor diputado informante, la Comisión ha podido detectar irregularidades severas en el pago de indemnizaciones por años de servicios a ejecutivos de empresas públicas, y también responsabilidades consistentes en faltas de diligencia y de cuidado en el desempeño de las funciones de quienes estaban a cargo institucionalmente, tanto de la dirección superior de las empresas, esto es, presidentes de directorios, directores y gerentes generales, como de quienes por ley estaban llamados a supervigilar el cometido de estas firmas públicas, como son los ministros de Estado.

Queremos dejar sentado lo que para nosotros es la base principal sobre la cual pueden y deben hacerse los análisis y juicios de reproche político, jurídico y ético en el pago de las indemnizaciones, y ello está dado por su naturaleza jurídica, los criterios o parámetros de legitimidad y por el concepto y extensión de la noción de la gerencia pública de nivel superior.

En cuanto a la naturaleza de las indemnizaciones, debemos decir que éstas son un justo y legítimo derecho de los trabajadores, que consiste en un resarcimiento por los daños ocasionados por el término de la relación laboral cuando ésta se produce por causas no imputables al trabajador, y, en consecuencia, en ningún caso pueden significar un lucro o ganancia, sino sólo una reparación pecuniaria.

En cuanto a los factores o parámetros para discriminar entre las indemnizaciones jurídica y éticamente cuestionables y las que no lo son, hemos postulado que ellos son al menos los siguientes:

En primer lugar, la forma de reclutamiento, selección y contratación del servidor público, distinguiéndose claramente los nombramientos por razones eminentemente políticas o de confianza, de aquellos en que se toman en especial consideración las cualidades profesionales y técnicas de los funcionarios, y que se efectúan luego de ganar un concurso público de oposición y antecedentes.

En segundo lugar, el tiempo efectivamente servido en la empresa.

En tercer lugar, el nivel de remuneraciones de los ejecutivos durante el ejercicio de su cargo.

En cuarto lugar, el haber o no participado de manera directa en la determinación de su propia indemnización, pues ello supone el abuso de una posición privilegiada en las empresas.

En quinto lugar, el haber o no sido recontratados en algún organismo público, inmediatamente después de haber percibido indemnizaciones de alguna empresa pública; como se ha señalado, recibir indemnizaciones por el solo hecho de cambiarse de escritorio.

Asimismo, postulamos que en ningún caso las indemnizaciones proceden respecto de los nombramientos políticos, que dependen de la confianza exclusiva del gobierno, toda vez que deben ser asumidos en la conciencia de la temporalidad de los mandatos de quienes efectúan los nombramientos, tal como ocurre con los ministros, subsecretarios, intendentes, gobernadores y jefes superiores de servicio del nivel central y regional. En estos casos, la única indemnización posible al trabajo realizado es el reconocimiento público y el prestigio de haber sido convocados por un gobierno para servir al Estado y a la Patria.

En relación con los ejecutivos de línea, esto es, los gerentes en todas sus modalidades, postulamos que ellos deben ser reclutados con criterios eminentemente técnicos y mediante concurso público. Las empresas públicas merecen y necesitan las mejores personas, los mejores profesionales y líderes, para hacerlas competitivas y eficientes, de manera de asegurar el cumplimiento de sus misiones corporativas. Por ello, su régimen salarial debería fundarse también en criterios de mercado.

Como se verá, en este tema se juegan cuestiones tan esenciales como el rol de las empresas públicas, la naturaleza y el alcance de la función pública y la protección del interés pecuniario del Estado, todos temas sobre los cuales -qué duda cabe-, probablemente no existen visiones únicas y que deben convocarnos a una reflexión profunda y serena, que, confío, pueda hacerse una vez superado este episodio. Las crisis se constituyen en oportunidades, y espero que este caso sea una de ellas.

Señor Presidente, debo detenerme aunque sea breves minutos en la realidad institucional de las empresas públicas que logramos conocer fruto de esta investigación.

De partida, debemos advertir que, efectivamente, existe una multiplicidad de estatutos jurídicos asociados a cada una de las empresas públicas. La heterogeneidad, la falta de armonía entre las normativas, las estructuras y las culturas e historias de cada empresa pública impiden hablar de ellas como una sola categoría.

Por lo antes expuesto, los sistemas de control de gestión y de juridicidad de sus actos son muy diversos. En unos casos, los controles son eficaces; en otros, casi imposibles, de acuerdo con las actuales normativas, lo que nos obliga a atender la forma en que esta Corporación define sus roles fiscalizadores con ellas, por cuanto esta Cámara y la Contraloría General de la República son ejes fundamentales del denominado "siste-ma de control de las empresas públicas".

Hechas estas prevenciones, es justo que me refiera a los casos más emblemáticos que hemos investigado. En primer lugar, al que fue la punta de un verdadero iceberg que se mostró ante nuestros ojos: Correos de Chile. 

De partida, hay que decir que el problema se inició cuando el directorio de Correos de Chile, en un acto inaudito por sus consecuencias, delegó en el gerente general asuntos tan delicados para la estabilidad financiera de la empresa, como es lo relativo a la política remuneracional y a los pagos de indemnizaciones de sus altos ejecutivos.

Soy franco al decir que me parece un abuso -para con los trabajadores postales y una burla para el país, para todos los funcionarios públicos, para el personal administrativo y para los profesionales de carrera que hacen su trabajo técnico para aportar a la consolidación de una empresa pública que debe hacer frente a serios desafíos de adaptación y competitividad en el mercado- que los ejecutivos se hayan fijado beneficios tan exorbitantes e irritantes, que podemos resumir de la siguiente manera: una indemnización de un mes por año de servicio a todo evento; una indemnización adicional de 150 días, sobre la base de la última remuneración; una indemnización de 30 días por sobre tres años de antigüedad, con tope de 180 días; un pago a cargo de la empresa de las diferencias en los planes de salud contratados por los ejecutivos con sus isapres.

Éstos son algunos de los muchos abusos, porque podría enumerar una docena de beneficios exclusivos que se autoasignaron los gerentes y administradores de Correos de Chile, que no tiene el resto de los trabajadores.

Esta clase y magnitud de beneficios son, a todas luces, una sangría a las arcas de esta empresa. Quienes han permitido que esto suceda se han hecho civilmente responsables por el daño al patrimonio público, sin perjuicio de indagar posibles responsabilidades criminales.

En este punto, para la Comisión y para mí, como fiscalizador, ha quedado meridianamente claro que les asiste responsabilidad a los ejecutivos directamente involucrados y también al ex ministro del gobierno del Presidente Eduardo Frei, don Claudio Hohmann, quien incluso reconoció, en un acto que calificó de confesión, el no haber tomado las medidas adecuadas para prevenir estos hechos, no siendo argumento exculpatorio para el ex ministro la multitud de competencias materiales que debía atender ni las deficiencias normativas o institucionales.

Otro caso grosero, que llamó especialmente la atención de los medios de comunicación y de la opinión pública, fue el de la Enap y su holding de empresas, en donde se ha acreditado que existió una intervención directa de sus más altos ejecutivos, especialmente del señor Álvaro García Álamos y del propio ministro de Minería, don Sergio Jiménez, en el establecimiento de beneficios exorbitantes e ilegítimos para los más importantes ejecutivos de la firma.

En este caso, el ex ministro Jiménez no puede excepcionarse de su responsabilidad, pues se comprometió en estos hechos irregulares, por lo que es necesario expresar nuestro parecer de que ha incurrido en responsabilidad política y, eventualmente, civil.

En el caso del señor García Álamos y del ejecutivo Marcelo Rodríguez, entre otros, corresponderá a los tribunales de justicia determinar exactamente sus responsabilidades legales en la materia, sean éstas civiles o penales.

Señor Presidente, en ésta, mi primera intervención, no me extiendo más. Muchos hechos ya son conocidos por la opinión pública y también por los organismos de control y por los propios tribunales de justicia que los están juzgando.

Sólo me resta decir, con hombría, que estos hechos han sido una estocada en la espalda a todos los valores y principios por los cuales hemos ingresado a la actividad política; son una estocada en el alma misma de la Concertación y, por ende, no hay posibilidad alguna de desconocer su gravedad o relativizar sus efectos.

Queremos un Chile sano y probo, y una institución parlamentaria que esté al servicio de la gente. Por eso, estamos haciendo un serio esfuerzo, con generosidad política, para concordar posiciones con los colegas de la Oposición, que, confío, se exprese al final de esta sesión con la aprobación de un proyecto de acuerdo. En su mayoría son iniciativas de los miembros de la Comisión de Economía y valiosos aportes de los diputados de la Oposición, quienes nos han hecho propuestas que me parecen sustantivas, con el objeto de que no se vuelvan a repetir estos hechos, y tendientes a perseguir a los responsables de esta gran vergüenza nacional.

He dicho.

El señor MORA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, quiero señalar, en primer lugar, como parlamentaria de la Alianza por Chile, que el país ya ha juzgado este caso, ya tiene un juicio con respecto al otorgamiento de estas escandalosas y millonarias indemnizaciones.

Las encuestas señalan que sobre el 72 por ciento de los chilenos estiman que ha sido un robo. Y no sólo lo creen o tienen la sensación, sino que así ha sido. Tras esta convicción, que los diputados de la Alianza por Chile compartimos, queremos pedir, no por nosotros, porque no tienen por qué darnos explicación -de hecho siempre nos están sacando las violaciones de los derechos humanos, el asunto de las privatizaciones en las postrimerías del gobierno militar y siempre nos están reprochando alguna cosa para empatar moralmente-, sino por el país, que sean consecuentes.

Queremos recoger las palabras de los diputados que me antecedieron en el uso de la palabra, en términos de que van a apoyar propuestas que el lunes pusimos a disposición de la Comisión y fueron votadas en contra, y que hoy, mediante un proyecto de acuerdo, pretendemos reponer en esta Sala.

¿Qué dicen estas propuestas? En primer lugar, se pide la designación de un ministro en visita para que establezca las responsabilidades penales que procedan; en segundo lugar, que el Consejo de Defensa del Estado ejercite las acciones civiles y penales contra quienes resulten responsables de estos hechos; en tercer lugar, también debe ejercer un rol importante la Contraloría General de la República, organismo cuya labor siempre hemos apreciado y al cual jamás hemos fustigado, como lo hicieron algunos parlamentarios de la Concertación en estos últimos meses; además, ocho propuestas legislativas que establecen distintas variantes a proyectos de ley existentes o nuevos, que buscan impedir que esto vuelva a suceder.

No pretendemos decir que esto es responsabilidad del Gobierno actual. Entendemos que el Presidente de la República ha hecho un esfuerzo, al menos comunicacional, si así se aprecia, para terminar con esta situación, y, porque nos sentimos responsables ante el país, no hemos querido sacar una ventaja política pequeña, como algunos lo han hecho. Incluso, hemos reconocido que al menos los ministros actuales dan la cara, cosa que no hicieron en estos tres meses de trabajo de la Comisión investigadora los ministros del gobierno del Presidente Frei, salvo el de Transportes, quien, a nuestro juicio, tiene una responsabilidad política ineludible en este escándalo. Esperamos que este reconocimiento sea efectivo.

¿Por qué no es por nosotros? Porque la señora Olavarría Gajardo, de Coihueco, profesora de Estado, después de 45 años en un cargo docente, sacó 4.300.000 pesos de indemnización, mientras que aquí hay ejecutivos políticos -nunca hemos hablado de los trabajadores ni de los ejecutivos del Estado- que han sacado casi medio millón de dólares por concepto de indemnizaciones; personas que trabajaron un mes en empresas como la Enap, ya se aseguraron una indemnización de doce meses. 

A ellos nos referimos y a este escándalo que hoy no puede terminar sin responsables. No puede ser que después de este fraude al fisco no haya nadie preso; no puede ser que no haya ningún responsable político. Lo único que pido a los diputados de la Concertación, en nombre de los parlamentarios de la Alianza por Chile, es consecuencia. ¡Qué distinto habría sido el trabajo de la Comisión en estos tres meses si siempre se hubiesen expresado frases como "caiga quien cayere", "estamos estudiando acusaciones constitucionales"! Ellas no se condicen con lo ocurrido en estos tres meses, cuando diputados aseguraban que personas de la CNI, Central Nacional de Inteligencia, hacían espionaje en la Cámara de Diputados; cuando el Presidente Frei decía que no comparecía ante la Comisión, porque su vida corría peligro; cuando otros parlamentarios decían que el gobierno no teme nada ni tiene nada que ocultar.

Hoy, el país es el que espera, porque nosotros conocemos estas cosas. Sin embargo, en los diarios electrónicos "Primera Línea" y "El Mostrador" parlamentarios de la Concertación echaron a correr un documento donde se dice: ¡Saqueo en el gobierno militar! Es decir, siempre buscan el empate moral.

Cuando la Concertación ha querido investigar hacia atrás, siempre hemos estado de acuerdo y, por tanto, nos da lo mismo ese argumento. Cuando se les ha dicho que roban, algunos miembros de la Concertación han reconocido que hay ladrones entre ellos, pero agregan que la Derecha amparó la violación de los derechos humanos.

¿Saben qué? La gente ya no cree en ese discurso, no lo comparte, quiere respuestas de estos diez años de democracia. El gobierno militar fue juzgado con el plebiscito, y perdió. ¡No sigan! ¡La gente quiere respuestas a este tipo de cosas que les afectan directamente! Es indesmentible que 26 millones de dólares fueron repartidos entre 275 ejecutivos políticos.

Lo que tenemos que hacer ahora como Cámara de Diputados, más allá de ser de Oposición o de Gobierno, es lograr que la gente entienda que las resoluciones que aprobemos van a tener algún resultado.

La gente fustiga a las comisiones investigadoras -ahora lo tienen un poco más claro- por los resultados que obtienen. Por ejemplo, en el informe Copeva: San Isidro fue el responsable. Ello, porque se impone una mayoría que cree que para proteger los intereses del Estado hay que defender los intereses de los partidos políticos. Algunos parlamentarios de la Concertación no logran entender que en 1990 -cuando se recuperó la democracia- fueron electos para que administraran los fondos públicos, no para que se sintieran sus dueños, no para que metieran a sus amigos o parientes en las diversas reparticiones, no para que algunos se robaran la plata en forma absolutamente concertada.

Cuando uno ve los listados de las personas que conforman los directorios de las empresas públicas -ni siquiera son todos de la Concertación, porque no se trata de decir que ellos son los malos y los de la Alianza, los buenos. Ese no es el punto y la gente entiende que no es así- queda en claro que son siempre los mismos. Hay un grupo de privilegiados, un grupo de amigos, un grupo que tiene acceso a hacer buenos negocios en Chile, un grupo que tiene la posibilidad de tener siempre trabajo, aunque pierdan las elecciones parlamentarias o los directorios de empresas. ¡Ojalá que el 16 por ciento de los chilenos cesantes tuvieran la seguridad de que si pierden un trabajo siempre van a tener otro!

En esta investigación conocimos casos tan patéticos, como el de un señor que estuvo en Ferrocarriles del Estado, y fue indemnizado; en la sanitaria de Coquimbo, y fue indemnizado, y, también, en la Enap. Además, paralelamente, a raíz de la investigación del caso de honorarios, en el año recién pasado, descubrimos que percibía honorarios del Ministerio de Obras Públicas. Esas personas son como para que postulen al Premio Nobel.

Nos preguntamos: ¿Por qué hay personas que, por tener una militancia determinada y buenos contactos en el cuoteo político, son capaces de obtener estos cargos?

Queremos que se dignifique la función de cualquiera persona que trabaje para el Estado. No tiene nada de malo; al contrario, debe ser motivo de orgullo, pero siempre y cuando se cumplan con las condiciones de idoneidad y moral que son deseables en estos casos. 

Consideramos que el asunto de las indemnizaciones no es sólo de carácter económico, sino también moral, valórico del país que estamos construyendo. Por esa razón, queremos que este Gobierno actúe como lo expresó el Presidente de la República hace algunos meses, cuando estalló el escándalo, al señalar que esto no podía volver a pasar. Nosotros pedimos que ni en el presente ni en el futuro próximo vuelva a pasar. Queremos que las personas que ocupen estos cargos sean correctas e idóneas, porque alguien dijo que los cargos públicos son para servir y no para servirse. El asunto está en que no basta con decirlo en un buen discurso en la Cámara de Diputados, sino en que debe tenerse esa acción de vida todos los días.

Para nosotros sería importante que se dieran a conocer los listados de asistencia durante los tres meses en que sesionó esta Comisión, porque los parlamentarios de la Alianza por Chile siempre estuvimos presentes en las sesiones y siempre hicimos el trabajo que había que realizar. Pero hubo diputados de la Concertación -incluso ahora no están presentes en la Sala- que lo único que pretendían era generar escándalos, de baja monta, por cierto, pero escándalos al fin, con tal de impedir que la Comisión investigadora pudiera seguir funcionando, y así lograr que en la opinión pública quedara la sensación de que esta Comisión no servía para nada, porque era puro griterío. A esos parlamentarios, que trataron de que la gente pensara eso, hoy les decimos que, a pesar de todos sus esfuerzos -como artistas que actuaron-, no lo lograron, porque los parlamentarios de la Alianza, en forma responsable, entregamos un informe concienzudo, concreto y con propuestas legislativas.

Aquí no basta con hacer denuncias, denostar y rasgar vestiduras, sino que también debemos hacer un aporte positivo, que vaya en apoyo del Gobierno. Por nuestra parte, esperamos que las acoja y apoye para que estas situaciones no se vuelvan a repetir. Esto es por el bien del país, y pese a todos los obstáculos, malos momentos y descalificaciones públicas de las que fuimos objeto, no cejamos en nuestra labor, porque cuando juramos como diputados cumplir con la Constitución, también nos comprometimos a representar los intereses de todos los chilenos, aparte de legislar y fiscalizar. Por ello, hoy esperamos que exista consecuencia y que se pueda sacar adelante la proposición de designar un ministro en visita, aceptar las consideraciones del Consejo de Defensa del Estado y de la Contraloría, además de las proposiciones legislativas sobre más responsabilidades políticas, para que el país sepa quiénes son culpables y que se les aplicarán sanciones.

He dicho.

-Aplausos.

El señor MORA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Edgardo Riveros.

El señor RIVEROS.- Señor Presidente, las indemnizaciones abusivas que hemos conocido son condenables. Es necesario investigar y, a partir de ello, sancionar. Eso lo hemos dicho desde el momento en que conocimos los hechos, porque constituyen una lesión al servicio público, donde debe imperar un compromiso muy especial en la gestión del Estado; no sólo en la administración de éste, sino también en sus empresas.

Nosotros no tenemos doble estándar en esa materia. No actuamos en función de la oportunidad o de quienes estén involucrados en abusos o irregularidades, aunque alguno de ellos sea militante de nuestro propio partido político. Por el contrario, para investigar y sancionar si fuese necesario, además de exigir y apoyar que actúen las instancias fiscalizadoras, administrativas y judiciales, hacemos operar nuestra propia institucionalidad partidaria. Así lo hemos hecho ante los acontecimientos a que se refiere el presente informe. Por ello, somos taxativos en señalar que la coherencia es la matriz esencial para tener calidad suficiente de apreciar las conductas. Aunque moleste, lo vuelvo a señalar: para juzgar conductas hay que ser coherentes, y frente a episodios como éste somos claros y categóricos. También lo fuimos, y no pueden decir lo mismo otros u otras, cuando en Chile se violaron los derechos fundamentales de las personas, o cuando se aprovechó el proceso privatizador para enriquecer a un conjunto de personas. Sí, hay que ser coherentes, porque en esa materia quedamos solos en la denuncia; y otros, que incluso están en este Congreso, participaron de ello o guardaron silencio. Y esa coherencia la vamos a seguir exigiendo.

Nosotros vamos a dejar que los tribunales de justicia trabajen tranquilos, porque es necesario que así ocurra. Y no vamos a andar buscando soluciones políticas para escamotear la acción de los tribunales, sobre todo cuando están comprometidos con la fe pública, los bienes públicos y la vida de las personas. Y esa coherencia la vamos a mantener y a exigir, porque no vamos a permitir que aquellos que no tienen una conducta diáfana en esta materia se conviertan en catones morales frente a algunos hechos específicos. No los vamos a reconocer ni menos les daremos esa calidad.

Este tema también merece otro tipo de reflexiones. Ha sido indignante lo ocurrido en ciertos casos, como también la forma en que algunos han tratado de justificar lo ocurrido. Han culpado al mercado de que en un momento determinado se pacte o se permita pactar indemnizaciones de estas magnitudes. No debemos olvidar que en algunos directorios, concretamente en Enap, hay miembros del sector privado. "Claro -dirán-, es el mercado". Aquí se han perdido las formas y el sentido de lo cuerdo en muchas cosas, por cuanto pareciera que son normales algunas cosas que claman a la conciencia.

Aquí ha señalado la colega Lily Pérez lo que sufre un profesor que trabaja años y recibe una escuálida indemnización. Pero también tengo otro elemento de comparación respecto de los directores que más "pesan": diario "La Hora", julio de 1999, referente al año 1998. Si actualizamos los datos, el impacto podría ser mayor. Hay personas que sólo por integrar directorios en empresas privadas ganan casi 450 millones de pesos al año, más de 35 millones de pesos al mes, un millón de pesos diarios; si trabajaran diez horas al día dedicados a esa actividad, percibirían 100 mil pesos la hora, lo que equivale a un sueldo mínimo. Estos señores son los mismos que, desde sus puestos gremiales, dicen que los trabajadores chilenos no deben tener salario mínimo. ¡Por Dios, se han perdido las formas! Y aquí hay algunos que gritan que son empresarios privados. ¡Por favor!, si al final toda la sociedad paga estas remuneraciones de alguna forma, porque tiene que pagar más por los servicios o los bienes, o por último esto figura en los costos de las empresas y, por lo tanto, se escamotean los impuestos. Y algunas empresas sólo se financian con lo que aportan los afiliados, como ocurre con el sistema de las AFP o de las isapres. Por ello, concuerdo con algunas conclusiones del informe, especialmente en el sentido de que hay que reafirmar más fuertemente que haya transparencia y que se publiciten no sólo las remuneraciones del sector público, sino también las del privado. Reitero, aquí se han vulnerado las formas, se ha perdido el criterio y el valor de la austeridad cuando conocemos este tipo de remuneraciones, máxime si se considera que hay gente que, prácticamente, no tiene nada para vivir.

Ayer se discutieron algunas cosas relacionadas con la evasión tributaria. ¡Por Dios! Hay quienes se oponen a que, en un momento determinado, el Estado pueda tener recursos para generar más equilibrio. Por eso, indigna que en las empresas públicas haya gente que tenga acceso a indemnizaciones de esta naturaleza.

En Chile se están perdiendo valores como el equilibrio, la igualdad y el de la más mínima equidad. Pero miremos todas las situaciones complejas, porque todos hemos escuchado que hay gente que ha tratado de ampararse en el sistema para decir: "Esto es posible". Es efectivo que los datos entregados golpean, mueven a la exclamación y constituyen un escándalo. Por eso en Chile hay tanta desigualdad, gente a la cual se le impide el acceso a las playas, y otros tienen que bañarse en piletas contaminadas, lo que se muestra como un avance, porque algunos de los que pertenecen a la misma alianza política de aquellos que promueven medidas que ponen en riesgo la salud, particularmente de los niños, son los mismos que recurren al Tribunal Constitucional para impedir que los ciudadanos chilenos tengan acceso libre a las playas, a las lagunas, a los lagos. 

Aquí debe haber coherencia en todo; en la conducta privada y en la pública, en lo que se fiscaliza y en lo que se dice y en cómo se actúa, porque el Congreso Nacional, antes que todo, es el depositario de la voluntad popular. Por eso debe tener seriedad y coherencia para mirar las cosas.

Concuerdo con el informe emanado de la Comisión en cuanto a fortalecer el rol de la Contraloría. En 1979, a través del decreto ley Nº 2.758 -cuando en Chile no funcionaba el Congreso Nacional-, se le quitó atribuciones al órgano contralor para actuar frente al personal de las empresas públicas. En consecuencia, con un criterio flexible, hay que devolver dichas facultades a la Contraloría General de la República...

El señor MORA (Vicepresidente).- Le restan 30 segundos, señor diputado.

El señor RIVEROS.- Ése y otros factores son los que debemos considerar en esta discusión, por cuanto no podemos dejarnos llevar por la pasión o por la reflexión unilateral de los hechos, sino mirar las cosas en su conjunto. Frente a estas situaciones, lo único que debemos demandar es coherencia en la trayectoria, en lo que se dice y en los compromisos futuros.

He dicho.

-Aplausos.

El señor MORA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Víctor Pérez.

El señor PÉREZ (don Víctor).- Señor Presidente, antes de hacer uso de la palabra, quisiera consultar a la Mesa si los ministros de Estado que estaban presentes al inicio de la sesión van a continuar, porque es fundamental que respondan algunas inquietudes para ver el curso que debe seguir esta investigación, particularmente en el área que dice relación -estuvo presente en la proposición de la Alianza por Chile- con el ocultamiento de la información.

Como los señores ministros han ingresado nuevamente en esta Sala, iniciaré mi intervención haciéndole una pregunta directa al ministro de Obras Públicas, señor Carlos Cruz, en cuanto a si él puede afirmar hoy, en esta Sala, si algunas empresas relacionadas con su Ministerio han ocultado o no información a la Cámara de Diputados o a ese Ministerio.

Es fundamental que el señor ministro responda, porque tenemos antecedentes de que, a lo menos, una de esas empresas ocultó información, de lo cual dicha Secretaría de Estado se habría impuesto hace algunos días.

Nos parece especialmente grave que cuando la Cámara de Diputados lleva a cabo su tarea de fiscalización, personeros de confianza del Presidente de la República, que por vínculos políticos han sido puestos en el manejo de importantes empresas del Estado, y que tienen relevancia pública, oculten información que es muy importante para la investigación que ha debido realizar esta Cámara.

Por lo tanto, por su intermedio, señor Presidente, reitero que me gustaría que el señor ministro de Obras Públicas dijera a esta Sala si está en condiciones de afirmar que algunas de las empresas dependientes del Ministerio que él dirige, han ocultado información a dicha cartera o a la Cámara de Diputados.

En consecuencia, solicito a la Mesa recabar una respuesta del señor ministro, por medio de una interrupción a mi intervención.

El señor MORA (Vicepresidente).- Señor ministro, usted tiene derecho a contestar o a no dar respuesta a la consulta que se le ha formulado, si así lo estima conveniente.

El señor CRUZ (Ministro de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones).- Señor Presidente, en primer lugar, no hay dependencia orgánica de las empresas hacia el Ministerio, sino una vinculación administrativa que sitúa la responsabilidad de la gestión de las empresas en los directorios.

El segundo antecedente que es bueno compartir es que, en más de una ocasión, se ha solicitado formalmente a las empresas, esencialmente relacionadas con el Ministerio de Transportes, compartir toda la información que poseen respecto de este caso con la Comisión investigadora y se les ha hecho llegar -según lo que nosotros entendemos-, la cual también se ha hecho llegar al Ministerio.

En tercer lugar, en cuanto al ocultamiento de información, este Ministerio no puede afirmar que eso se haya producido. Por lo menos, de los antecedentes de que disponemos hasta la fecha, se desprende que toda la información entregada es aquella con la que se cuenta. En consecuencia, si hay antecedentes adicionales de los cuales algunos diputados dispongan respecto de información que ilustre sobre la forma como se ha llevado a cabo este caso, que enriquezca los antecedentes que permitan poder tener un buen juicio, también nos gustaría mucho poder disponer de ellos.

He dicho.

El señor MORA (Vicepresidente).- Puede continuar con el uso de la palabra el diputado señor Víctor Pérez.

El señor PÉREZ (don Víctor).- Señor Presidente, de la respuesta del señor ministro queda claro que él tampoco puede afirmar en sentido contrario -y le agradezco la franqueza con que ha actuado- o fehacientemente que incluso a él se le ha negado información. 

Sin embargo, debo señalar responsablemente en esta Sala que tenemos información de que una empresa negó antecedentes a la Cámara de Diputados, por lo cual realizaremos todas las acciones que correspondan para demostrar su efectividad.

A mí me parece que éste es el punto fundamental de la acción que ha debido realizar la Cámara de Diputados en esta investigación, y al escuchar a quien me antecedió en el uso de la palabra no pude sino reflexionar sobre la incoherencia que significa decir un discurso condenando todos y cada uno de los hechos que la opinión pública ha conocido y, en definitiva, apoyar un voto respecto de que no existe ningún responsable de lo que sucedió en las empresas del Estado, que son de todos los chilenos.

La gran debilidad del voto aprobado por los diputados de la Concertación es haber encontrado sólo un responsable: el ex ministro de Minería, señor Jiménez, a quien resultó difícil individualizar, porque la opinión pública no tenía memoria de que había existido un ministro con ese apellido. Con eso quedó demostrado -los diputados de la Concertación lo saben- la absoluta ausencia de poder y de relevancia política que tenía ese ministro. Pueden contarse con los dedos de la mano los diputados de la Concertación que, en su momento, le pidieron audiencia, y a los diputados nos consta que los ejecutivos de las empresas vinculadas con ese Ministerio no lo tomaban en cuenta. De manera que los diputados de la Concertación integrantes de la Comisión que investigó los hechos, no encontraron mejor solución que responsabilizar al ministro con menor poder político y más débil en los doce años en que ha gobernado la Concertación.

Sin duda, ese hecho viene a constituirse en una agravante más dentro de la serie de antecedentes que han impactado a la opinión pública, a partir de la disputa política ocurrida en el Servicio de Correos entre un militante del PPD y otro de la Democracia Cristiana. Eso hizo posible que el país supiera que algunas empresas públicas habían entregado a sus ejecutivos -no a sus trabajadores- beneficios absolutamente discriminatorios y abusivos en materia de indemnizaciones y otros de carácter remuneracional. Y todo eso ocurrió en empresas públicas de nuestro país, porque hubo autoridades políticas con rango de ministro que permitieron que ello ocurriera. No es posible que un ministro de Estado, por mucho que las empresas no tengan dependencia orgánica de su ministerio -como lo planteó el ministro señor Cruz-, no tuviera la posibilidad real de saber que se estaban transgrediendo normas importantes en materia laboral y de probidad. 

La diputada María Rozas ilustró latamente y con precisión a la Comisión investigadora, en cuanto a que, de acuerdo con nuestra legislación laboral, no es posible celebrar convenios colectivos con los ejecutivos ni con las personas de confianza en dichos cargos. Tanto la letra como el espíritu de la legislación establece que éstos son mecanismos creados para beneficiar y proteger a los trabajadores; de manera que no pueden hacer uso de ellos quienes negocian o se relacionan con los trabajadores en las empresas públicas.

Por lo tanto, lo primero que debemos determinar es que hubo autoridades, ministros actuales y pasados, que permitieron celebrar contratos colectivos que no forman parte de nuestra legislación laboral.

Existen varios ejemplos. Tengo en mi poder todo el proceso de la pseudonegociación colectiva de la Empresa de Ferrocarriles del Estado con algunos de sus ejecutivos, aprobada en una sesión de directorio, en la cual se le otorgó poder a su presidente para tales efectos. Dicho convenio concluyó en normas absolutamente arbitrarias y, por cierto, mucho más beneficiosas para los ejecutivos que para los trabajadores de la misma empresa. Es más, los dirigentes sindicales de la empresa concurrieron a la Comisión investigadora para decir que cuando se inició la negociación colectiva los mismos ejecutivos les pidieron postergarla, argumentando razones económicas. Sin embargo, esos mismos ejecutivos no dudaron en efectuar una negociación para obtener beneficios absolutamente fuera de toda lógica: una gratificación del 25 por ciento de sus remuneraciones para Navidad y Fiestas Patrias, pago completo de sueldos y beneficios por licencias médicas, seguro oncológico para el ejecutivo, su señora y sus hijos; contratación de la Unidad Coronaria Móvil por cuenta de la empresa, seguro de vida por más de 3.000 UF, gastos de funeral, indemnización de 1,25, 1,75 y dos meses por año; viáticos, voucher para los hoteles de mayor categoría -según dice el convenio colectivo- de la localidad a la cual viajaran. Todo esto, por una razón muy simple -incluso, un miembro del directorio de otra empresa, Enap, lo dijo claramente y está en actas-: eludir impuestos. Si todo esto se hubiera hecho legalmente, todos los beneficios constituirían rentas y, por lo tanto, los ejecutivos habrían tenido que pagar impuestos.

Esos directorios, que son los mismos que hoy día promueven -a lo mejor políticamente- el proyecto sobre evasión tributaria, decían: "Cuidado, si les damos estos beneficios a los trabajadores y a los ejecutivos, individualmente, van a tener que pagar casi el 50 por ciento en impuestos". "¡Ah, no! Entonces, hagamos convenios colectivos para que no paguen impuesto a la renta". ¿Y quiénes firmaron esos convenios? ¿Acaso los responsables no son quienes permitieron que se celebraran esos convenios colectivos? El convenio colectivo de la Empresa de Ferrocarriles del Estado fue aprobado por el actual ministro de Economía, don José de Gregorio. Él, como miembro de su directorio, autorizó un convenio colectivo con los ejecutivos más importantes de la empresa. Volviendo a lo que planteaba la diputada María Rozas, no es posible, de acuerdo con nuestra legislación laboral, que los ejecutivos más importantes de las empresas públicas tengan ese tratamiento. 

Pero ¿saben la explicación que nos dieron? Que el Gobierno no lo sabía, que no tenía información. El ministro señor Insulza dijo que sólo se enteró a través del diario "La Segunda", cuando la señora Lascar declaró públicamente que los acuerdos de directorio eran firmados por actuales miembros del gabinete, y que también fueron refrendados por ministros del gobierno del entonces Presidente Frei. Pero el Gobierno dice que no lo sabía. ¡Por supuesto que lo sabía! Y no sólo sabía que estábamos frente a indemnizaciones absolutamente repugnantes para la conciencia del país y de los trabajadores -precisamente en un año en que la cesantía golpeaba a los hogares de nuestro país y cuando a los trabajadores se les decía que, como consecuencia de la crisis asiática, no tendrían trabajo, que los programas municipales debían terminar por falta de recursos-, sino que también sabía que los favoritos del régimen recibían indemnizaciones firmadas por ministros de Estado. La mejor demostración de que el Gobierno tenía plena conciencia de lo que estaba sucediendo, es que el 31 de julio de 2000 emitió una circular para revertir la situación, pero con una condición: que, ojalá, no lo supiera nadie. Cambiemos para callado lo que está pasando, a fin de que los dueños de las empresas, que son todos los chilenos, no se enteren, que no tengan idea de que en el Servicio de Correos y en la Enap, algunos ejecutivos que trabajan 1, 3 ó 4 años se lleven más de 100 millones de pesos para la casa; que los dueños de todas las empresas, es decir, todos los chilenos, no sepan que a un ejecutivo se le podía otorgar un crédito hipotecario por 108 millones de pesos a una tasa del 4 por ciento. Repito: ¡un crédito hipotecario por 108 millones de pesos a una tasa del 4 por ciento!

Entonces, cuando decimos que debemos ser coherentes y transparentes, lo lógico es que los dueños de estas empresas sepan verdaderamente lo que está pasando; sepan que los ejecutivos de confianza del gobierno, que los miembros de los directorios, todos militantes de los partidos políticos de la Concertación, se reunían, discutían y dejaban constancia en actas que había que hacer convenios colectivos con esos ejecutivos para que no pagaran impuestos. Tan simple como eso: no pagar impuestos.

Si uno revisa la prensa de la época verá que esos ejecutivos y esos directores de empresas hablaban del compromiso social del gobierno de la Concertación para llevar adelante los planes y programas sociales del gobierno de la Concertación; de la necesidad de que el gobierno tenga cada vez más recursos para materializarlos; esos mismos ejecutivos, cuando se les tocaba el bolsillo, decían: ¡que los financie con los impuestos de otros, pero no con mi dinero!

Eso demuestra que no es posible terminar esta sesión aprobando el informe de mayoría. Aceptarlo repugnaría no sólo a la conciencia de todos los chilenos, sino que le haría un daño enorme a la Cámara de Diputados, a nuestras facultades fiscalizadoras, porque significaría, en la práctica, legitimar el hecho de que aquí, durante los últimos diez años, se pagaron 33 mil millones de pesos en indemnizaciones, como lo expresó en su informe el presidente de la Comisión, a 800 ejecutivos. ¿Ustedes saben, estimados colegas, cuánto recaudó la Teletón en la década del 90, teniendo en vista todas las campañas, su poder comunicacional y el objetivo de bien público que persigue?: 26 mil millones de pesos.

El señor MORA (Vicepresidente).- Ha terminado el tiempo que le ha asignado su Comité.

El señor MOREIRA.- Que siga en el tiempo de la UDI.

El señor PÉREZ (don Víctor).- En esa misma década, 800 ejecutivos de empresas públicas -no importa la militancia-, en su gran mayoría personas de confianza de quienes las manejan, que no son los dueños, sino los representantes de los dueños -los gobiernos de turno-, se llevaron 33 mil millones de pesos.

Esa sola cifra no debe inducirnos a decir sólo que hay que legislar para que esto no suceda nunca más. Las leyes estaban; las normas de probidad existían. Lo que faltó fue fiscalización. El Presidente Frei emitió una serie de instructivos a sus ministros para que todo se hiciera de una manera racional, de acuerdo con las normas del Código del Trabajo. Es así como les dijo: "nombren auditores ministeriales en todos los ministerios para que las normas de probidad, la transparencia en la gestión, se cumplan". El único ministro del gobierno del Presidente Frei que concurrió a la Comisión, reconoció que esos auditores ministeriales que ordenó el entonces Primer Mandatario no realizaron ningún trabajo en las empresas que se vinculaban con ese ministerio. Agregó que tal instructivo no operó, porque en verdad no calzaba con las normas legales que regían a esas empresas; es decir, a pesar de que teníamos leyes, y se habían impartido instrucciones presidenciales, se generaron y concedieron beneficios claramente escandalosos.

Muchos de estos beneficios, por no decir casi la totalidad, se establecen en 1999; las cláusulas se firman ese mismo año.

La Empresa de Ferrocarriles del Estado manifiesta que el proceso se inicia el 12 de septiembre de ese año y concluye el 10 de enero del año 2000 -esperamos que ella diga la verdad-, estableciendo una cláusula de indemnización sólo para los ejecutivos, porque no se preocuparon de los trabajadores.

Enap, lo mismo. Correos de Chile, lo mismo, en el año en que la cesantía se acrecentaba considerablemente. Por lo tanto, no es admisible que terminemos esta investigación aprobando un informe según el cual el ministro más irrelevante de los 12 años de la Concertación es el responsable.

Es absolutamente indispensable que esta Cámara, a través de su Mesa, pida a la Corte de Apelaciones de Santiago o al tribunal competente, que designe a un ministro en visita, porque aquí estamos hablando de irregularidades y de cosas ilegítimas, y los tribunales deben determinar si son ilegales o no.

El Consejo de Defensa del Estado ya ha avanzado en esta materia. Debemos seguir profundizando, y un ministro ha de investigar en plenitud lo acontecido.

Que el Consejo de Defensa del Estado no sólo formule denuncias, sino que también se haga parte mediante demandas civiles y querellas. Dicho Consejo, además, tiene antecedentes, pues ha ocurrido exactamente lo mismo que con dos ejecutivos que en los primeros meses de 1990 recibieron indemnizaciones. Tienen querellas y sus procesos están en los tribunales. Como aquí existe la misma razón, se debe proceder exactamente igual, y la Contraloría General debe realizar realmente todas las acciones para perseguir las responsabilidades administrativas.

Por último, pudo ocurrir que, en 1978 ó 1979, a la Contraloría General se le hayan eliminado algunas atribuciones; pero llevamos casi 11 años de gobierno de la Concertación y no ha existido ningún intento por restituírselas.

Por lo tanto, nosotros, salvo que exista un cambio sustantivo, vamos a votar en contra del informe, que, verdaderamente, constituye la última vergüenza del escándalo de las indemnizaciones.

Gracias.

-Aplausos.

El señor MORA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor ministro de Economía.

El señor DE GREGORIO (Ministro de Economía, Minería y Energía).- Señor Presidente, quiero hacer algunas aclaraciones, en virtud de que he sido aludido, y entregar un par de antecedentes que podrían ser útiles en la discusión y que pueden explicar también nuestra actuación desde el Gobierno.

Respecto de los comentarios vertidos por el diputado señor Víctor Pérez, debo señalar que fui director de la empresa de Ferrocarriles del Estado, en la cual, en octubre de 1999, se autorizó a un grupo de directores para que negociaran las condiciones remuneracionales de los ejecutivos. Cuando ello se aprobó, quien habla estaba, por razones profesionales, fuera del directorio; luego lo dejé. Digo, enfáticamente, que nunca fue mi intención fomentar la evasión o elusión de impuestos en los convenios colectivos de los ejecutivos. Se trata de un tema que, en estos momentos, incluso, estamos corrigiendo, porque es parte importante de algunos de los problemas que hay con estos convenios. Como lo señaló la diputada María Rozas, esto puede prestarse para que no se paguen impuestos, y nunca ha estado en mi interés personal ni tampoco en el del gobierno del cual soy ministro, que eso ocurra. Tampoco queremos que se piense que tratamos de ocultar o de evitar que esto se supiera. 

Respecto del caso de Enap, señalé, en la Comisión investigadora, cuando me correspondió intervenir, que en abril fui informado verbalmente por el contralor general de que en Enap se habían pagado unas indemnizaciones muy elevadas. Por lo importante del tema, y dado que en esa fecha estábamos en el proceso de instalación del nuevo gobierno, se acordó pedir un informe a Enap a través de la Subsecretaría de Minería. En el informe, que debe haber llegado hacia fines de abril, se explica de dos indemnizaciones, muy elevadas, pagadas, una en febrero de 1999, y, otra, en enero de 2000, a funcionarios con más de 25 años de servicios en la empresa. Las indemnizaciones se basaban en un esquema de un mes por año, a todo evento, sin tope, como ha sido tradicional en la Enap. No se me informó sobre la política de indemnizaciones para altos ejecutivos -era un informe emitido por la fiscalía-, la que las establecería con un mínimo de doce meses, ni tampoco se me indicó que hubiera algún problema de legalidad con dicha política; de haberlo, nos hubiera llevado, sin duda, a actuar. Sólo se destacaba que eran elevadas, lo que motivó que empezáramos a corregir y a actuar con el instructivo.

Deseo destacar, en el caso de la Enap, la visión de los ejecutivos -no de su directorio- sobre la legalidad de estos contratos. Daré lectura a las declaraciones que formuló el gerente general de la Enap ante la Comisión investigadora: "Con fecha 18 de octubre de 1999, la Contraloría General de la República solicitó información sobre rentas, antigüedad, contratos y otros antecedentes sobre ejecutivos superiores de la Enap, lo que derivó en una auditoría al denominado rol privado de ejecutivos, que incluye el convenio colectivo de fecha enero de 1999.

"Con fecha 9 de febrero de 2000, la Contraloría emite un informe denominado "Examen del convenio colectivo de ejecutivos superiores de la Enap", efectuando una serie de observaciones administrativas a los procedimientos de su aplicación. El examen no objeta la validez del convenio ni efectúa comentarios a las cláusulas de indemnizaciones". 

Con esto quiero señalar que, en opinión de los ejecutivos -y de la fiscalía, en su momento-, cuando se pagaron estas indemnizaciones, existían antecedentes de que el convenio ya estaba operando y, por lo tanto, no había cuestionamientos sobre su legalidad. Sin embargo, a pesar de eso, desde el Gobierno hemos prestado la máxima colaboración, respecto de todas las empresas públicas, al Consejo de Defensa del Estado, el cual ha hecho denuncias en los casos de Correos y de la Enap.

La señora CARABALL, doña Eliana (Presidenta accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Felipe Valenzuela.

El señor VALENZUELA.- Señora Presidenta, intervendré en representación de la bancada del Partido Socialista.

No soy miembro titular de la Comisión de Economía, abocada al estudio de las indemnizaciones; pero se me encomendó reemplazar al diputado señor Encina en razón de la profesión que ejerzo. Para actuar con seriedad hay que decir las cosas de acuerdo a derecho y no permitir que otros, con la intención de sacar provechos políticos o, lo que es peor, de desprestigiar la actividad parlamentaria, elemento esencial del sistema democrático, pretendan perjudicar la imagen de la Cámara de Diputados. Como ejemplo de lo anterior, cito un artículo publicado hoy en el diario "Estrategia", que señala que la Comisión no va a proponer penas. Seguramente piensan que somos un tribunal penal. La gran crítica que hace tal diario es que no se sanciona penalmente y no se va a meter a nadie en la cárcel.

Quiero ordenar mis comentarios para tratar de no hacer alusiones políticas, sino legales. Para ello, debo aclarar que la cancha la rayó el Presidente Frei cuando modificó la ley orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, al incorporar en la administración pública el concepto de la probidad administrativa. Lo señalo, porque la exposición que el contralor general efectuó en la Comisión fue de vital importancia. Él señaló que aquellos que recibieron estas indemnizaciones -según algunos eran legales y, por eso, las habían percibido; por lo mismo, otros se negaron a devolverlas- no habían cometido ninguna acción equivocada. Quiero sostener enfáticamente que todas y cada una de las indemnizaciones detalladas han sido pagadas ilegalmente, en virtud de los artículos 54 y 55 de la ley de probidad. Estos artículos se refieren a todas las autoridades de la administración del Estado, cualesquiera que sean las denominaciones que la ley y la Constitución les asignen. Con ello se quiere señalar que todas las empresas del Estado deberán dar estricto cumplimiento al principio de la probidad administrativa. ¿Cuál es ese principio? Está definido en la misma ley: "El principio de la probidad administrativa consiste en observar una conducta funcionaria intachable y un desempeño honesto y leal de la función o cargo, con preeminencia del interés general sobre el particular". ¿Cuál es el interés general a que se refiere el artículo 54? Está establecido en el artículo 55: "El interés general exige el empleo de medios idóneos, en la integridad ética y profesional de la administración de los recursos públicos que se gestionan". En consecuencia, todos quienes se pagaron indemnizaciones escandalosas y fabulosas han infringido los artículos 54 y 55 de una ley promulgada a fines de 1999, es decir, de una normativa relativamente nueva, pero que no por ello puede ser desconocida por quienes trabajan en la administración pública. Además, esas personas han faltado a la integridad ética y profesional de la administración, en la utilización de los recursos públicos que se les encargaron. Ahí está la gran ilegalidad. Ella, a mi juicio, es mayúscula en el gobierno del Presidente Lagos. Recuerdo con mucha emoción cuando el Presidente Lagos, el 1º de mayo del año pasado, a sólo dos meses de haber asumido su cargo, frente a la mina de Chuquicamata, señaló lo que el diputado señor Eugenio Tuma recordó: "Hay que servir y no ser servido por el Estado". Pero ese principio no es del Presidente Lagos, sino de Salvador Allende, quien manifestó: "En mi gobierno podrán meterse los pies, pero no las manos". Eso es lo que los socialistas defendemos. En consecuencia, no vamos a perdonar a nadie y utilizaremos todos los medios para que los culpables sean sancionados.

Se ha dicho que nuestro informe no consigna nada de esto. Eso no es efectivo. En su parte resolutiva señala lo mismo que en el propuesto por la Alianza por Chile, salvo en lo referente al nombramiento de un ministro en visita. Nosotros planteamos que la facultad de accionar se remita al Consejo de Defensa del Estado, por cuanto es a ese organismo al que, por ley orgánica, le corresponde actuar ante los tribunales de justicia para defender el patrimonio fiscal e iniciar las acciones penales en contra de quienes han cometido delito. En atención a que el Consejo de Defensa del Estado ya comenzó a actuar, determinamos que se le remitieran todos los antecedentes, a fin de que persiga las responsabilidades penales y civiles que, a mi juicio, son cuantiosas.

Otra diferencia es que en nuestro informe se hace referencia al proyecto de ley -está en el Senado desde el 3 de octubre- que regula la responsabilidad de los directores y limita las indemnizaciones en las empresas del Estado. Lo mencionamos, pero no lo analizamos, y en este momento quiero hacerlo en forma muy breve.

Este proyecto de ley, en su introducción, establece las responsabilidades de los directores de las empresas del Estado. Si bien éstas son diversas, las divide en dos grupos, pues señala que hay empresas o sociedades del Estado en las que los directores responden con sus bienes propios, igual que en el caso de las sociedades anónimas. De acuerdo con el artículo 41 de la ley sobre Sociedades Anónimas, los directores responden con sus propios bienes de los actos que han cometido en perjuicio de la empresa o sociedad. En la actualidad esas empresas estatales son Televisión Nacional, la Empresa de Ferrocarriles del Estado, el Metro, Codelco, la totalidad de las empresas sanitarias y portuarias y la Polla Chilena de Beneficencia. Al respecto, pedimos que esas empresas fueran revisadas, por lo cual enviamos los antecedentes a la Contraloría General sin omitir nada, de la misma manera como se los hemos transferido al Consejo de Defensa del Estado, a fin de que persiga la responsabilidad de los directores mencionados en los actos ilícitos que se han cometido. Reitero, eso es lo que hemos dicho respecto de las empresas mencionadas.

Para tranquilidad de aquellos que afirman que estamos ocultando algo, debo señalar que tengo la plena convicción de que la señora Clara Szczaranski, en su calidad de presidenta del Consejo de Defensa del Estado, citará a los tribunales de justicia a aquellos que se negaron, aduciendo razones legales, a concurrir a la Comisión para dar cuenta de sus cometidos. Sin embargo, resulta curioso que haya empresas que no tengan normas sobre la responsabilidad que les compete a sus directores. Al respecto, el proyecto de ley -que la Derecha no ha mencionado en modo alguno- señala que estas son la Empresa Nacional de Minería, creada en 1960, la cual no tiene ninguna norma sobre la materia, razón por la que se han cometido muchas irregularidades; la Empresa Nacional de Petróleo, que tampoco posee norma alguna, y menos la Empresa de Correos de Chile; es decir, justamente las empresas en que más irregularidades se han cometido. Por su parte, el Banco del Estado de Chile tiene una especie de normas mixtas, porque el consejo directivo no responde por nada, pero sí debe hacerlo el comité ejecutivo, compuesto por el presidente, vicepresidente y gerente general de dicha entidad bancaria, quienes, por ley, responden de sus actos.

¿Qué señala el proyecto en esta materia? Establece que en virtud de esta norma -a la cual ojalá el Gobierno le ponga urgencia para que pronto sea ley- todos los directores de las empresas se regularán conforme con lo que señala el artículo 41 de la ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas, que a la letra dice: "Los directores deberán emplear en el ejercicio de sus funciones el cuidado y diligencia que los hombres emplean ordinariamente en sus propios negocios y" -recalco lo que señala a continuación- "responderán solidariamente de los perjuicios causados a la sociedad y a los accionistas por sus actuaciones dolosas o culpables.". Es decir, deberán responder por aquellas actuaciones hechas con la intención de causar daño o por aquellas acciones negligentes.

Con el objeto de no desligar responsabilidades, el inciso segundo del mismo artículo agrega: "Es nula toda estipulación del estatuto social y todo acuerdo de la junta de accionistas que tienda a liberar o a limitar la responsabilidad de los directores". O sea, si el director de alguna empresa fiscal adujera que en este acto se elimina toda responsabilidad de los directores, ese argumento eventual sería nulo, porque no lo permitiría la ley en tramitación en el Senado.

Por lo tanto, el Gobierno se ha preocupado oportunamente del tema, porque al mes siguiente de haberse iniciado el debate envió el proyecto; es decir, el Gobierno ha actuado de la misma manera como lo hemos tratado de hacer quienes suscribimos el acuerdo de la Concertación, porque hemos enviado los antecedentes a la Contraloría General de la República y al Consejo de Defensa del Estado.

Además, quiero recordar al diputado señor Víctor Pérez que en la sesión de la Comisión investigadora celebrada el lunes pasado -en la que alrededor del mediodía tratamos de llegar a un acuerdo- me entregó una minuta -que tengo en mi poder como medio de prueba-, según la cual concordábamos en el primer punto, que planteaba la solicitud de designar un ministro en visita. Esa idea de los diputados de la Oposición nos pareció pertinente, porque significaba que en un solo proceso un ministro se dedicara en forma exclusiva al conocimiento e investigación de los hechos. Sin embargo, debido a que finalmente no llegamos a acuerdo, copiamos esa idea y propusimos agregar un anexo a las proposiciones que entregamos los diputados de la Concertación. No obstante, los diputados de la Oposición nos negaron la posibilidad de incorporarlo, porque no dieron la mayoría en la votación. Esa es la razón por la que dicha solicitud no aparece en nuestras proposiciones. Lo señalo, porque no entiendo que nos hayan negado esa posibilidad, en circunstancias de que quieren investigar.

En consecuencia, sostengo -tal como lo ha dicho el diputado señor Tuma- que en la última instancia todavía podríamos llegar a acuerdo en manifestar, antes de que termine esta sesión, con ánimo científico y jurídico, la necesidad de castigar a aquellos que sean realmente responsables. Sin embargo, obviamente no llegaremos a ningún acuerdo si por sobre las intenciones de limpiar a la administración pública, se antepone el interés político. Por eso, quiero pensar de buena fe, que esa no es la verdadera intención de los diputados de la Oposición.

Señora Presidenta, no quiero extenderme más; espero que me queden algunos minutos para contestar al término de la sesión algunas cosas que pudiera haber omitido o que surjan a raíz de la intervención de otros señores diputados. Sin embargo, sólo quiero ratificar que la bancada socialista está por perseguir de manera permanente, no sólo en esta ocasión, sino también a futuro, las responsabilidades de los ejecutivos de las empresas del Estado, en materia de sueldos o de otros beneficios. Por ejemplo, no concibo que en Antofagasta el intendente, que gana alrededor de un millón quinientos mil pesos, perciba una renta inferior a la que ganan ejecutivos de empresas de servicios o educacionales, o que el presidente de la Corporación Municipal de Educación tenga un sueldo muy superior al del director provincial de educación -que tiene un nivel más alto- e incluso al que gana el propio secretario ministerial de educación; es decir, si hoy vamos a ser duros en la revisión del tema de las indemnizaciones, sostengo, en forma categórica, que deberemos emplear igual criterio cuando nos corresponda analizar las remuneraciones que se manejan en las empresas del Estado, aun cuando se crea que éstas son convenientes de acuerdo con la lógica de mercado.

He dicho.

La señora CARABALL, doña Eliana (Presidenta accidental).- Restan dos minutos del tiempo del Comité Socialista.

Tiene la palabra el diputado señor Mora.

El señor MORA.- En primer lugar, lo que le correspondió hacer a la Comisión investigadora -de la cual no soy miembro titular, pero participé en varias de sus sesiones- fue abocarse a un tema ético, moral y legal, no a un problema político. Creo que ese es el punto de vista desde el cual se debe enfocar la situación avergonzante y escandalosa, por decir lo menos, que hemos presenciado.

Tengo en mi poder el informe de la Contraloría General, entregado el 15 de este mes, el que, lamentablemente, ha sido incluido sólo en forma somera en el informe de la Comisión, respecto del cual quiero señalar algunas cosas.

El informe contiene la nómina de 543 ejecutivos superiores investigados por la Contraloría General, entendiéndose como tales a los que ocupan cargos de nivel de gerencia, subgerencia y otros de similar jerarquía, comprendidos entre los años 1990 y 2000, que recibieron, como consecuencia de la expiración de su contrato de trabajo, indemnizaciones por años de servicio.

En el mismo orden, el informe de la Contraloría General, que lleva la firma del señor Arturo Aylwin Azócar, señala lo siguiente después de su investigación y conclusión: "Este organismo de control estima que resulta procedente la modificación de ciertas disposiciones legales bajo cuyo amparo algunas de las empresas no proporcionan la información que les solicitan los organismos encargados de cautelar el debido uso y el resguardo del patrimonio público, lo cual posibilita que recursos del Estado sean manejados en ocasiones con un amplio margen de discrecionalidad, prescindiendo de la fiscalización que sobre dicho patrimonio corresponde ejercer a entidades que forman parte del sistema nacional de control, como son precisamente esta Contraloría General de la República y esa rama del Parlamento, la Cámara de Diputados.

"Esta Contraloría insiste en la necesidad de que se restablezca la plena competencia para fiscalizar la regularidad de las operaciones de todas las empresas del Estado, y especialmente en lo que se refiere a las normas relativas al personal de estas entidades".

¿Qué dice el contralor general con esto? Que hay organismos del Estado que se niegan a entregar información. ¿Qué hace el Gobierno al respecto? ¿Ordena que se entregue la información? Si queremos transparencia, el Gobierno tiene la obligación moral de exigir a estos organismos del Estado entregar toda la información cuando un hecho es público, notorio, escandaloso y afecta la moral pública.

¿Qué más dice el informe de la Contraloría? Que en 199 casos, correspondientes a los ejecutivos que se desempeñaron en el Banco del Estado, en la Corporación del Cobre y en la empresa periodística La Nación -por las razones antes señaladas-, se negaron a entregar información.

Con lo expresado en dicho informe, se establece que constituye -y por favor pongan atención- una práctica ampliamente difundida entre las empresas del Estado el otorgamiento de indemnizaciones sin sujeción a topes de tiempo y renta, como también la concesión de indemnizaciones adicionales compatibles con las legales o contractuales. Nadie puede alegar desconocimiento o falta de información. La ley se presume conocida por todos y si ésta es una práctica ampliamente difundida en las empresas del Estado, ¿cómo hay algunos que dicen hoy que no sabían lo que estaba pasando? 

¿Qué más dice la Contraloría? Sin perjuicio de lo anterior, cabe señalar las siguientes situaciones:

a) Pago de indemnizaciones, invocando causales no contempladas en el Código del Trabajo o en el mutuo acuerdo entre las partes.

b) Pago de indemnizaciones calculadas sobre la base de tiempos mayores a los efectivamente servidos.

c) Pago de indemnizaciones voluntarias otorgadas al margen de los contratos.

d) Pago de beneficios adicionales como complemento de las indemnizaciones, depósitos extraordinarios en los fondos de pensiones, entero del impuesto único de segunda categoría. Es decir, les pagaban hasta los impuestos.

e) Existencia de modificaciones de contratos de trabajo en fechas cercanas a la expiración de funciones.

f) Compensaciones en dinero por feriados acumulados, que incluyen días correspondientes a períodos anteriores a dos años. Eso es ilegal.

Resulta necesario continuar el análisis de los mismos antecedentes para determinar, en algunos casos, la validez jurídica de los actos que dieron origen a su otorgamiento. Es decir, la propia Contraloría mantiene en duda -y también en otros casos que aparecen con caracteres de irregulares-, las acciones destinadas a perseguir las responsabilidades a que haya lugar.

En la Enap hubo ejecutivos que modificaron sus contratos y se fijaron indemnizaciones la semana siguiente de la primera vuelta de la elección presidencial -después del empate entre Ricardo Lagos y Joaquín Lavín-, pues pensaron que la Concertación perdía el Gobierno. ¡Eso es más inmoral todavía! ¿Qué sanciones han tenido estas personas? Que yo sepa, hasta el día de hoy, ninguna.

Por otra parte, ¿a cuánto ascienden los montos que se han pagado? A los que hemos trabajado en la administración pública en alguna oportunidad, nos pagaron el desahucio, correspondiente a un mes por año de servicio, y no indemnizaciones. Pero hay casos dignos de mencionarse: por ejemplo, en el sector minero, el del señor Patricio Artiagoitía. Trabajó en la Corporación Nacional del Cobre hasta el 17 de agosto de 1997, y le pagaron indemnización; luego se va a la Enami, curiosamente entra a trabajar en agosto de 1997. Se va por renuncia voluntaria el 11 de marzo de 2000, también con una indemnización cercana a los 40 millones de pesos, y después nuevamente vuelve a Codelco. ¿Acaso, para las personas que tienen cargos de confianza política y profesional, no es un honor desempeñarlos, lo que implica servirlos con vocación y dedicación o hay que pagarles indemnización?

Hay otras personas que han recibido más de 540 millones de pesos, como en la Enap; otros, 400 millones de pesos. ¿Es legítimo? ¿Será que las alzas de combustible no son por el aumento del valor del petróleo, sino que para tapar estos escándalos? A mi juicio, no se trata de un problema político, sino que moral y ético.

Me hubiera gustado extenderme más para decir otras cosas, pero lamentablemente se me acaba el tiempo. Por eso, pido a esta Sala y al Gobierno que, por el bien del país, actuemos con transparencia y se persiga la responsabilidad política, administrativa y penal de los culpables. En todo caso, no estoy tan seguro de que sólo el Consejo de Defensa del Estado deba actuar; también deben hacerse parte otros organismos del Estado, porque así como el colega Felipe Valenzuela mencionó algunos casos, conozco tristes y dolorosas experiencias, en donde el Consejo de Defensa del Estado no ha actuado con la diligencia que corresponde para combatir la corrupción. Por lo tanto, tengo mis aprensiones y dudas sobre su proceder. Cuando se trata de hechos de corrupción, no existe el color político. ¡Los sinvergüenzas y los corruptos tienen que ir presos!

He dicho.

-Aplausos.

La señora CARABALL, doña Eliana (Presidenta accidental).- Tiene la palabra el señor Baldo Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señora Presidenta, antes de iniciar mi intervención, quiero señalar que es un hecho público que, cuando se forman estas comisiones investigadoras, los medios de comunicación y la opinión pública en general, a veces, especulen sobre los resultados. Pero creo que en este caso ha sido diferente, gracias a que la Alianza por Chile y el diputado señor Hales, de la Concertación -que se retiró de esta Comisión, pero se encuentra presente en la Sala- apoyaron la decisión de que se televisaran las sesiones de la Comisión. Al menos, ello ha permitido que Chile conozca parte de este gran escándalo.

Hace más de 90 días, junto con los diputados señores Alessandri, Álvarez-Salamanca, Bertolino, Delmastro, Longton y la diputada señora Lily Pérez presentamos un proyecto de acuerdo con la finalidad de constituir esta Comisión investigadora y que se determinara qué empresas, por qué montos y a qué personas les habían pagado las millonarias indemnizaciones de las que en esa época se hablaba por todos los medios de comunicación, producto de una discusión política de ejecutivos de la Concertación en la empresa estatal de Correos de Chile.

Después de tres meses de investigación y de mucho trabajo, hemos llegado a conclusiones que, a mi juicio, deberían tener al menos tres objetivos. El primero, cumplir con el mandato de esta Sala, determinando qué montos, a qué empresas y a qué personas se pagaron. En segundo lugar, sería incompleto un trabajo que sólo describiera estos elementos. Por eso, la proposición de los parlamentarios de la Alianza por Chile va más allá: persigue establecer las causas del escándalo del pago de indemnizaciones en empresas del Estado.

El tercero, hacer propuestas serias, judiciales, administrativas y legislativas, contenidas en ocho proyectos, que acompañamos en nuestra proposición, todo ello para evitar que estos hechos se vuelvan a repetir. Si así no fuera, todo el daño y el dolor que hemos descrito hoy y que causó este escándalo, estaría de más, y este trabajo habría sido una pérdida de tiempo.

A pesar de que, en muchos casos, no se llegó a obtener información o ésta resultó incompleta, la Comisión determinó que, en un período de diez años, en 46 de 76 empresas del Estado se pagaron 875 indemnizaciones a ejecutivos, que suman un total de 33 mil millones de pesos, equivalente a 6 teletones, como dijo el diputado señor Víctor Pérez.

Ahora bien, con la finalidad de cumplir uno de los objetivos que consideramos indispensables, hemos determinado estudiar cuáles fueron las causas que dieron lugar a que sucedieran estos hechos. Sin duda, la primera de ellas es el criterio con el cual se seleccionó a los ejecutivos y directores de las empresas del Estado.

Muchas veces, hemos escuchado decir a las máximas autoridades de este Gobierno que con los recursos y platas de todos los chilenos no se juega; pero en el análisis de los hechos que hemos descrito, resulta que este discurso tiene poca cabida, porque, sin lugar a dudas, una de las principales razones de la ocurrencia de estos hechos es que el criterio con que se seleccionó a los ejecutivos, directores y a la gente que manejaba estas empresas de todos los chilenos, fue el cuoteo político, el nepotismo, el compadrazgo, sin importar la capacidad técnica y, en especial, la idoneidad moral para elegir a quienes administraban la plata de todos los chilenos.

Al parecer, algunos dirigentes de la Concertación, al ser elegidos por el pueblo como gobernantes y meros administradores, por un tiempo, del patrimonio del Estado, se han creído los dueños de los bienes de todos los chilenos y se los han repartido como un botín de guerra.

Por eso, coincidimos con el presidente del Partido por la Democracia, señor Guido Girardi, cuando dijo a la prensa que se puso a administrar estas empresas a muchos incapaces. 

Se ha desechado el criterio de que el servicio público es para servir a los demás. No en todos los casos, pero en muchos donde hubo irregularidades, se consideró que el patrimonio del Estado era para beneficiarse a sí mismos, para poner en cargos a los familiares cesantes o a los correligionarios que por falta de mérito no habían tenido un espacio en la empresa privada.

Queremos decir, derechamente, que el cuoteo político y el nepotismo son una lacra que ha dado origen a los abusos cometidos.

Voy a citar una entrevista hecha al presidente Aylwin, que aparece en la revista "Mensaje", en la cual expresa: "Diría que los problemas de orden moral y valórico son los más serios dentro de la Democracia Cristina. Entonces, cuando fuimos un partido grande, la gente llegó a este partido porque quería intendencias, gobernaciones, jefaturas de servicios y puestos. Es un trampolín para eso. Hoy por hoy, lo creo, el partido sufre de una crisis profunda y la gente de mayor valor se hace a un lado de nosotros".

Otra causa de estos hechos fue la falta de fiscalización. También conspiró contra el buen resguardo y óptima administración de los recursos del Estado, la falta de controles internos y la casi absoluta falta de fiscalización externa que existe en diversas empresas del Estado, lo que genera un serio riesgo de que estos hechos se vuelvan a repetir de no cambiar las cosas.

Por vía de ejemplo, quiero exponer los casos más evidentes y abusivos que la Comisión investigadora pudo constatar, los que se dieron en Correos de Chile, en la Empresa Nacional del Petróleo, en Ferrocarriles del Estado, en la Empresa Nacional de Minería y en otros, como Sanitaria del Maule, Codelco, Essco -Empresa Sanitaria de Coquimbo- y Carvile -Carbonífera de Lebu-. En ellas no sólo se pagaron indemnizaciones abultadas, sino que, además, se cometieron abusos con el patrimonio del Estado por parte de verdaderos cazaindemnizaciones que recorrieron las empresas del Estado recibiendo cuantiosos recursos, a pesar de que muchos de ellos tuvieron una pobre actuación en sus cargos.

En cuanto a las acusaciones contra partidos políticos, quiero rescatar lo que dijo la diputada señora Lily Pérez: hay un grupo, un puñado de personas que recorren todos estos cargos. Hay un grupo de indispensables, y ninguna empresa del Estado puede estar sin ellos. No es toda la gente de los partidos. Hay muchas personas que han debido pagar con su honra y prestigio el hecho de pertenecer a partidos de la Concertación.

Hay casos realmente memorables, como el del ex vicepresidente ejecutivo de la Enami, don Patricio Artiagoitía, ya nombrado por un parlamentario de la Concertación, quien recibió indemnización cuando se fue de Codelco a la Enami y, luego, nuevamente indemnizado, volvió a Codelco, no sin antes haber destruido la pequeña y mediana minerías, con lo cual generó cesantía y desamparo para los mineros en ciudades donde esta actividad es fundamental. Como si fuera poco, para graficar las prioridades de su administración, en tres meses de l997 se superó el monto provisionado para indemnizaciones en la Enami, sumando cerca de 17 millones de dólares, mientras que para fomentar la pequeña y mediana minerías, razón principal de la existencia de dicha empresa, sólo se aprobaron 14 millones 200 mil dólares en la ley de Presupuestos, lo que demuestra que un beneficio para los trabajadores terminó siendo aprovechado por los ejecutivos. Ahí están dadas las prioridades del señor Artiagoitía. Creo que este caballero, que pasó por algunas empresas, ha hecho mucho daño. Hay comunas de mi distrito que superan la cesantía de Lota, con cifras superiores a 18 por ciento, gracias a su gestión; sin embargo, fue indemnizado.

Ha habido también falta de voluntad para aclarar los hechos. En la proposición de la Alianza hemos dedicado un capítulo especial a este aspecto, pues no estaría completo si no abordamos un tema que nos parece de la máxima importancia y que no podemos soslayar, porque, de hacerlo, no expondríamos uno de los principales escollos que tuvo la Comisión en el esclarecimiento de los hechos.

En primer lugar, la falta de cooperación de empresas y órganos del Estado, de funcionarios y de ex ministros hicieron mucho más difícil nuestro trabajo.

Resulta inaceptable que quienes ejercían los cargos de ministros en el momento en que ocurrieron los hechos, no hayan sido capaces de venir a dar la cara. La democracia no es sólo para viajar y ocupar los cargos cuando las cosas están bien. La democracia significa estar en las duras y en las maduras.

Mucho peor aún es inventar un cuento que no creyó nadie: que había una red de espionaje que hacía peligrar la vida de los que concurrían a la Comisión.

Felicito al ex ministro Hohmann, porque fue el único del gobierno de Frei que vino a dar la cara. Agradezco a los ministros del gobierno de Lagos que se encuentren aquí, porque esto es democracia: dar la cara en las duras y en las maduras, no sólo cuando conviene.

En este capítulo, no puedo dejar de mencionar al diputado Ascencio, quien, a pesar de ser miembro de la Comisión, asistió muy pocas veces a sus sesiones, y fue el gestor de una mentira, de una mascarada, de un absurdo montaje en contra de un funcionario y de parlamentarios de la Alianza por Chile, pero nunca entregó las pruebas. Me habría gustado que hoy hubiese estado presente en la Sala.

Por su parte, el Presidente de la Cámara, durante los noventa días en que las empresas no entregaron los antecedentes ni respondieron los oficios de la Cámara, nunca dijo una la palabra, y a pesar de que sobre esta mascarada nos dijo, en su oficina, cuando concurrimos junto con la diputada señora Lily Pérez, que se trababa de una mentira que nadie creía, no ha sido capaz hasta el día de hoy de decir una sola palabra al respecto.

Nadie defendió las prerrogativas de esta Corporación ni de la Mesa cuando las empresas del Estado no entregaron información, cuando los ex ministros no concurrieron a la Comisión.

Otros hechos grafican con claridad la falta o nula cooperación con la Comisión investigadora: por ejemplo, que de los 87 oficios despachados, sólo veinte fueron respondidos. El presidente de Televisión Nacional concurrió a la Comisión a decir que no entregaría ningún antecedente, que todo estaba bien en dicha empresa. Codelco sólo entregó parte de la información. ¿Qué parte? La que los indemnizados autorizaron. Esto, francamente, es para la risa.

El ministro dijo que se entregó la información, pero que había que entrecruzarla computacionalmente. Nosotros apenas somos diputados. No tenemos un traductor o especialista críptico para estudiar información de ese tipo.

El Banco del Estado, por esta vez y como una concesión a la Cámara, principal órgano fiscalizador del país, entregó parte de la información. ¡Un favor a la Cámara de Diputados! Sin embargo, una información que pedimos a dicha institución, junto con el diputado señor Leopoldo Sánchez y otros parlamentarios de Oposición para saber a manos de quiénes fueron a dar las propiedades rematadas por el Banco del Estado -que pertenecen a una verdadera mafia de gente que se datea, porque son abogados que están en uno y en otro lado-, jamás llegó a esta Cámara.

Lo lamento. Espero que el ex diputado señor Estévez, actual presidente del Banco, siga con el mismo criterio que tenía cuando era parlamentario: que todas las empresas del Estado deben entregar la información a la Cámara.

En tercer lugar, resulta indispensable describir las formas de corrupción que se descubrieron en esta investigación. Una de ellas es el tráfico de influencias y el cuoteo político al que he hecho mención y que, a nuestro juicio, precipitó las irregularidades cometidas en las empresas estatales. El mejor ejemplo que he encontrado en esto fue el descrito por Soledad Lascar, quien señaló que al quedar vacante la gerencia de logística de Correos de Chile se contrató a una consultora, previo pago de 7 millones de pesos, para llenar dicha vacante. Hubo decenas de entrevistas, miles de currículos, muchas reuniones, para que posteriormente el nombre de la persona seleccionada fuera desechado por el directorio, aduciendo que el puesto había que llenarlo con un cupo partidario, con un militante de la Concertación que no tenía trabajo y que había sido señalado como no viable por la propia empresa a la que se había encargado la selección.

Otro caso de tráfico de influencias en la misma empresa es el de Roberto Burgos, gerente de Concepción, quien fue despedido en forma unánime por el directorio y posteriormente reintegrado como asesor de regiones.

Finalmente, y lamento no tener todo el tiempo,...

La señora CARABALL, doña Eliana (Presidenta accidental).- El diputado señor Longton le ha cedido su tiempo.

El señor PROKURICA.- Agradezco al diputado señor Longton el tiempo que me cedió.

También hemos considerado como corrupción y falta de probidad que en las empresas del Estado se pacten y se paguen las denominadas indemnizaciones a todo evento, figura que consiste en el pago de una indemnización abultada desde el punto de vista del monto, esto es, que no se ajusta a un mes por año con tope de 90 unidades de fomento, doctrina Lagos, como se le ha denominado según señaló el diputado señor Hales, y además, porque debe ser pagada por la empresa sin importar la causa del término del contrato. Con ello se permite el uso indebido de bienes fiscales por funcionarios públicos, ya que muchos de éstos hasta cometieron delitos contra su propia empresa.

Eso no sólo resulta inaceptable desde el punto de vista ético, sino también contrario a la ley de probidad, recientemente aprobada en este Parlamento.

Algunos ejemplos de este tipo de indemnizaciones a todo evento ocurrieron en Correos de Chile, donde no existía tope máximo, o en la Enap, donde, como lo dijo la diputada señora Lily Pérez, las indemnizaciones eran de un mes por año trabajado, sin tope, y doce meses garantizados. El que trabajaba un mes ya tenía ganados doce meses, por supuesto, a todo evento.

En esa misma empresa existían bonos, supuestamente de productividad, sólo para el nivel superior, los que llegaban a más de 20 millones de pesos anuales. Como si esto fuera poco, además había un préstamo habitacional con un plazo de diez años y un interés simple de 4 por ciento anual, siendo 10 mil UF el monto para el gerente general, 8 mil para los gerentes corporativos y 5 mil para los demás ejecutivos.

No puedo dejar de mencionar un tema que retrata de cuerpo entero a ejecutivos que pertenecen a partidos políticos que pregonan permanentemente la defensa de los trabajadores, porque en la mayoría de las empresas del Estado estos beneficios estaban dirigidos exclusiva y especialmente a ellos y no a los trabajadores a quienes dicen defender.

Resulta paradójico lo ocurrido en Ferrocarriles del Estado de acuerdo con la información entregada por un dirigente sindical que concurrió a nuestra Comisión, quien nos decía que como consecuencia de su negociación colectiva la empresa entregó 70 millones de pesos a su sindicato con mil trabajadores afiliados. Nos dijo: "Los ejecutivos nos convencieron de que la empresa estaba mal económicamente, que había tenido una pérdida operacional de más de 10 mil millones de pesos. Convencimos a los trabajadores del sindicato que aprobáramos esta propuesta. Sin embargo, hoy nos hemos dado cuenta de que sólo dos de estos ejecutivos que ingresaron por pertenecer a un partido de la Concertación se llevaron 110 millones de pesos como adelanto de indemnización".

En la investigación también descubrimos que muchos de los ejecutivos, con el objeto de evadir el pago del impuesto a la renta que les generarían las altas sumas pagadas, usaron el camino de incorporarlas a los convenios colectivos, de tal forma de acogerse a los artículos 173 y siguientes del Código Tributario, cuya finalidad es proteger a los trabajadores -y no a estos ejecutivos- y que establecen que no constituyen renta las indemnizaciones que forman parte de un convenio colectivo.

Finalmente, otra causa que ayudó a que estas irregularidades se produjeran es la falta de transparencia generada por los sueldos secretos, los roles privados, las actas secretas y las demandas de mera certeza presentadas por tres empresas del Estado, con el solo objeto de evadir la fiscalización de la Contraloría y de la Cámara de Diputados.

Al hacer un análisis serio respecto del tema de las indemnizaciones y de las empresas públicas, siempre debemos pensar que éstas, a pesar de que no nos demos cuenta, son de propiedad de todos los chilenos. Por lo tanto, somos sus accionistas. ¿Cómo se puede entender, entonces, que aquellos que hemos nombrado para administrar este valioso patrimonio a través de las prerrogativas del Presidente de la República se fijen sueldos secretos, sin que los dueños de las empresas los conozcan? No hay ninguna razón que justifique esta reserva. Por el contrario, estas prácticas son un nido de corrupción, una fuente de irregularidades, una frescura inaceptable para con el país entero.

Aquí se dio el caso de directores que cuando estaban en la reunión tocaban la campanilla para constituir la sesión en secreta y sin acta para tratar el tema de los sueldos. Eso es una falta de respeto para con los millones de chilenos que somos los dueños de esas empresas.

Al respecto, resulta enriquecedor comparar esta situación con lo que ocurre en otras democracias occidentales, como en Estados Unidos y Canadá, donde cualquier ciudadano puede saber el sueldo de un ministro, incluso del Presidente de la República y, además de eso, de los máximos ejecutivos de una empresa privada, lo cual se puede ver cualquier día en internet.

Otra fuente de falta de transparencia y, a mi juicio, de ilegalidad, la constituyen las demandas de mera certeza, respecto de las cuales, por largo tiempo, quienes somos miembros de la Comisión de Minería, como los diputados señores Vilches, García-Huidobro, Valenzuela y los demás que la integramos, hemos conocido la negativa de estas empresas a entregar información.

Varias veces hemos pedido a Codelco; a usted, señor ministro, cuando lo conocí en el tiempo en que asumió, tener conocimiento de los temas de Codelco. Reconozco que hemos avanzado algo, pero no todo lo que nos merecemos como principal ente fiscalizador de las empresas del Estado y de los actos de gobierno.

Codelco, Televisión Nacional y el Banco del Estado mantienen esta situación: demandas de mera certeza, eludiendo que este órgano público o cualquier otro destinado a proteger el patrimonio del Estado pueda fiscalizarlas, lo cual genera un serio riesgo para los recursos del país.

Como si esto fuera poco, se produce el absurdo de que, por un lado, el fisco gasta dinero en estos abogados externos de oficinas conocidas por todos -por supuesto, de la Concertación-, quienes ganan millones de pesos por sus asesorías a dichas empresas en litigios contra otros abogados, también pagados por el fisco: los del Consejo de Defensa, que tratan de establecer las prerrogativas de la Cámara de Diputados y de la Contraloría.

Francamente, eso es un absurdo. Le pido a usted, señor ministro De Gregorio, como superior jerárquico, que ordene a Codelco retirar las demandas de mera certeza y que la legislación vigente se cumpla.

Frente a los hechos descritos anteriormente y como lo dije al principio de mi intervención, resultaría improductivo haber investigado todos estos hechos sin haber formulado propuestas de distinto orden cuyo objeto sea evitar que se vuelvan a repetir.

De esta forma, en el informe de la Alianza por Chile recogemos la percepción de la opinión pública, como ha dicho la honorable diputada señora Lily Pérez hoy en la mañana, de que hay signos inquietantes que confirman y hacen cada vez más urgente la necesidad de modernizar la legislación para fortalecer los mecanismos de control y de fiscalización de los organismos y empresas del Estado.

Sin duda, el episodio de las indemnizaciones no es un hecho aislado y, por lo tanto, nos obliga a hacer proposiciones de diferentes niveles. En consecuencia, paso a proponer lo que es una parte del proyecto de acuerdo que hemos tratado de consensuar para que esto no quede en nada. Los ocho proyectos de ley que allí proponemos son los siguientes:

Primero, limitar las indemnizaciones por años de servicio para los ejecutivos de las empresas del Estado, estableciendo un límite máximo de un mes por año, con un tope de 90 uefes.

Aquí se ha tratado permanentemente de mezclar cosas; pero la honorable diputada señora María Rozas ha dicho con mucha valentía algo de lo que me alegro: "Los trabajadores no tienen nada que ver con este asunto. Éste es un problema de los ejecutivos, quienes entran por la ventana, sin concurso público".

Segundo, aumentar la responsabilidad legal de los directores de las empresas estatales, ya que no es posible que estas personas hagan, firmen y pierdan lo que quieran, sin que tengan ninguna responsabilidad por sus actos. No, señores; estos directores no pueden actuar nunca más sin responsabilidad. Quienes están a cargo de una empresa del Estado tienen que responder tal como lo hacen los ejecutivos de las sociedades anónimas.

Tercero, incrementar las medidas de transparencia e información al público.

Al respecto, quiero decir a los ministros que nos acompañan hoy que, tomando en cuenta que todos los chilenos somos accionistas o dueños de estas empresas, ¿acaso no nos merecemos, como sucede en cualquier empresa privada, que los directores y administradores de estas empresas nos digan, en tiempo y en forma, qué está ocurriendo en ellas?

Señores ministros, ustedes supieron en abril, si no antes, de este problema; pero recién en septiembre, y como consecuencia de un escándalo -primera vez que una pelotera política produce algún resultado- entre personajes de Correos de Chile, la opinión pública pudo conocerlo.

Es obligatorio e indispensable legislar para que quienes administran las empresas del Estado, en tiempo y en forma, no importando si hay campañas políticas o si puede producir daño o no, tengan la obligación de informar a los dueños, que somos todos los chilenos, qué está pasando con nuestro patrimonio.

Cuarto, hacer aplicable a Codelco, al Banco del Estado y a Televisión Nacional de Chile las disposiciones legales que rigen para la generalidad de las empresas del Estado, derogando las actuales excepciones, especialmente las que dicen relación con la fiscalización por parte de la Contraloría General de la República.

Al respecto, queremos ser amplios de criterio, ya que se trata de empresas que deben competir. Por eso, la fiscalización -como lo dijo el contralor y lo hemos planteado en la Comisión- debe ser ex post.

Quinto, radicar en un organismo estatal de carácter técnico y operativo la administración de todas las empresas del Estado. Basta de estas empresas con doble, triple o cuádruple dependencia, que no se sabe si dependen de tal o cual ministro. Todas deben estar bajo la dependencia del SAE o de un organismo similar.

Sexto, tipificar como delito funcionario la falsedad de información por parte de los funcionarios públicos ante el Congreso Nacional.

Señora Presidenta, las facultades fiscalizadoras de la Cámara de Diputados no tienen sentido si vienen jefes de servicios o funcionarios públicos a mentir a las comisiones investigadoras. Éste es un tremendo forado que tiene la facultad fiscalizadora de la Cámara. En consecuencia, se debe tipificar como delito mentir a la Cámara.

Séptimo, establecer un procedimiento de cobro para que se puedan hacer efectivas las sanciones por el incumplimiento de la obligación de entregar la información solicitada por la Cámara.

Finalmente, crear un sistema técnico de selección de ejecutivos. Quizás esto es lo más importante, tomando en cuenta que uno de los problemas más serios fue el nepotismo, el cuoteo político. Se debe legislar para que todos los cargos de ejecutivos se llenen mediante concurso, con el objeto de impedir, de una vez por todas, que se pueda colocar al pariente o al amigo del partido que no tiene trabajo.

Por lo anterior, invitamos a los parlamentarios de la Concertación y a la Sala, en general, a respaldar este proyecto de acuerdo y dar la unanimidad para lograr, con este largo y exhaustivo trabajo de la Comisión, que se nombre un ministro en visita y se hagan las propuestas legislativas para que sean realmente sancionados quienes "metieron las manos".

He dicho.

-Aplausos.

La señora CARABALL, doña Eliana (Presidenta accidental).- Tiene la palabra el honorable diputado señor Sergio Aguiló, por dos minutos.

El señor AGUILÓ.- Señora Presidenta, deseo transmitir una sola idea en estos dos minutos que restan a la bancada del Partido Socialista.

Algunos colegas -creo que con la mejor intención-, han querido contextualizar en sus intervenciones los graves problemas que aquí se discuten, señalando que, en otra época y en otro momento, hubo graves violaciones a los derechos humanos.

(Manifestaciones en tribunas).

Estimo que esa contextualización es un grave error, porque el país ya sabe que la Derecha apoyó a Pinochet y justificó lo que ocurrió en su gobierno; el país, la opinión pública y la ciudadanía ya saben que es un sector político coherente. En este caso, la incoherencia política y moral, digámoslo con todas sus letras, está en la Concertación, porque nosotros, la Concertación de Partidos por la Democracia, nos levantamos para defender la libertad, nos levantamos para defender la probidad,...

-Manifestaciones en la Sala y en las tribunas.

La señora CARABALL, doña Eliana (Presidenta accidental).- ¡Orden en la Sala!

El señor AGUILÓ.- ...nos levantamos para defender a los trabajadores. Ese fue nuestro discurso al país, esa fue nuestra promesa.

-Manifestaciones en la Sala y en las tribunas.

El señor ALESSANDRI.- ¡Ya terminaron los dos minutos!

El señor DITTBORN.- ¡Estos son los dos minutos más largos de mi vida!

La señora CARABALL, doña Eliana (Presidenta accidental).- ¡Ruego a los asistentes a tribunas mantener el orden!

Continúe con su intervención, señor diputado.

El señor AGUILÓ.- Nuestra promesa y nuestro compromiso fue democracia, probidad, justicia social y defensa de los trabajadores.

Sin embargo, los hechos que aquí se han señalado, todos rigurosamente verídicos y demostrados en la Comisión investigadora, que acuciosamente los consignó y verificó, indican que ha habido abuso, saqueo de recursos públicos, robo, falta de transparencia, sinvergüenzura de militantes de nuestros partidos de la Concertación y no de otros.

Por lo tanto, Chile pide consecuencia a quienes dijimos que íbamos a luchar por la libertad y por la democracia, a quienes dijimos que íbamos a ser honrados y probos, a quienes dijimos que íbamos a privilegiar a los trabajadores y la justicia social; no a otros, que no dijeron eso. A nosotros nos piden consecuencia.

Por lo anterior, señora Presidenta, quiero terminar diciendo que a este informe de mayoría le falta incorporar la exigencia del ministro en visita, demanda que nosotros también hemos planteado respecto de otras graves violaciones que se han cometido en el país. En consecuencia, también pedimos el nombramiento de un ministro en visita para que investigue estos hechos, porque aquí también se han cometido graves delitos, que han remecido la conciencia de muchos chilenos y chilenas.

He dicho.

La señora CARABALL, doña Eliana (Presidenta accidental).- Tiene la palabra la honorable diputada señora María Rozas.

La señora ROZAS (doña María).- Señora Presidenta, cuando se escucha la opinión de la mayoría de la gente respecto de lo que pasa con estas comisiones investigadoras, uno piensa que no sucederá absolutamente nada y será una más, porque hoy en día la política se hace por los medios de comunicación y no se observa lo que pasa en su interior. Creo que la opinión pública ha quedado impactada por estos robos cometidos por parte de algunos funcionarios.

En los momentos más difíciles de mi vida, durante muchos años, he aprendido que de todo lo malo hay que sacar lecciones positivas. Es bueno que haya democracia en nuestro país, porque todos los chilenos han podido conocer, a fondo, quiénes han actuado en mala forma y dónde están los unos y los otros. 

Una máxima en política dice que uno tiene que aprender a castigar y a denostar a los que hacen mal las cosas, pero no puede emporcar a todos por irresponsabilidad de algunos. Algunos han tratado de decirnos que estos sinvergüenzas y ladrones son los políticos de hoy día, pero yo sigo insistiendo en que esto no es así. La política, como nos enseñaron a la gran mayoría, es la posibilidad de servir a la gente sin servirse de ella, y, felizmente, debo reconocer que todavía sigue habiendo mayoría de ellos en la Derecha, en la Izquierda, en la Democracia Cristiana y en todos los partidos. Por eso, es inaceptable decir que son políticos los sinvergüenzas que se han aprovechado de la política para cometer esta acción. Pero empecemos a separar aguas con nombres y apellidos.

La política no se hace con escándalos ni por la televisión. Ella es el trabajo diario de la gente que sirve desde los cargos más altos hasta los más mínimos. Felizmente, todavía hay gente que tiene este concepto antiguo, pero que sigue estando de moda: servir a la gente en la verdadera política.

Hago esta reflexión para hacer la separación. Ahora se sostiene que ser político moderno es ser "light", tener buena pinta, buena casa y auto, y que, para lograrlo, no importa el medio que se utiliza ni su costo; sólo hay que hacerlo rápido. Esos son sinvergüenzas, y nos repugna que muchos de ellos sean incluso de nuestros propios partidos. 

Debo reconocer que a los democratacristianos nos ha dolido que militantes nuestros, por querer adaptarse a este nuevo modelo político, se hayan aprovechado de las circunstancias y olvidado los principios y valores de nuestra colectividad. Así, el partido ha debido asumir medidas que duelen, pero que son necesarias para evitar, por culpa de algunos, emporcarlos a todos.

También hay que decir con claridad, aunque nos duela, para reivindicar a los que hacen una política distinta, a aquellos que han actuado en esta Comisión, que, quizás por falta de tiempo, no se destacaron informes que llegaron a ella. En 1991, en el Banco del Estado, una circular del Presidente Patricio Aylwin terminó con las indemnizaciones a los ejecutivos de su exclusiva confianza en esa época. También en Codelco -hay que darlo a conocer para hacer resaltar la falta de transparencia en la información- hay un plan estratégico, entre trabajadores, empresarios y ejecutivos, donde las indemnizaciones se entregan por igual, tanto a trabajadores como a ejecutivos. Comparto que hay falta de transparencia en los sueldos, pero no en los procesos de negociación colectiva, desde el punto de vista de los beneficios de los trabajadores.

Quiero destacar dos hechos. Se ha dicho mucho del trabajo realizado por la presidenta del Consejo de Defensa del Estado, señora Clara Szczaranski, pero no hay que olvidar lo que ha efectuado uno de los nuestros, el señor Jorge Morales, servidor político que ha delimitado, en esos informes, situaciones que no se pueden perseguir desde el punto de vista legal, pero que, desde el punto de vista laboral, se observa cómo se han aprovechado del código laboral algunos de los nuestros para tratar de tapar las sinvergüenzuras que han significado el pago de indemnizaciones legales, pero ilegítimas; el pago abusivo de vacaciones de 120 días por año y las indemnizaciones pactadas voluntaria y legalmente en el contrato de una misma persona.

No discuto que un ejecutivo tenga derecho a esos beneficios, siempre y cuando los trabajadores tengan los mismos, más todas las garantías que esos ejecutivos -que perdieron la conciencia social en el camino por querer ser ejecutivos modernos- no les quisieron reconocer.

Los bonos de adelanto de indemnizaciones constituyen una vergüenza. A un trabajador de ferrocarriles, cuyo hijo padecía de cáncer, se le negó la indemnización porque no era política de la empresa; pero al ejecutivo sí se le dio. Esos ejecutivos no pueden seguir siendo parte de la Concertación ni del pacto que representamos. No estamos dispuestos a pagar un costo tan alto denunciando estos hechos en su momento. Ayer estuvieron presas muchas dirigentas sindicales por denunciar la privatización y la sinvergüenzura. No volveremos a ese asunto, pero lo que denunciamos ayer lo hacemos hoy con la misma fuerza. Eso es consecuencia: mantener ayer, hoy y mañana el mismo discurso, independientemente de cuál sea su costo. Como dice un viejo político, es preferible ponerse rojo una vez que vivir poniéndose rosado. 

En esta línea, quiero disentir de muchos de mis compañeros de partido y de la Comisión. En mi opinión, los cargos de confianza deben seguir siendo ocupados por militantes políticos, pero con dos agregados no menores: tener calidad profesional y técnica, pero exigiéndoles a los nuestros, más que a nadie, criterio político y social por sobre cualquiera otra cosa. Esto no se compra ni se transa en el mercado: se adquiere sobre la base de principios y de valores que no tienen precio alguno y que no se pueden comprar a la vuelta de la esquina.

Quiero ejecutivos responsables, que defiendan los intereses fiscales y sean transparentes. Esto lo digo tanto respecto de las empresas públicas como de las AFP, administradoras de fondos de pensiones, donde los negocios también deben ser transparentes, porque son platas de los trabajadores.

He dicho.

La señora CARABALL, doña Eliana (Presidenta accidental).- En el turno siguiente, tiene la palabra, por seis minutos, el diputado señor Julio Dittborn.

El señor DITTBORN.- Señora Presidenta, la diputada María Rozas ha dicho, en un gesto de honestidad, que a la Democracia Cristiana le ha dolido este incidente de las indemnizaciones. Sin duda, a muchos diputados socialistas y del PPD también les debe de haber dolido.

Claro que sí, porque debe ser muy difícil explicar al país actuaciones cometidas por aquellos que permanentemente se han declarado partidarios de los trabajadores, de los pobres, y se han planteado siempre como personas intachables, moralmente superiores al resto, quienes, además, han devuelto al país la libertad, la justicia social. Para ellos debe ser muy doloroso y difícil de explicar, especialmente a los trabajadores y a los más pobres del país, que durante su gobierno un grupo de ejecutivos políticos se ha apropiado, por no decir robado, de 26 millones de dólares, cantidad que en un país como el nuestro es mucho dinero. Es más de lo que ha recaudado la Teletón en toda su existencia. ¿Cómo les explicamos esto a los pobres, a los trabajadores?

Bueno, el diputado señor Aguiló, a través de usted, señora Presidenta, insinuaba una explicación: le echaba la culpa a Pinochet.

El señor AGUILÓ.- ¡No! ¡Exactamente al revés!

El señor DITTBORN.- Realmente, lo único que no esperaba escuchar en este debate era que el tema de las indemnizaciones tuviera alguna relación con el gobierno militar y el general Pinochet. Incluso, ayer llegué a pensar que no iban a tener tanta imaginación como para encontrar un lazo entre las indemnizaciones y el gobierno militar, pero la tuvieron. El diputado Aguiló, sin mucha creatividad, porque no se entiende mucho el nexo, indirectamente ha hecho un paralelo entre el escándalo de las indemnizaciones y el general Pinochet.

Lo ocurrido es imposible explicárselo al país y expresarle -como decía la diputada María Rozas- que aquellas personas, que se supone son políticos nobles, interesados en el prójimo, con desprendimiento y valores, que se esfuerzan y sacrifican por servir a los demás, y que gozan del favor y la responsabilidad política, son capaces de acordar ellos mismos el pago de indemnizaciones a todo evento. Aquellos que en algunas empresas públicas tienen sólo seis meses de trabajo y luego renuncian, obtienen una indemnización correspondiente a doce años de trabajo. ¡Esos son los que se sacrifican por los pobres, los que están preocupados por los problemas de los trabajadores! En Codelco, un funcionario sólo trabajó cuatro días y se llevó una indemnización de alrededor de 100 millones de pesos. 

Esto resulta tremendamente difícil de explicar y también debe ser muy doloroso para aquellos que, moralmente, se sienten tan por encima del resto. ¡Cómo explicar lo que ocurrió durante su gobierno!

Lo importante es que, una vez constatado el hecho y asumido el dolor, el Gobierno envíe al Congreso las iniciativas legales necesarias para que esto no ocurra nunca más.

Algo se habló de esta iniciativa cuando empezamos a conocer el problema de las indemnizaciones. El Presidente Lagos dijo que los ejecutivos políticos no iban a recibir indemnizaciones en su Gobierno, que tendrían la misma calidad de un ministro de Estado, porque los más altos cargos de las empresas públicas son de responsabilidad política. Pero después manifestó algo confuso: que las empresas públicas se iban a asimilar al Código del Trabajo; o sea, un mes por año, con tope de 11 años y 90 UF. Pero no hemos visto ninguna iniciativa concreta al respecto. Hago un llamado al Gobierno a que presente los proyectos de ley para que este episodio tan doloroso nunca más se vuelva a repetir.

Es importante, como decía el diputado Prokurica en su brillante exposición, aumentar la responsabilidad legal de los directores de las empresas públicas, ojalá asimilándola a la que tienen los de las sociedades anónimas privadas. 

Es relevante que empresas públicas como Codelco, Banco del Estado y Televisión Nacional, que no son de nadie, porque no pueden llamarse de todos los chilenos; peor aún, son de los ejecutivos y de directorios que administran esas parcelas de poder que todavía existen en el sector público chileno, pero ellas no deben existir y tienen que realizar una gestión transparente para la comunidad. 

Es importante que conozcamos permanentemente el accionar de las empresas del Estado. Al respecto, le sugerí al ministro de Economía, quien nos acompaña, que podríamos imitar algunas experiencias ajenas. En Estados Unidos, por ejemplo, muchos cargos de alta responsabilidad política, como podrían ser los directores o altos ejecutivos de empresas públicas, tienen que pasar por un escrutinio público en el Senado. Eso tiene dos ventajas. Alguien decía que era politizar el nombramiento de los ejecutivos, pero, ¡por favor!, qué más politizado de lo que lo tenemos hoy día, en que el gobierno de turno nombra al ciento por ciento de los directores y altos ejecutivos políticos. 

Considero que usando la imaginación y decisión, el Gobierno no puede perder esta oportunidad de que hechos tan dolorosos queden sin una respuesta legislativa o reglamentaria adecuada. 

Invito al Gobierno a que envíe los proyectos necesarios para que los podamos debatir en esta Cámara, ahorrándole al país un incidente de esta naturaleza en el futuro.

He dicho.

-Aplausos.

La señora CARABALL, doña Eliana (Presidenta accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Felipe Letelier.

El señor LETELIER (don Felipe).- Señora Presidenta, me alegré cuando la señora María Soledad Lascar puso en el tapete esta situación al dar a conocer las indemnizaciones que se pagaron en Correos de Chile, porque nos permitió conocer la realidad de lo que ocurría en algunas empresas públicas.

Quiero señalar que todos, sin excepción, rechazamos lo que ha sucedido. Pero, con la misma fuerza, debo decir que no estoy dispuesto a echar en el mismo saco a personas honorables que han servido en estas mismas empresas y que, cuando se han ido, lo han hecho con una indemnización menos que justa. Por eso, no me gustan los discursos en que se generaliza. 

Debo decir que represento a un distrito rural donde la gente ni siquiera sabe qué es una indemnización. Aún más, el 65 por ciento de los trabajadores de nuestro país tampoco lo sabe. Por eso, no tengo ningún impedimento en reconocer que aquí se han cometido errores, porque no soy de aquellos que defienden lo indefendible, ni tampoco estoy dispuesto a que nos digan "quieren empatarnos". Es absolutamente repudiable y cuestionable el abuso que ha existido por parte de algunas personas, de un grupo minoritario que ha sido cuestionado.

Quiero proponer en esta Sala que ningún funcionario de confianza política, de cualquier gobierno, deba ser indemnizado una vez que termine su servicio, porque no son funcionarios de carrera. De lo contrario, existe el riesgo de que se quede en el siguiente gobierno. Es bueno que le digamos a la opinión pública que existen grupos transversales, pequeños, que siempre están donde está el poder. Estos grupos tampoco se pueden comparar con aquellos que fueron gobernadores, alcaldes, funcionarios en otros gobiernos, porque no tienen ninguna relación unos con otros.

Termino señalando que aquí debe surgir un acuerdo, como Cámara, entre la Oposición y nosotros. Estoy de acuerdo en que haya un ministro en visita, porque es vergonzoso y repudiable lo que ha pasado acá. Pero también pediría, con humildad y respeto, que no los echemos a todos en un mismo saco, porque estaríamos dañando la honra y dignidad de mucha gente.

¡Hay que actuar en forma dura con aquellos que cometieron abusos y se aprovecharon de la confianza, porque le han hecho daño a la política y también al servicio público!

He dicho.

-Aplausos.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Edmundo Villouta.

El señor VILLOUTA.- Señor Presidente, quiero señalar el motivo por el cual se rechazó, en la Comisión, la proposición de la Alianza por Chile respecto de los resultados de la investigación.

En sus páginas iniciales simplemente se dedicó a denigrar lo hecho por la Concertación; incluso se falsea de manera tal, que se sostiene que tratamos de impedir que se televisaran las sesiones de la Comisión, en circunstancias de que denantes más de algún parlamentario se refirió a lo bueno que había sido hacerlo.

Se afirma que no permitimos la entrada de los asesores. Ello ocurrió una sola vez, por una razón que aquí ha sido ampliamente explicitada y que, por lo demás, provocó la salida de dicho asesor de la bancada correspondiente.

La Comisión sesionó todos los días y en el horario pedido por la Alianza por Chile; nosotros no limitamos horas ni días para sesionar. Incluso, sin que correspondiera, se trabajó los lunes en la mañana y en la tarde, y en la única oportunidad en que se suspendió una reunión fue precisamente cuando así lo pidió la Alianza. Cada vez que solicitó una interrupción a un ministro, a una visita, a un parlamentario concertacionista, nunca se les negó ese derecho. De manera que molesta la sarta de mentiras y falsedades entregada en el informe de la Alianza por Chile.

He leído el caso del señor Álex Avsolomovich Callejas, de la Quinta Región, mencionado como beneficiario de una alta indemnización; sin embargo, ningún integrante de la Alianza solicitó su asistencia a la Comisión.

La Concertación se ha negado terminantemente a aceptar proposiciones incorrectas de beneficios que no son lógicos ni morales. Hemos rechazado las pólizas de seguros de vida; las vacaciones excesivas, incluso, sin hacer uso de ellas; los préstamos a una tasa de interés inferior a la del mercado y el pago de los impuestos por terceros.

Si la proposición de la Alianza por Chile se hubiera ajustado a la realidad, no habría habido ningún problema, como no lo hay para aceptar pedir un ministro en visita, a pesar de las dudas legales que tenemos con otro colega de la Concertación, sobre el efecto y la racionalidad de dicha proposición.

Los servidores públicos no reciben indemnización, sino un desahucio; ni los profesores, ni los ministros, ni un funcionario público común y corriente perciben indemnización; de manera que no podemos estar de acuerdo con que personeros ejecutivos, anteriores o de este régimen, hayan aceptado proposiciones incorrectas y avalado en su propio beneficio situaciones que siempre debieron favorecer a los trabajadores, pero nunca a los ejecutivos.

Por ello debemos insistir en que el Consejo de Defensa del Estado, la Contraloría General de la República y los organismos que correspondan, persigan hasta las últimas consecuencias a los ejecutivos que, haciendo mal uso de sus facultades, se sobrepasaron en materia de indemnizaciones.

Esa es la idea central que deseaba explicitar, porque aparecemos como echando barro a lo ocurrido, en circunstancias de que ésta es una de las primeras Comisiones que ha cumplido su cometido en el plazo reglamentario. Incluso, aquí se habló de la remisión de ciento y tantos oficios, de los cuales habrían sido contestados sólo veinte. Sin embargo, en el informe se señala que se enviaron 102 oficios, de los cuales 66 no fueron contestados. De manera que hasta en ese punto la proposición de la Alianza también falsea los hechos.

He dicho.

La señora CARABALL, doña Eliana (Presidenta accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Rodrigo Álvarez.

El señor ÁLVAREZ.- Señora Presidenta, aquí se han pronunciado discursos muy sólidos de parte de la Alianza por Chile, tales como los de los diputados señor Prokurica, señora Lily Pérez, y señores Víctor Pérez y Julio Dittborn. Sin embargo, quiero centrar mi intervención en un tema muy concreto: el efecto que esto puede causar en ciertas empresas, y voy a tocar el caso más emblemático para la Región de Magallanes y Antártica chilena -que represento en esta Cámara-: el de la Empresa Nacional de Petróleo, Enap.

Muy pocos diputados pueden entender el impacto que tiene una empresa en el contexto de una región. Probablemente, los diputados por Calama entienden lo que es Chuquicamata; los de Rancagua, en el mejor momento, entendían a El Teniente, y para Magallanes, Enap fue una empresa no sólo emblemática, sino también fundamental para su desarrollo. El diputado señor Moreira -a mi lado- lo entiende por los años que vivió en la región. Elementos como éstos no sólo impactan a una empresa, sino, además, a una región, a una ciudad completa, como es Punta Arenas, y a todos los magallánicos.

Lo primero que uno se pregunta es cómo es posible que una empresa pública haya tenido un régimen de indemnizaciones que no se homologa con el de ninguna empresa similar; donde trabajar en la empresa 6 meses y 1 día era exactamente igual que trabajar 12 años. Es imposible tener un régimen de indemnizaciones que iguale el esfuerzo de una persona que trabaja 6 meses y 1 día con el esfuerzo realizado por otra durante 12 años. Esto lo permitió Enap en enero de 1999, cuando estaba a cargo del señor Álvaro García Álamos, padre del actual ministro secretario general de la Presidencia, y quien, además, era ministro de Economía del anterior régimen cuando su padre fue designado gerente general de Enap.

Uno puede pensar que quizás esto fue una cosa menor, sólo para 1999, pero no aconteció así. Si uno revisa los informes enviados se puede dar cuenta de que, en 1995, un acuerdo de directorio dispuso aumentar las remuneraciones, los premios, las prebendas para los ejecutivos, al cuartil más alto del mercado. 

Parlamentarios de Gobierno, como la diputada señora María Rozas y muchos otros, han hablado de austeridad, lo que comparto plenamente; pero a qué austeridad se refieren, si en 1995 ni siquiera se pidió igualar el monto de los beneficios al promedio de mercado, sino elevarlos al 25 por ciento más alto de éste. Entonces, la acontecida no es una situación absolutamente marginal. Al mismo tiempo, se tomaban decisiones para Enap, como entregar un préstamo hipotecario a tasas preferentes; incluso, si uno contabilizaba los años, ellas podían ser menores al reajuste. O sea, entregar en préstamo 115 millones de pesos a un ejecutivo de Enap, a una tasa del 4 por ciento, es absolutamente inaceptable para los miles de trabajadores de Enap; de la Refinería de Petróleo de Concón, RPC, en la Quinta Región; de Pétrox, en la Octava Región; de Enap, en Magallanes.

Se le preguntó a Daniel Fernández, actual presidente de Enap, cuál fue el motivo para tomar estos acuerdos, y señaló -reconozco su amplia entrega de información- que se adoptó este régimen de indemnizaciones para atraer nuevos gerentes, nueva gente de mercado. Entonces, la pregunta inmediata fue con cuánta gente se logró, en 18 meses, dicho propósito; porque si se impuso este régimen de indemnizaciones es lógico indagar a cuántos profesionales lograron atraer. La respuesta inmediata fue: ninguno. No lograron contratar a nadie, porque esa no era la intención. 

De inmediato se le pidió al señor Fernández que explicara la situación de los contratados durante los últimos cinco años: cuál era su empresa paralela, es decir, de dónde venían; qué remuneraciones de mercado recibían; pero la respuesta fue el silencio absoluto, porque no pudo explicar cuál era la experiencia de los contratados en el último tiempo en puestos netamente políticos, ni emitir juicio sobre su capacidad, ni precisar cuál era su sueldo paralelo al mercado antes de ser contratado por la empresa pública. Esto es absolutamente inaceptable.

Debo reconocer el derecho absoluto de los trabajadores de las cuatro ramas de Enap para lograr convenios colectivos y mejorar su situación económica, sobre todo si se considera que hay trabajadores que pasan siete días en un pozo sobre el Estrecho, acompañados sólo de una persona o de otras que durante el invierno permanecen 15 días en Tierra del Fuego.

En esos casos es posible entender y justificar regímenes especiales, pero no para ejecutivos de características como las que aquí se han señalado.

Por eso, pienso que la doctrina del Presidente Lagos debió haber sido distinta. No debió haber dicho: ¡o devuelven el dinero o se van!, sino: ¡devuelvan el dinero y se van!

He dicho.

La señora CARABALL, doña Eliana (Presidenta accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Sergio Velasco.

El señor VELASCO.- Señora Presidenta, quiero hacer algunas reflexiones, porque, tal vez por la pasión o el deseo de decir algunas cosas, a veces se incurre en graves errores.

La Comisión investigadora trabajó -como lo dije cuando rendí mi informe- en forma extraordinariamente profesional, seria y responsable. Lo hicimos por el bien del país, porque la denuncia de indemnizaciones millonarias, indebidas, ilegítimas y, en algunos casos, hasta vergonzosas, sin duda alguna estremeció a nuestra nación a lo largo y ancho de su territorio.

Quienes somos parte del Gobierno y militamos en un partido político no vamos a proteger a nadie, porque no tenemos, desde ningún punto de vista, interés alguno en hacerlo. Mantenemos nuestra posición inclaudicable, en cuanto a entregar, si la situación así lo amerita, todos los antecedentes del caso a la justicia ordinaria; incluso estamos dispuestos a aceptar la proposición formulada por algunos diputados en la Comisión, en cuanto a pedir a la Corte Suprema la designación de un ministro en visita, a fin de que investigue todas las denuncias sobre la materia. El Consejo de Defensa del Estado ya está investigando algunas indemnizaciones pagadas en forma indebida. Asimismo, queremos pedir a la Contraloría General de la República que investigue y fiscalice exhaustiva y permanentemente todos y cada uno de los regímenes de cuenta de las empresas estatales.

Aquí se ha hablado en forma reiterada -materia que tiene relación con el informe entregado en forma transparente- de los aproximadamente 33 mil millones de pesos pagados en indemnizaciones. Sería interesante saber a cuántas teletones equivale esta cifra. Pero considero esencial aclarar aquí que más del 80 por ciento de esos 33 mil millones fueron pagados a ejecutivos y personeros que ocuparon cargos de confianza desde el gobierno militar. 

Pruebas al canto -no daré nombres, porque no es propio de mí hacerlo-: indemnizaciones por 530 millones de pesos por contratos de más de 20 años; indemnizaciones por 427 millones de pesos también por contratos por más de 20 años, y así sucesivamente. En este estudio, realizado en forma muy acuciosa, aparece claramente señalado en qué circunstancia se encuentra cada una de estas personas, y tanto el Consejo de Defensa del Estado como la Contraloría General continúan con sus investigaciones. Pero éstas no son las únicas cifras; hay otras -repito- relativas a indemnizaciones que fueron pagadas. La Contraloría General informó que las indemnizaciones pagadas a ejecutivos de la Concertación alcanzan a 12.500 millones de pesos.

Por eso he querido intervenir; porque aparte de lo dicho aquí, hay otros hechos que es necesario dejar establecidos con meridiana claridad. En efecto, nuestra Comisión trabajó con la más absoluta transparencia, en presencia de los medios de comunicación. Por desgracia -tengo que decirlo-, algunos diputados de la Oposición se entusiasmaban cada vez que la televisión permanecía en la Comisión más de la cuenta. ¿Acaso podemos olvidar las palabras pronunciadas por algunos parlamentarios en la Comisión diciendo que les daba vergüenza pertenecer al Congreso Nacional? Creo que esas expresiones no enaltecen a esta institución tan importante, recuperada para la democracia gracias al esfuerzo de todos los chilenos. 

Pero ésa no fue la única aseveración formulada en la Comisión. Además se señaló -para que lo sepan los señores ministros- que estas indemnizaciones se estaban pagando para lavar dinero proveniente del narcotráfico. Es otra de las falacias que considero muy incongruentes.

Acerca de la denuncia formulada por mi colega Gabriel Ascencio respecto de un señor que, supuestamente, era periodista, tenemos claro conocimiento de que él estaba íntimamente relacionado con un personaje tristemente célebre: el señor Álvaro Corbalán. Si no era así, ¿por qué no evitaron que fuera expulsado de la Cámara? 

Pero no es el único caso, y quiero decirlo con mucha altura de miras. Considero inaceptable que, después de tomar una decisión, un diputado haya tenido la desfachatez de amenazarme telefónicamente. Ésa es una demostración de bajeza que no está acorde con la democracia en que vivimos. Esto ocurría en el pasado, en los tiempos en que él se entrevistaba nada menos que con Manuel Contreras, para que éste dijera que yo habría sido informante de la Dina. ¡Qué estupidez más grande! ¡Qué tontería más grande! ¡Qué ocurrencia tan pequeña, típica de un payaso! Quiero decirlo, porque me interesa que usted, señor Presidente, sepa que no por nada, durante un largo tiempo, mi familia y yo fuimos objeto de permanentes amenazas sólo por el hecho de presidir la Comisión. No tuve miedo en el pasado, ni menos lo tendré ahora; no estoy amparando a personas que usurparon dinero del fisco, del Estado, de todos los chilenos, al recibir estas indemnizaciones. No aceptaré, desde ningún punto de vista, que un diputado, por muchas entrevistas que haya tenido con Manuel Contreras -"el Mamo"- en Punta Peuco, trate de intimidarme, porque tengo los pantalones bien puestos. Que sepa bien que eso no se puede hacer en democracia, porque no habla bien de su persona.

Reitero que este tema de las indemnizaciones ha golpeado muy duramente a nuestro país. Por eso, el Ejecutivo debe calificar con la máxima urgencia el proyecto que envió sobre la materia y cualquier iniciativa destinada a impedir que estos hechos se repitan. Es necesario cautelar la correcta inversión de los recursos públicos, y debemos actuar como fiscalizadores cuando fuere procedente. La Comisión trabajó en forma eficiente -como lo dijo el honorable diputado Edmundo Villouta- todos los días fijados con anterioridad. La única vez que se suspendió una sesión fue cuando algunos diputados de Oposición así lo pidieron. Ésa es la actitud que tuve como presidente y el espíritu que anima a nuestra Corporación: decirle al país que estas cosas jamás pueden volver a ocurrir.

He dicho.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Juan Ramón Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, este debate y las reuniones efectuadas por la Comisión han sido muy enriquecedores, más allá de algunos contratiempos y pequeños problemas.

Es conveniente señalar que terminamos la tarea dentro del plazo previsto, y los diputados integrantes de la Comisión reconocemos el aporte hecho por algunos parlamentarios de la Oposición, como ocurrió, por ejemplo -es la información que tenemos-, con el diputado Prokurica, quien, además, redactó un proyecto de ley; es decir, la Comisión fue mucho más allá de la tarea encomendada, que consistía en investigar el escándalo de las indemnizaciones. El segundo punto era proponer un proyecto de acuerdo. 

En consecuencia, la Comisión realizó un buen trabajo, al margen de que sus miembros hicieron diversos aportes. De manera que hemos cumplido a tiempo con nuestra tarea, y estamos viendo la posibilidad de aprobar un proyecto único, que no tenga las consideraciones ofensivas que, según nuestro criterio, consignaba alguna otra propuesta anterior.

Sin duda, hay buena voluntad. Sería muy importante para los chilenos saber que la Cámara de Diputados, por unanimidad, condena estos hechos y busca una forma de solucionarlos para que nunca más se repitan.

He consultado a algunos diputados que tienen mayor antigüedad como tales, y me dicen que, prácticamente, sería la primera vez que esto se hiciera. Sería también una señal muy importante que la Cámara de Diputados, en su conjunto, por unanimidad, se constituyera en freno moral para actitudes que nos avergüenzan a todos.

El fondo de la cuestión parecería ser entonces que no es una política oficial de los gobiernos de la Concertación -no puede ser, no es así, no ha sido así ni nunca lo será- la política de la corrupción y del nepotismo. Los instructivos y los documentos de los Presidentes Aylwin, Frei y Lagos demuestran que no es así. 

Se trata, como bien decía ayer el editorial de "La Segunda", más allá de que uno esté de acuerdo o en desacuerdo con la línea de la argumentación, de un fenómeno humano. Siempre hay gente dispuesta a aprovecharse de las circunstancias, más allá del signo del gobierno, del tiempo o de la época.

Entonces, pensamos que no es conveniente que, en un voto unánime, aparezcan nombres de personas decentes al lado del de otras que abusaron de la confianza que se les había entregado; que aparezcan nombres de personas cuya vida personal y pública es ejemplo de decencia. Ello nos parece un acto injusto y, por eso, hemos dicho que no juntemos las cosas.

Este escándalo ha motivado muchos artículos de prensa, muchas entrevistas y un documento que es poco conocido. Los institutos, las asesorías se han pronunciado. ¿Pero la Conferencia Episcopal se pronunció respecto de este problema? Sí, y señaló: "Entendemos que en un clima preelectoral la discusión política se haga más incisiva. Sin embargo, nos parece necesario que se debata siempre con altura de miras, sin difamar a los adversarios y con respeto por la investidura que tienen. De lo contrario, los excesos en el debate y los argumentos oportunistas y demagógicos sólo contribuirán a desprestigiar tan alta vocación, particularmente ante los ojos de los jóvenes". O sea, hay un pronunciamiento magisterial que, condenando este hecho, nos orienta sobre la forma en que deberíamos comportarnos. Este es un fenómeno humano, y en eso todos estamos de acuerdo.

¿Cuál es la experiencia anterior? No se trata aquí, como decía el diputado Dittborn, de que juntemos situaciones. Hay otro documento, muy poco conocido, de la Comisión de Economía, entregado a la consideración de la Sala el 17 de noviembre de 1993 por el presidente de la Comisión, el entonces diputado Armando Arancibia, actual intendente de la Región de Atacama. En cinco líneas resume la investigación de las privatizaciones de las empresas públicas, filiales de la Corporación de Fomento de la Producción.

En la página 2.711 del informe, que es un documento público, porque se dio cuenta a la Sala y está en los boletines de sesiones de la Cámara de Diputados, se señala: "El proceso de privatización que se llevó a cabo en Chile entre 1985 y 1987 significó la venta de 32 empresas pertenecientes a la Corfo, provocándole una pérdida patrimonial que ha sido calculada en 2.209 millones de dólares, en cifras actualizadas a diciembre de 1989". O sea, se trata de la construcción de cinco veces de todas las casas de la ciudad de Rancagua, a precio del año 1989.

Los fenómenos humanos pueden ser parte de lo que nos pasa siempre y, en consecuencia, si algunos merecen sanciones, hay que aplicarlas a los culpables y no colocar a éstos junto con los decentes.

Otra materia que se discutió en la Comisión: el sentido y espíritu del servicio público. Incluso, en los discursos de los miembros de esta Cámara y de muchos líderes políticos, no actores, porque aquéllos ocupan un concepto diferente de éste tan moderno, hablan de "este país" y no de "nuestro país". Pero nuestro país es Chile; aquí nacimos y, seguramente, aquí vamos a morir. Entonces,¿por qué lo destrozamos por la irresponsabilidad de algunos? ¿Por qué no hacemos un esfuerzo por mejorarlo y por reivindicar el espíritu de servicio público de la gente que está aquí en esta Sala, en el Senado y en muchas partes más?

No es una vida fácil ser diputado, senador o autoridad de gobierno. No tenemos indemnizaciones ni jubilaciones; pero en todos nosotros hay un espíritu de servicio público. Cada uno verá el lugar, la trinchera, la circunstancia que la vida le dio. ¿Por qué, entonces, destrozar el espíritu de servicio público por unos pocos que se aprovechan de las circunstancias en cualquier etapa de la vida humana, en cualquier lugar de la historia o en cualquier momento de la civilización?

¿Y que dice la Conferencia Episcopal con respecto al espíritu del servicio público? Señala: "Esta vocación apasionante ha contado en Chile con el ejemplo de grandes figuras de diversos partidos políticos, que en su historia se dedicaron a la patria con gran generosidad, aun sin ser remunerados por sus servicios".

Existen casos de Presidentes de la República, de distintos partidos, que tuvieron que vender sus casas cuando dejaron el cargo. Deberían ser nuestro ejemplo. 

Esta actitud la hemos visto en servidores públicos también de escasos recursos que, con gran grandeza de alma, estimaron como un honor el ser elegidos para cargos de representación popular.

Este escándalo nos ha remecido a todos; por eso estamos en la mejor disposición para recoger iniciativas que permitan que no vuelvan a suceder nunca más.

Termino mi intervención diciendo que hemos cumplido con el trabajo encomendado a la Comisión; hemos recogido todas las buenas iniciativas que hay y esperamos que esta labor termine en un proyecto de acuerdo único, que recoja el profundo sentido de respeto del servicio público de la gran mayoría de los chilenos.

Muchas gracias.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Nelson Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, pese al oscuro presagio que expresa el diputado Montes respecto de lo que puede ser el sentido de mi intervención, deseo puntualizar que no voy a sucumbir a la tentación de contraatacar.

Si ese fuera el propósito, disponemos de un nutrido arsenal de argumentos que pudiese brindarnos el pasado reciente. Pero creo que contribuiría malamente a arruinar una gran oportunidad que hoy tiene esta Cámara como institución fiscalizadora.

No podemos quejarnos de que la Oposición haya sacado partido de una situación que hemos lamentado todos. Es su rol, es su papel. Podría habérseles criticado si no hubieran actuado como lo hicieron. Debemos asumir con humildad que en un gobierno nuestro haya emergido la punta de un iceberg, que nos dejó perplejos a todos.

La gravedad de lo que se conoció en detalle, a través del trabajo de la Comisión investigadora, ha repercutido profundamente en el país. La ciudadanía espera de nosotros una actitud responsable, a la altura de la institución que integramos.

En este debate, las opiniones sustantivas son plenamente concordantes, pero discrepamos de cuestiones estrictamente formales. Debemos hacer un esfuerzo; la Cámara de Diputados tiene el deber de dar una respuesta como institución. Si emitimos una declaración unánime, estaremos sentando un precedente valioso, en términos de que una situación, como la tratada a lo largo de tanto tiempo, ha merecido el repudio de una de las instituciones fundamentales del Estado, sin diferencias de ninguna índole. Despojemos del follaje, que luego se desprende con el tiempo, a la acusación. Dejemos el tronco y sus raíces. Eso es lo que va a perdurar.

Solicito que extrememos los esfuerzos para concluir con un resultado unánime, que nos prestigiará a todos. Pienso que no es el momento de sacar ventajas mezquinas. Miremos un poco más allá. Creo que en un futuro muy próximo tendremos un gran motivo de orgullo respecto de lo que fue la actuación de todos en el día de hoy.

He dicho.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Miguel Hernández.

El señor HERNÁNDEZ.- Señor Presidente, debemos sentirnos satisfechos por el grado de coincidencia que hemos alcanzado frente a un tema que ha sido calificado como un verdadero escándalo. Ese grado de coincidencia nos debe enorgullecer.

Valoro sinceramente el trabajo de los miembros permanentes de la Comisión. Creo que es una de las pocas veces en que una Comisión investigadora ha arribado a puerto en el plazo que se le confirió y ha sido capaz de analizar con prontitud, diligencia y profundidad mucha documentación de gran complejidad.

En el transcurso del funcionamiento de esta Comisión, el debate fue intenso y público. A lo mejor, en más de una oportunidad pecamos de agresividad y de no tener la suficiente objetividad. Pero si ello ha ocurrido, fue porque nos sentimos impactados por el tema.

El diagnóstico es similar. He asumido que tenemos el síntoma, que debe preocuparnos a todos, de una peligrosa enfermedad: no tenemos un Estado moderno. Ésa es una tarea pendiente, que debería ser una de nuestras principales preocupaciones y ocupaciones. Un Estado moderno es lo que requiere este país para superar el subdesarrollo, tarea que debería convocarnos a todos.

En la modernización del Estado, obviamente el manejo de las empresas públicas reviste vital importancia.

Quiero señalar dos conceptos.

En primer lugar, quienes participan en el Gobierno, llegan a servir y no a servirse. Por eso, debemos reivindicar el servicio público en la gestión política. Si somos capaces de hacerlo e impulsarlo, obviamente estaremos apuntando derechamente en la línea de la modernización del Estado y de las empresas públicas, con conceptos que se arrastran desde hace mucho tiempo.

En segundo lugar, debe haber transparencia en la gestión de las empresas públicas, que son de todos los chilenos. El país debe saber qué pasa en ellas.

Pero hay un tema relacionado muy directamente con nuestra función parlamentaria, como es el de la facultad fiscalizadora. Es necesario hacer los esfuerzos para profundizar la facultad fiscalizadora de los diputados. Ésa es una tarea pendiente que debemos asumir con mucha fuerza. He recibido críticas, que asumo, por haber dicho públicamente que, desde mi punto de vista, había razones para acusar constitucionalmente a ministros de Estado.

Quiero aclarar dos cosas.

En primer lugar, insisto en que lo que hice fue proponer a la Comisión que analizara los antecedentes, de los cuales nos quejábamos como diputados -lo mismo hizo la presidenta del Consejo de Defensa del Estado-, en términos de las dificultades que se tuvieron para conseguir que instituciones públicas entregaran los antecedentes necesarios para la investigación.

No quiero que se entienda mal, pero no me cabe la menor duda de que la sola mención de la posibilidad de una acusación constitucional agilizó la entrega de antecedentes no sólo a esta Comisión, sino que a otras instituciones que están trabajando en este tema. En ese sentido, quiero reiterar lo que expresé hace algunos momentos: debemos hacer todos los esfuerzos para profundizar la facultad fiscalizadora y exigir a las instituciones del Estado que entreguen -con aplicación de sanciones a las que no lo hagan-, completa y oportunamente, los antecedentes que les sean solicitados por parte de esta Cámara.

Por último, quiero expresar la satisfacción de la bancada de la Democracia Cristiana por la forma como se trabajó en esta Comisión. Muchas veces, con dolor, vimos que algunos de los nuestros estaban involucrados. Pero, tal como lo dijimos y lo volvemos a repetir, no vamos a encubrir a nadie. ¡La verdad, aunque duela! Quien tiene responsabilidades deberá asumirlas en forma personal. En eso seremos inflexibles.

Señor Presidente, Chile se siente satisfecho y orgulloso de ser uno de los países con menor corrupción en América Latina, y ese es un capital de todos los chilenos. Los parlamentarios debemos cuidar y preservar ese inmenso capital que nos pertenece a todos. Por eso, hemos dicho una y otra vez que en el tema de las indemnizaciones aquel que tenga responsabilidades tendrá que pagar personalmente sus culpas, y los parlamentarios deberemos implementar todas las modificaciones legales, administrativas y de cualquier otra índole tendientes a impedir que estos vergonzosos hechos se vuelvan a repetir.

He dicho.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, tengo que felicitar a cada uno de los diputados que han participado hoy en la Sala, por el interés que han demostrado en conocer las conclusiones de una Comisión que trabajó en forma acuciosa y ardua. Los diputados que participamos en la Comisión durante más de setenta horas de trabajo sacrificamos tiempo que deberíamos haber dedicado a nuestros distritos y a otras labores fiscalizadoras y legislativas. Sin embargo, estamos llegando al final de un trabajo que espero se corone -al menos así lo hemos conversado y compartido con cada uno de los representantes de las bancadas de la Cámara de Diputados- con un solo proyecto de acuerdo, que recoja, en forma efectiva, aquellas medidas que tiendan a sancionar a quienes cometieron estos hechos luctuosos, que constituyen una burla y una vergüenza nacional, especialmente para miles de trabajadores que no tienen esas prerrogativas de las cuales se han aprovechado aquellas personas que han abusado de sus cargos.

No obstante, no quiero que quede la sensación de que estos hechos corruptos y repudiables, que han sido condenados por la opinión pública y por todos los parlamentarios de esta Sala, son generalizadamente cometidos por todos los funcionarios públicos. En ese sentido, quiero reivindicar la vocación de servicio público de miles de ejecutivos, trabajadores y funcionarios que legítima y éticamente han percibido, tal como lo ha dicho el propio contralor general de la República, parte de los 33 mil millones de pesos que se han pagado en indemnizaciones durante los últimos diez años, pues la gran mayoría tiene un respaldo no sólo jurídico, sino ético y moral.

Por lo tanto, quiero hacer presente que estamos frente a un problema país, porque se ha cometido fraude a la fe pública y al patrimonio nacional al usar -y abusar- de los cargos en beneficio propio. Sin embargo -reitero-, la mayor parte de los 33 mil millones de pesos pagados por concepto de indemnizaciones son inobjetables desde el punto de vista jurídico y moral, lo cual está fundado en una frase textual del contralor general de la República.

No obstante, aún queda pendiente la parte de las indemnizaciones que han sido percibidas por aquellas personas que están siendo estudiadas por el Consejo de Defensa del Estado, para los efectos de las presentaciones de las demandas respectivas.

No quiero que quede la sensación de que esto sólo involucra a personeros de la confianza del Gobierno de la Concertación ni de que quiero empatar. Este es un problema país, y que la Cámara de Diputados debe resolver con madurez, reflexión y responsabilidad. Se han hecho grandes esfuerzos para aunar criterios y aprobar un solo proyecto de acuerdo, que resuma la ira, desilusión y desesperanza que muchas veces sentimos cuando ocurren estos hechos en el país. En todo caso, se debe tener presente que esto ha acontecido en el transcurso de la historia del país y de los distintos gobiernos, por lo cual me alegro mucho de pertenecer a la Cámara de Diputados que pondrá fin o que establecerá una metodología para terminar con las condiciones que han hecho posible que algunos inescrupulosos abusen de sus cargos.

Por último, quiero reiterar mis felicitaciones a los diputados que han participado en la discusión y que han contribuido con su presencia en esta sesión, así como a los ministros que asistieron, porque ello avala que estamos frente a un problema nacional que debemos corregir para que nunca más se vuelvan a repetir estos hechos.

He dicho.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Cerrado el debate.

Se suspende la sesión.

-Transcurrido el tiempo de suspensión:

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Continúa la sesión.

Antes de votar el informe, el señor Prosecretario dará lectura a los pareos.

El señor ÁLVAREZ (Prosecretario accidental).- Se han registrado en la Secretaría los siguientes pareos: de la diputada señora Sciaraffia con el diputado señor Kuschel; de la diputada señora Prochelle con el diputado señor Martínez, don Gutenberg; del diputado señor Errázuriz con el diputado señor Riveros; del diputado señor Vargas con el diputado señor Letelier, don Juan Pablo; del diputado señor Coloma con el diputado señor Lorenzini; del diputado señor Ulloa con el diputado señor Krauss; de la diputada señora Ovalle con el diputado señor Pérez, don Aníbal; del diputado señor Reyes con el diputado señor Recondo; del diputado señor Mulet con el diputado señor García, don René Manuel; del diputado señor Palma, don Andrés, con el diputado señor Caminondo; del diputado señor Acuña con el diputado señor Molina; del diputado señor Monge con el diputado señor Pérez, don José, y del diputado señor Rojas con el diputado señor Mora.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Se han presentado dos proyectos de acuerdo; para tratarse, necesitan de la unanimidad de la Sala.

¿Habría acuerdo?

No hay acuerdo.

En votación el informe.

 

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 40 votos; por la negativa, 29 votos. Hubo 1 abstención.

 

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Aprobado.

 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Allende (doña Isabel), Arratia, Ávila, Rozas (doña María), Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo (don Patricio), Encina, Hales, Hernández, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Jiménez, Leal, León, Letelier (don Felipe), Luksic, Montes, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Naranjo, Navarro, Núñez, Ojeda, Ortiz, Palma (don Joaquín), Rincón, Rocha, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Seguel, Tuma, Valenzuela, Velasco, Villouta, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

 

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Alessandri, Álvarez, Bertolino, Cardemil, Correa, Cristi (doña María Angélica), Díaz, Dittborn, Espina, Fossa, Galilea (don Pablo), García (don José), García-Huidobro, Guzmán (doña Pía), Ibáñez, Leay, Longton, Longueira, Martínez (don Rosauro), Masferrer, Melero, Moreira, Orpis, Palma (don Osvaldo), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prokurica, Vega y Vilches.

-Se abstuvo el diputado señor Elgueta.

El señor LONGTON.- Señor Presidente, como nosotros tenemos una opinión distinta, presentamos un proyecto de acuerdo tendiente a establecer las responsabilidades que puedan existir. Como no nos enteramos en qué momento se pidió la unanimidad de la Sala para tratarlo, pido que se vote, a fin de que se tramite como todos los proyectos de acuerdo.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Señor diputado, la solicité muy explícitamente y como no hubo unanimidad, quedó sujeto a la tramitación normal de todos los proyectos de acuerdo.

 

VII. PROYECTOS DE ACUERDO

SUSPENSIÓN DE ENVÍO A DICOM DE DATOS DE DEUDORES MOROSOS DE INVERCA E INVESTIGACIÓN DE RELACIONES ENTRE ESTA EMPRESA Y EL MINISTERIO DE VIVIENDA. (Votación).

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Corresponde votar, por última vez, el proyecto de acuerdo Nº 522, sobre el envío a Dicom del listado de deudores morosos del Serviu.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 38 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Rechazado el proyecto por falta de quórum.

REVISIÓN DE GRIFOS POR EMPRESAS SANITARIAS.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Varios señores diputados han solicitado ver de inmediato el proyecto de acuerdo Nº 527, sobre creación de un comité de crisis ministerial para analizar el excesivo aumento de precios de los combustibles, que, según entiendo, cuenta con el respaldo de todas las bancadas, el cual, si no se trata hoy, pierde su oportunidad.

Tiene la palabra la diputada señora María Rozas.

La señora ROZAS (doña María).- Señor Presidente, en la sesión de ayer pedimos prioridad para tratar el proyecto de acuerdo Nº 517, sobre revisión de grifos de agua potable, debido a la situación que está afectando a las compañías de bomberos de todo el país.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- ¿Habría acuerdo para tratar, en primer lugar, el proyecto de acuerdo Nº 517, y luego, el Nº 527, patrocinado por el diputado señor Vilches?

Acordado.

El señor Prosecretario les va a dar lectura.

El señor ÁLVAREZ (Prosecretario accidental).- Proyecto de acuerdo Nº 517, de la diputada señora Rozas, doña María, y de los diputados señores Krauss, Núñez, Prokurica, Ulloa, Naranjo, Martínez, don Gutenberg; Silva, Ojeda y Ortiz.

"Considerando:

Que en las actividades para enfrentar y combatir los incendios, cuyas características y peligrosidad son cada día mayores, la utilización del agua sigue siendo el principal elemento de apoyo;

Que para contar con ese elemento los cuerpos de bomberos necesitan disponer de él en caudal y presión adecuados y en la oportunidad pertinente;

Que para que ello ocurra se necesita contar con la adecuada provisión de grifos en estado de funcionamiento, de manera que al conectarse las mangueras la salida de agua responda a los requerimientos del personal de bomberos que enfrenta el siniestro;

Que la experiencia demuestra que, lamentablemente, el estado de mantención de muchos grifos no es satisfactorio, pues se encuentran sucios, no disponen de la presión necesaria, carecen de conexiones con la matriz o no existe simetría entre sus bocas de salida y los diámetros del material bomberil, todo lo cual dificulta la acción de su personal y aumenta los peligros del fuego que se enfrenta.

Que, a título de ejemplo, cabe señalar que recientemente el Cuerpo de Bomberos de Conchalí ha verificado un examen del estado de la grifería existente en el sector que sirve, concluyendo en las negativas conclusiones antes expuestas, las que, puestas en conocimiento de la Empresa Metropolitana de Obras Sanitarias, Emos, proveedora del agua, hasta ahora no han sido solucionadas integral y debidamente.

La honorable Cámara de Diputados acuerda:

Solicitar del señor ministro de Obras Públicas instruya a las Empresas de Obras Sanitarias de todo el país que verifiquen una inmediata revisión de los grifos existentes en sus territorios, actividad que deberán coordinar y planificar con los respectivos cuerpos de bomberos, de manera que permanentemente se disponga de la adecuada y oportuna provisión de agua para el servicio de estas instituciones, requiriéndole que informe a la Corporación acerca de las medidas adoptadas".

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Para apoyar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra la diputada señora María Rozas. 

La señora ROZAS (doña María).- Señor Presidente, hace alrededor de un mes, en la comuna de Conchalí, se produjo un incendio que afectó a alrededor de cien personas. Cuando llegaron los bomberos, fueron interpelados de la peor manera por la gente, indignada porque había perdido sus casas. Pero lo que nadie escuchó fue que los bomberos trataron de abrir los grifos cercanos, pero se encontraban sellados debido a que los niños los usan para bañarse cuando tienen calor.

Por otra parte, Bomberos no puede abrir los grifos sin autorización de las empresas sanitarias. Con posterioridad, los examinamos con los propios bomberos, constatando que en Conchalí el 98 por ciento de los grifos están inservibles, inutilizados o, en el mejor de los casos, sellados. Por lo tanto, no cumplen con las normas sobre la materia.

Como el problema afecta a todas las comunas de los distritos que representamos, con distintos parlamentarios presentamos el proyecto de acuerdo, a fin de que el ministro de Obras Públicas instruya a las empresas de obras sanitarias, primero, para que cumplan lo que dispone la ley respecto de los grifos; segundo, que entreguen a Bomberos las herramientas necesarias para abrirlos en caso de emergencia y, tercero, que verifiquen la mantención de las redes de agua potable en todas las comunas.

Urge aprobar el proyecto, porque estamos en verano, época en que aumentan los siniestros. Por eso, pedimos que esto se haga a la brevedad, independientemente de que algunos funcionarios salgan de vacaciones.

He dicho.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el proyecto contiene elementos valiosos, pero lo más importante es que las empresas sanitarias lleguen a acuerdo con Bomberos para que ellos sean los encargados de la mantención de los grifos. El año pasado, las empresas gastaban aproximadamente 1.400 pesos en la mantención y reparación de cada grifo. Por lo tanto, es necesario un acuerdo contractual que permita que la mantención esté a cargo de los usuarios, o sea, de los bomberos.

Señor Presidente, por su intermedio le concedo una interrupción al diputado señor Encina.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Tiene la palabra su Señoría.

El señor ENCINA.- Señor Presidente, la ley obliga a las empresas sanitarias a mantener la red pública, es decir, no pueden eludir la obligación de mantener los grifos en buen estado. Eso se cobra en la tarifa que pagan todos los chilenos.

Por eso, presentamos un proyecto de acuerdo, en el cual proponemos que si no cumplen esa obligación, se multe a las empresas, tal como lo dispone la ley. Eso es lo que corresponde, y así se evitarán los problemas señalados.

También pido que se apruebe el proyecto de acuerdo Nº 521, que tiene que ver con la misma materia.

He dicho.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Ofrezco la palabra para impugnar el proyecto de acuerdo.

Ofrezco la palabra.

Propongo al diputado señor Encina votar en conjunto ambos proyectos.

El señor MASFERRER.- ¿Por qué no se refunden, señor Presidente?

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- No es necesario, señor diputado. Se pueden votar en conjunto o por separado.

El señor LEAY.- Pido la palabra para plantear un asunto reglamentario.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Tiene la palabra su Señoría.

El señor LEAY.- Señor Presidente, nosotros autorizamos votar el proyecto de la diputada señora Rozas, que es muy distinto de lo que planteó el diputado señor Encina. No se pueden mezclar esas materias.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Entonces, no hay unanimidad para votar los dos proyectos en conjunto.

En votación el proyecto de acuerdo Nº 517.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 37 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Se va a repetir la votación por no haberse reunido el quórum necesario.

-Durante la votación.

El señor MORA.- Pido la palabra para plantear un asunto de Reglamento.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Tiene la palabra su Señoría.

El señor MORA.- Señor Presidente, ¿pueden votar los diputados que están pareados?

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- No, porque el pareo es por toda la sesión. Además, no afecta al quórum.

En votación.

-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 30 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Se llamará a los señores diputados por cinco minutos.

Se suspende la sesión.

Transcurrido el tiempo de suspensión:

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Tiene la palabra la diputada señora Rozas.

La señora ROZAS (doña María).- Señor Presidente, ¿me podrían entregar copia de la lista de los diputados que votaron en este proyecto de acuerdo?

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Así se hará.

En votación por última vez el proyecto de acuerdo.

-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 18 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones. 

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- Se agregarán los votos de los diputados señores Jarpa y Tuma.

Por no haberse reunido el quórum necesario, queda pendiente la votación para la próxima sesión.

 

 

VIII. INCIDENTES

HOMENAJE EN MEMORIA DE DON EDUARDO FREI MONTALVA. Oficio.

El señor JEAME BARRUETO (Presidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité de la Unión Demócrata Independiente.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

El turno siguiente corresponde al Comité de Renovación Nacional.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

En el tiempo del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra el diputado señor Sergio Velasco.

El señor VELASCO.- Señor Presidente, agradezco mucho la oportunidad que tengo para referirme a un personaje de la historia y de la política chilena.

El próximo lunes 22 se conmemorará el 19º aniversario de la muerte de quien fuera Presidente de la República, don Eduardo Frei Montalva.

Por ello, desde esta modesta tribuna y en representación de mis colegas de la bancada democratacristiana, rindo el más profundo homenaje a uno de los hombres más preclaros que ha tenido el país, no sólo porque gobernó esta nación durante el período de 1964 a 1970, sino porque, además, logró conseguir el cariño de todos y cada uno de los chilenos.

Este merecimiento, este cariño y este afecto se debieron a las múltiples transformaciones sociales que el entonces Presidente de la República, que en paz descanse, realizara en Chile en un período en que la injusticia, la pobreza, la discriminación, la odiosidad y las diferencias socioeconómicas eran patéticas, sobre todo en el mundo rural. Por algo el Presidente Frei Montalva fue llamado el Presidente de los campesinos.

Próximamente, en la plaza de la Constitución, con la presencia de su Excelencia el Presidente de la República, don Ricardo Lagos, miembros de la directiva nacional, senadores y diputados le rendirán un homenaje. Consecuentemente con ello, miles de militantes, a través de todo Chile, recordarán a este insigne hombre, quien, tal como lo destacara el cardenal Raúl Silva Henríquez en sus exequias, fue uno de los mejores cristianos que pasó por nuestra nación.

Fue un servidor público que dedicó toda su vida a servir a los demás desde el Congreso Nacional, como senador, y desde la Presidencia de la República, como mandatario.

Quienes -en aquel tiempo muy jóvenes- conocimos su trayectoria y convivimos con su acción de gobierno, ¿cómo no recordaremos esa maravillosa gesta nacional que fue la marcha de la patria joven, donde miles y miles de jóvenes, entusiasmados por el cambio que produjo la "revolución en libertad", tuvieron una participación realmente importante en su gobierno?

Y cuando hablamos de los campesinos, también debemos recordar la participación popular de la mujer. El Presidente Frei fue capaz de crear la organización que permitió a la mujer salir de su estado de oscurantismo y entrar en el proceso de mujer ciudadana. Dio las herramientas necesarias para que la mujer chilena tuviera un espacio no sólo en política, sino también en la construcción de una sociedad mucho más justa.

Eduardo Frei Montalva fue un gran Presidente de Chile, por lo cual su recuerdo llega a la memoria de todos y cada uno de los chilenos, sin banderías políticas.

Indudablemente, en la carrera política hay amigos y rivales. Fue capaz de enfrentar momentos muy duros durante su gobierno, pero lo supo hacer con hidalguía, con entereza y con visión de estadista.

Este es el modesto homenaje que he querido hacer en esta oportunidad en la Cámara, cuando terminamos un proceso legislativo, para que Chile, nuestros conciudadanos y el mundo sepan que aquel Presidente de la República abrió perspectivas a miles de hombres, mujeres y jóvenes.

La juventud fue su principal preocupación como estadista y político. Sus mensajes iban orientados precisamente al compromiso que deben tener los jóvenes con su patria, su ciudad y su comuna, de participar en el proceso de desarrollo de su país.

Otro logro importante de su gobierno fue la justicia social. Él decía clara y enfáticamente: "No pueden seguir existiendo tantas desigualdades económicas en nuestro país". El Presidente Frei trabajó para disminuir esas desigualdades económicas y para permitir estudiar a los jóvenes de esa época. Actualmente, la educación chilena es pagada, por lo cual resulta muy difícil ingresar a ella al obrero, al hombre común, al empleado.

En esa oportunidad, Frei, junto a Radomiro Tomic, Ignacio Palma y tantos otros, crearon lo que hoy se denomina Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas. Pude estudiar gracias a la posibilidad que me brindó ese sistema. Espero que algún día se puedan volver a conquistar esos derechos en nuestra Patria, tan importantes para la juventud, que quiere participar en los procesos de integración y desarrollo nacional. Desgraciadamente, el libre mercado, la competencia, el pragmatismo y el exitismo hacen que la juventud esté cada día más alejada de los procesos de idealización y de compromiso nacionales.

Frei fue un hombre que marcó la historia y la política nacional durante más de 50 años, con sus libros, escritos, enseñanzas y consejos. Frei fue el hombre que cambió y transformó esa sociedad tan injusta en una más justa para cada uno de los chilenos.

Por eso, siento un enorme gusto, necesidad y obligación, como democratacristiano y parlamentario representante de un distrito, de hablar de este hombre tan insigne.

Muchos estadistas, reyes y gobernantes de otras partes, principalmente de Europa, conocieron a Chile cuando era absolutamente desconocido; él lo puso en el tapete de las grandes naciones de América y del mundo al crear organizaciones que unieron a todos los países de América Latina. Ésta fue la obra de un hombre a quien debemos recordar, porque forma parte de la historia de Chile y de todos nosotros.

Por lo tanto, solicito oficiar, si es factible, al señor presidente de la Fundación Frei, acompañando copia de este discurso, para su conocimiento.

He dicho.

El señor ROCHA (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los honorables diputados señores Jaime Jiménez, Enrique Jaramillo y de quien habla.

MEDIDAS EN FAVOR DE DEUDORES HIPOTECARIOS MOROSOS. Oficio.

El señor ROCHA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Jaime Jiménez.

El señor JIMÉNEZ.- Señor Presidente, quiero hacer uso de esta tribuna para interceder por miles de chilenos que aún sufren la secuela de la crisis económica que ha afectado a Chile.

En efecto, todos sabemos -y así se ha informado al país- que la cesantía no disminuye del 16 por ciento, cifra obviamente muy superior al promedio nacional que por muchos años mantuvo el país.

Esto ha incidido en algo fundamental. Muchos chilenos que se ven asfixiados por esta crisis y deben optar entre no pagar sus dividendos o dejar de alimentar a su familia. Obviamente, optan por lo primero. Al dejar de pagar los dividendos, los van acumulando uno tras otro, a la espera de poder encontrar un trabajo permanente o de temporada, en el caso de las mujeres y hombres temporeros de las zonas rurales, y también en las dedicadas a las faenas de pesca.

Esto ha significado que muchas familias corran el peligro de perder sus viviendas. Estamos hablando no sólo de gente modesta que ocupa vivienda sociales, sino también de personas de clase media, quienes, a través de un crédito hipotecario con el Banco del Estado, fundamentalmente, han comprado una propiedad y no encuentran una salida para esta situación, que pone en peligro el dominio de su vivienda, que es patrimonio de su familia y un techo digno donde poder proyectarse hacia el futuro.

Por lo anterior, sorprende que el Ministerio de Vivienda, a través de la empresa de cobranza llamada Inverca, haya dispuesto, desde un tiempo a esta parte, el envío a Dicom de los listados de deudores que se encuentran morosos en el pago de sus dividendos. Hay más de 100 mil deudores del Serviu; se trata de gente muy modesta, que tiene dividendos muy bajos, que oscilan entre 10 mil y 30 mil pesos mensuales.

A su vez, las familias más modestas del país son las que utilizan con mayor regularidad el crédito, ya sea para financiar artículos tan básicos como medicamentos, vestuario, alimentación y, en algunos casos, incluso materiales de construcción para reparar sus viviendas. No obstante, la mayoría de estas familias se ven impedidas de usar estos créditos, debido justamente al envío de estas listas con deudores morosos a Dicom, ya que este sistema las señala con una tacha, con una marca negra, como no dignas de que se les pueda fiar ni siquiera un medicamento en una farmacia cualquiera.

Nuestro país -ya lo he dicho- aún vive las secuelas de una grave crisis económica que ha generado los índices de cesantía más altos de la década.

Me parece irregular que se utilice un procedimiento como éste, toda vez que la ley Nº 19.628, sobre protección de la vida privada de las personas, señala que sólo corresponde al acreedor, y en ningún caso a los mandatarios o comisionistas de cobranzas, informar de las deudas a las empresas que se dedican a vender información de terceros. Es decir, sólo el Ministerio de Vivienda o los serviu de cada región pueden enviar esos listados a Dicom, empresa que se dedica a informar a terceros; pero eso no lo puede hacer Inverca.

Quiero alzar mi voz para pedir que nos pongamos la mano en el corazón y seamos solidarios. En consecuencia, solicito oficiar al Presidente de la República, con el objeto de que instruya al Ministerio de Vivienda para revisar estos procedimientos, por cuanto no es posible que la gente no pueda acceder a sus medicamentos por estos atrasos. Además, a fin de que desarrolle una política especial, no para quienes no quieran pagar, no para los frescos que arriendan sus viviendas y no pagan los dividendos, sino que para aquellos que, queriendo resguardar su techo propio, no lo pueden hacer debido a la crisis económica que vive el país.

A su vez, pedir al Presidente de la República que ordene el desarrollo de una política especial que tienda a aliviar la situación de estas personas, lo cual se podría lograr agregando al final de la deuda no sólo el pago de los dividendos, sino que también el de los intereses, reajustes y costas de las cobranzas judiciales. Así, se podría evitar el envío de estos listados a Dicom, al menos por un período prolongado, hasta que el país salga definitivamente de la secuela de esta crisis.

También pido al Presidente que instruya a los directores que lo representan en el Banco del Estado y a los ejecutivos del Serviu para que den facilidades a los deudores hipotecarios que acrediten estar cesantes para salvar su vivienda, con el fin de que sigan teniendo la dignidad que cualquier padre de familia quiere preservar para su hogar, para su grupo familiar, como es un techo propio donde poder vivir junto a sus hijos y poder proyectarse hacia el futuro.

He dicho.

El señor ROCHA (Presidente accidental).- Se enviará el oficio pedido por su Señoría, con la adhesión de los diputados señores Sergio Velasco, Enrique Jaramillo y de quien habla.

SOLIDARIDAD CON VÍCTIMAS DEL TERREMOTO QUE AFECTÓ A LA REPÚBLICA DE EL SALVADOR. Oficios.

El señor VELASCO.- Señor Presidente, tengo entendido que le restan algunos minutos al Comité del Partido Demócrata Cristiano.

El señor ROCHA (Presidente accidental).- Le quedan todavía tres minutos, señor diputado.

El señor VELASCO.- Señor Presidente, quiero referirme, en estos escasos minutos, a un drama que ha impactado a la opinión pública de América Latina.

Solicito, por su intermedio, enviar oficios, en nombre de la Cámara, a los señores Presidente de la República de El Salvador, Presidente de la Cámara de Diputados de ese país y embajador de El Salvador en Chile, para hacerles presente la solidaridad de la Cámara de Diputados por el grave terremoto que ha sufrido esa hermana república latinoamericana.

El señor ROCHA (Presidente accidental).- Señor diputado, se comunicará su petición a la Mesa de la Cámara, con el objeto de que haga llegar las condolencias a través de la Cancillería, las que, por supuesto, comparte esta Corporación.

AYUDA PARA DAMNIFICADOS POR INCENDIO EN SAN ANTONIO. Oficios.

El señor VELASCO.- En segundo lugar, solicito oficiar al señor ministro de Vivienda y de Bienes Nacionales, con el objeto de que preste la ayuda necesaria a los comerciantes que se vieron afectados por el voraz incendio que destruyó gran parte de la calle Centenario, de la comuna de San Antonio, siniestro que arrasó con más de 20 locales comerciales de la principal avenida comercial de nuestra comuna, lo que significó la cesantía para más de 300 empleados del comercio establecido en ese sector.

Requerimos la ayuda del Ministerio de Bienes Nacionales para remodelar, totalmente, la calle donde ocurrió esta desgracia dos días antes de Navidad.

Por ello, pido que se oficie al ministro de Vivienda para que disponga la ayuda necesaria y los elementos técnicos imprescindibles para efectuar la remodelación.

Además, al vicepresidente de la Corporación de Fomento de la Producción a fin de que entregue subsidios para que esta gente pueda continuar trabajando.

Agradezco a su Señoría la gentileza de concederme los tres minutos que restaban a la Democracia Cristiana.

El señor ROCHA (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios en los términos solicitados por su Señoría, adjuntando el texto de su intervención y con la adhesión de los diputados señores Jiménez, Jaramillo, Navarro y Rocha.

INCLUSIÓN DE LA RED SUR EN LOS PROYECTOS DE MODERNIZACIÓN DE FERROCARRILES DEL ESTADO. Oficio.

El señor ROCHA (Presidente accidental).- En el tiempo del Partido por la Democracia, tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, "El Mercurio" de Valparaíso, en una reciente edición, publica un reportaje a los proyectos que lleva a cabo la Empresa de Ferrocarriles del Estado para implementar sistemas de metrotrén que unen a varias ciudades de la zona central.

En la nota periodística se destaca una entrevista al presidente de Ferrocarriles del Estado, señor Nicolás Flaño, quien se explaya sobre sus planes para ampliar o consolidar los circuitos ya operativos. Entre otros, se destaca el regional de Valparaíso, que une Valparaíso con Viña del Mar y localidades de la Quinta Región hasta Limache; el metrotrén entre Santiago y Rancagua, que recientemente se extendió hasta San Fernando, y el tren entre Chiguayante y Talcahuano, Octava Región.

¡Qué bien para el Chile que existe sólo para los ejecutivos de la Empresa de Ferrocarriles del Estado; qué mal para el sur de Chile, que siempre tendrá que quedarse con las ilusiones!

Pero eso no es todo. En la carpeta del ejecutivo mencionado se encuentran pendientes el metrotrén a Melipilla y el tramo Santiago-Batuco, que permitirá extender esta ruta hasta Tiltil, en el futuro mediato.

Estos dos últimos proyectos serían desarrollados recurriendo al expediente de concesión de obras públicas al sector privado; o sea, todo el empeño económico es para el centro de Chile.

Si me detengo en esta noticia es porque, nuevamente, un funcionario público de alto nivel da a conocer su intención de gastar miles de millones de pesos para mejorar el transporte ferroviario en la zona central, con un centralismo que, en verdad, no termino de entender y que, por su perseverancia en plasmarlo, también lo felicito. ¡Cómo defiende sus proyectos! Pero cabe tener presente que él representa a Ferrocarriles del Estado de Chile, y no de una parte de nuestro territorio.

Sé que no fueron los gobiernos de la Concertación los que casi hicieron desaparecer el ferrocarril como medio de transporte; pero, la verdad sea dicha, luego de casi once años en el poder, ya es hora de que se muestren avances concretos en su restablecimiento. Ha faltado voluntad política, y no creemos que sea fruto de presiones de fuerzas ajenas al transporte ferroviario.

Nuestras peticiones, primero individualmente, y luego como bancada ferroviaria, en torno de la necesidad de contar con un programa claro para reponer el servicio de transporte de carga y pasajeros entre la capital y Puerto Montt, parece que nuevamente cae en terreno infértil, pese a los compromisos presidenciales contraídos sobre la materia.

Por lo anteriormente expuesto, una vez más y pensando en la gente modesta del sur, de ese sur verde que algunos parece que quieren olvidar con sus decisiones, pido que se oficie al ministro de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones para que conozca esta intervención y me informe con datos exactos, hasta cuándo se seguirán postergando las decisiones de rehabilitar el servicio de ferrocarril hasta la Décima Región, y para hacerle notar la inconveniencia de las declaraciones del representante del Ejecutivo en la Empresa de Ferrocarriles del Estado de Chile, porque ello llama a confusión no sólo a este diputado, sino también a cientos de miles de ciudadanos habitantes del sur de Chile.

Ellos saben que se carece de medios económicos para solventar el ciento por ciento de los gastos que requieren los modernos trenes que se están implementando en las regiones del centro del país. El sur, por lo tanto, reclama claridad, no demagogia en este tema tan sensible y actual.

Indudablemente, debe existir equidad en las inversiones de este país, sobre todo si se considera que el sur también es Chile.

He dicho.

El señor ROCHA (Presidente accidental).-Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, adjuntado el texto de su intervención y con la adhesión de los diputados señores Navarro y Rocha.

ANTECEDENTES SOBRE MANTENCIÓN DE GRIFOS. Oficio.

El señor ROCHA (Presidente accidental).-En el tiempo del Partido Socialista, tiene la palabra el diputado señor Alejando Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el voraz incendio acontecido recientemente en el barrio Recoleta -antes parte de Conchalí-, Región Metropolitana, oportunidad en que los grifos en mal estado ayudaron a su consumación y provocaron problemas a Bomberos, nuevamente ha puesto el tema en el tapete.

Pido que se oficie a la Superintendencia de Servicios Sanitarios a fin de que nos informe en detalle sobre el estado de cada uno de los grifos de la Región Metropolitana, períodos de revisión, normas de fiscalización, la responsabilidad que a ese organismo le cabe en el caso específico del incendio en Recoleta, y sobre cuántos grifos están en funcionamiento en cada una de las comunas; porque cada habitante, sin importar en qué punto del país vive ni la plusvalía del terreno en que está la casa donde habita, tiene la misma importancia. Por lo tanto, los grifos deben encontrarse en buen funcionamiento en todos los lugares donde están instalados y, en caso de no haberlos, es necesario iniciar una política de extensión de las redes. En consecuencia, deseo también que nos informe acerca del número de solicitudes de grifos a lo largo del país, cuántas han sido ejecutadas, cuál ha sido la demanda y tiempo de emplazamiento de aquellos.

Pedimos, asimismo, que la Superintendencia informe sobre la eventual existencia de una relación contractual entre las empresas de servicios sanitarios y el Cuerpo de Bomberos.

Al respecto, cabe señalar que en la Octava Región, cuando aún la Essbío era del Estado, iniciamos un proceso que aunque no terminó exitosamente, posibilitó elaborar un contrato y un acuerdo preliminar, a lo menos, con la Compañía de Bomberos de mi distrito, con el objetivo de que la empresa sanitaria traspasara su obligación de mantener las redes al Cuerpo de Bomberos, mediante el pago, por el usuario, de l.400 pesos mensuales -hablo de más o menos un año o dos años atrás-, lo cual le podría significar importantes ingresos.

¿Quiénes usan los grifos? Bomberos de Chile. ¿Quiénes deberían mantenerlos para asegurarse de que estén operativos y beneficiarse con su mantención y arreglo? Bomberos de Chile. Esto puede representar un ingreso adicional que le servirá a dicha institución para financiar sus ya debilitadas arcas y, además, asegurar que esos grifos estarán permanentemente en funcionamiento, pues Bomberos de Chile tendrá la obligación de mantenerlos así.

La empresa sanitaria que esté en el área geográfica pondría los implementos junto con asumir la capacitación laboral e iniciar una colaboración que puede terminar beneficiando a todos: a Bomberos, a los ciudadanos y a ella misma, pues no se verá expuesta a demanda alguna; porque, tal como dijo el diputado señor Encina, la ley la obliga a mantener la red de grifos o a habilitarla, de manera que, si no cumple, incurre en incumplimiento de contrato y se expone a eventuales demandas, las cuales, si son entabladas por daños y perjuicios por incendio, le significa desembolsar recursos para solventarlas adecuadamente.

TRASLADO DE PEAJE DE CHAIMÁVIDA, UBICADO EN FLORIDA, CONCEPCIÓN. Oficio.

El señor NAVARRO.- En segundo lugar, pido que se oficie al Ministerio de Obras Públicas con el objeto de zanjar definitivamente el traslado del peaje de Chaimávida, en la comuna de Florida, Octava Región, debido a que este cobro está ahogando a sus habitantes y haciendo que este lugar se muera día a día. Por lo demás, es un problema que se arrastra por mucho tiempo. Según la tasa de crecimiento de las comunas de la Octava Región, la más negativa es la de Florida, la cual decrece año a año. La gente se va, no sólo porque el camino es malo y la ruta, peligrosa, sino también porque este peaje impide el desarrollo del comercio y el transporte. Varios ministros de Obras Públicas se habían comprometido a trasladarlo el año 2003. Pero en el lugar que se instale, eventualmente en Queime, cerca de Quillón, va a suscitar controversias, porque nadie acepta un peaje cerca de su ciudad.

Ahora nos hemos enterado de que se ha suspendido la decisión de levantarlo, lo que vulnera fuertemente el compromiso contraído, generando gran resentimiento y frustración en los habitantes de Florida.

En esta oportunidad pido un informe que especifique el lugar en que está programado trasladarlo el año 2003, pues ello ratificaría el compromiso mencionado y, de esta manera, se posibilitará el desarrollo y progreso de Florida. Además, que se especifique el monto de la inversión, fecha de inicio y término de la obra, cálculo y estudio que establezca que los ingresos de Vialidad no se verán reducidos.

Si esto no ocurre, la comunidad de Florida se va a movilizar, legítimamente, en demanda del cumplimiento de un compromiso que el Gobierno de la Concertación contrajo con toda la comunidad.

INFORME SOBRE PROCESO DE LICITACIÓN EN CONCEPCIÓN CENTRO. Oficio.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pido que se envíe oficio al Ministerio de Transportes y Obras Públicas para que nos informe pormenorizadamente acerca del alcance de la licitación que se está efectuando en Concepción centro y por qué algunas líneas de la locomoción colectiva siguen empleando el puente viejo, en circunstancias de que se había ordenado su cierre.

Al respecto, pido que me informen detalladamente del proceso de licitación enviando copias de plazos, condiciones, bases de postulación e informes técnicos que ameriten aquella, por cuanto ha causado mucha inquietud entre los pequeños empresarios de la locomoción colectiva, quienes no están en condiciones de competir debido a su endeudamiento, el número de máquinas o a las altas exigencias que en las licitaciones se hacen.

He dicho.

El señor ROCHA (Presidente accidental).-Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión del diputado señor Jaramillo y de quien habla, adjuntando en cada petición el texto de su intervención.

Por haberse cumplido con el objeto de la sesión, se levanta.

-Se levantó la sesión a las 17.13 horas.

JORGE VERDUGO NARANJO,

Jefe de la Redacción de Sesiones.

 

